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A partir de la importancia de la sociedad, tanto así que esta es el fundamento principal 
del derecho y es de allí el viejo aforismo romano ibi ius, ubi societas, es decir,  allí 
donde hay hombres, hay sociedad; donde hay sociedad hay derecho. Siendo allí uno de 
los pilares de la responsabilidad civil extracontractual dada que esta tuvo origen a partir 
de las problemáticas surtidas en la convivencia ciudadana, la cual paulatinamente fue 
avanzando con la consolidación y cambio de regímenes políticos, tanto así que en 
Colombia fue adoptada a partir de los albores del derecho italiano, francés y español para 
ser concluir en lo que hasta el momento se conoce como la responsabilidad patrimonial 
del Estado a causa de la acción u omisión que provocare daños antijurídicos. Y aún más 
relevante con el expreso respaldo constitucional otorgado con la Asamblea Constituyente 
de 1991 que se basó a partir del sistema de responsabilidad objetiva de los daños 
antijurídicos adelantado por el tratadista más importante en la materia, el profesor 
García de Enterria con la expedición de la ley de expropiación. No obstante, el avance 
más significativo corresponde a la expedición del artículo 90 de la Constitución Política 
de 1991 por medio del cual se establece un régimen de responsabilidad del Estado que 
será configurada con la consolidación del daño antijurídico y entendido este como aquel 
perjuicio a los bienes jurídicamente tutelados que irrumpe el equilibrio de las cargas 
públicas; el cual no solo reseña el deber de reparación dado que es claro que esta no es 
una potestad discrecional de la víctima, por el contrario, obedece a una institución 
jurídica y/o optimización en el cumplimiento de los deberes y fines del Estado, pues 
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perjuicio a los bienes jurídicamente tutelados que irrumpe el equilibrio de las cargas 
públicas; el cual no solo reseña el deber de reparación dado que es claro que esta no es 
una potestad discrecional de la víctima, por el contrario, obedece a una institución 
jurídica y/o optimización en el cumplimiento de los deberes y fines del Estado, pues 
cumple además funciones preventivas, correctivas y de igualdad y solidaridad de los 
administrados en sociedad. Aunado a lo anterior, corresponde al Estado la prestación de 
servicios públicos como en caso de marras, la ejecución del poder publico en la 
administración de justicia, que aún cuando es una actividad legitima e inherente del 
Estado está en ocasiones causa graves lesiones a los bienes jurídicamente tutelados, 
como el derecho a la libertad prescrito en el artículo 28 de la Constitución Política de 
Colombia, pues actualmente el Consejo de Estado ha decantado la responsabilidad del 
Estado con la consolidación del daño antijurídico al bien jurídicamente tutelado de la 
libertad, dicho de otro modo, la víctima deberá demostrar el carácter de injusto o la 
resolución favorable al derecho fundamental a la libertad en congruencia con la ley 270 
de 1996 y artículo 414 del Decreto 2700 de 1991. Por consiguiente, el deber de 
responsabilidad patrimonial del Estado es aplicada bajo los principios de reparación 
integral, equidad y arbitrio judicial en la reparación de los perjuicios inmateriales 
consolidados por el Consejo de Estado, por medio del cual destacan la medida de la 
compensación económica y estructuración del control de convencionalidad bajo los 
parámetros establecidos en los artículos 90 y 93 de la Constitución Política de 1991, por 
medio de los cuales se ordena al juez el análisis consensuado de los fundamentos 
acercados para el estudio de la responsabilidad, los cuales deberán ser relacionados 
directamente con la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
Tratados Internacionales en materia de protección de derechos fundamentales. 
Destacando así, que del análisis de la jurisprudencia del Consejo de Estado se puede 
establecer la estructuración del principio constitucional y el régimen de la 
responsabilidad patrimonial del Estado; concluyendo el propósito y disposición de todas 
las instituciones jurídicas para la búsqueda de la indemnidad absoluta del daño 
antijurídico o tan siquiera lo mas cercano a ello, en atención al mandamiento legal 
establecido en el artículo 16 de la ley 446 de 1998, es decir, la implementación de todos 
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A partir de la importancia de la sociedad, tanto así que esta es el fundamento principal del 
derecho y es de allí el viejo aforismo romano ibi ius, ubi societas, es decir,  allí donde hay 
hombres, hay sociedad; donde hay sociedad hay derecho. Siendo allí uno de los pilares de la 
responsabilidad civil extracontractual dada que esta tuvo origen a partir de las problemáticas 
surtidas en la convivencia ciudadana, la cual paulatinamente fue avanzando con la 
consolidación y cambio de regímenes políticos, tanto así que en Colombia fue adoptada a 
partir de los albores del derecho italiano, francés y español para ser concluir en lo que hasta el 
momento se conoce como la responsabilidad patrimonial del Estado a causa de la acción u 
omisión que provocare daños antijurídicos. Y aún más relevante con el expreso respaldo 
constitucional otorgado con la Asamblea Constituyente de 1991 que se basó a partir del 
sistema de responsabilidad objetiva de los daños antijurídicos adelantado por el tratadista más 
importante en la materia, el profesor García de Enterria con la expedición de la ley de 
expropiación. No obstante, el avance más significativo corresponde a la expedición del 
artículo 90 de la Constitución Política de 1991 por medio del cual se establece un régimen de 
responsabilidad del Estado que será configurada con la consolidación del daño antijurídico y 
entendido este como aquel perjuicio a los bienes jurídicamente tutelados que irrumpe el 
equilibrio de las cargas públicas; el cual no solo reseña el deber de reparación dado que es 
claro que esta no es una potestad discrecional de la víctima, por el contrario, obedece a una 
institución jurídica y/o optimización en el cumplimiento de los deberes y fines del Estado, 
pues cumple además funciones preventivas, correctivas y de igualdad y solidaridad de los 
administrados en sociedad. Aunado a lo anterior, corresponde al Estado la prestación de 
servicios públicos como en caso de marras, la ejecución del poder publico en la administración 
de justicia, que aún cuando es una actividad legitima e inherente del Estado está en ocasiones 
causa graves lesiones a los bienes jurídicamente tutelados, como el derecho a la libertad 
prescrito en el artículo 28 de la Constitución Política de Colombia, pues actualmente el 
Consejo de Estado ha decantado la responsabilidad del Estado con la consolidación del daño 
antijurídico al bien jurídicamente tutelado de la libertad, dicho de otro modo, la víctima deberá 
demostrar el carácter de injusto o la resolución favorable al derecho fundamental a la libertad 
en congruencia con la ley 270 de 1996 y artículo 414 del Decreto 2700 de 1991. Por 
consiguiente, el deber de responsabilidad patrimonial del Estado es aplicada bajo los 
principios de reparación integral, equidad y arbitrio judicial en la reparación de los perjuicios 
inmateriales consolidados por el Consejo de Estado, por medio del cual destacan la medida de 
la compensación económica y estructuración del control de convencionalidad bajo los 
parámetros establecidos en los artículos 90 y 93 de la Constitución Política de 1991, por medio 
de los cuales se ordena al juez el análisis consensuado de los fundamentos acercados para el 
estudio de la responsabilidad, los cuales deberán ser relacionados directamente con la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Tratados Internacionales en 
materia de protección de derechos fundamentales. Destacando así, que del análisis de la 
jurisprudencia del Consejo de Estado se puede establecer la estructuración del principio 
constitucional y el régimen de la responsabilidad patrimonial del Estado; concluyendo el 
propósito y disposición de todas las instituciones jurídicas para la búsqueda de la indemnidad 
absoluta del daño antijurídico o tan siquiera lo mas cercano a ello, en atención al mandamiento 
legal establecido en el artículo 16 de la ley 446 de 1998, es decir, la implementación de todos 
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Ante la necesidad de preservación del orden y la convivencia pacifica yació la responsabilidad 
civil extracontractual, que posteriormente fue ampliada hasta lo que se conoce con la 
promulgación de la Constitución Política de Colombia de 1991, como la responsabilidad 
patrimonial del Estado, la cual más que incumbir un ámbito público prevé la necesidad de 
protección, prevención, optimización y control  de los fines del Estado y los derechos 
fundamentales, destacando tan excelsa protección que  remite el fundamento de aquel 
principio de protección a la consolidación del daño antijurídico como elemento esencial e 
inherente. 
 
Es de allí la necesidad de la consolidación del deber y el principio de optimización 
constitucional que refiere la responsabilidad patrimonial del Estado, la cual implica su 
importancia en la prevención, protección y restablecimiento pleno de los fines del Estado y los 
derechos fundamentales, pues en este recae la obligación de una debida prestación de servicios 
públicos que permita un ambiente sano y propicio para el desarrollo de cada uno de los  bienes 
jurídicamente tutelados de los administrados, en aras de preservar aquellos factores de 
igualdad, inclusión, goce y satisfacción del Estado Social de Derecho. 
 
Para así concluir que el régimen constitucional instituido con la promulgación del 
artículo 90 por medio del cual se le otorga expreso respaldo al deber de responsabilidad 
patrimonial del Estado, significa no solo un importante avance del derecho comparado, sino 
además  la mayor institución jurídica que permita controlar la potestad del poder público, esto 
es, que aquel deber al depender del daño antijurídico como aquella lesión que el administrado 
no se encuentra en la obligación de soportar, es decir, demostrar que este sea injusto. 
 
Luego, en el caso de marras se pretende el estudio y consolidación del deber de 
responsabilidad patrimonial del Estado en los casos de privación injusta de la libertad la cual 
afecta directamente aquel derecho fundamental establecido en el artículo 28 de la Constitución 
Política de Colombia de 1991, como también su aplicación y efectos en virtud al 
cumplimiento del principio constitucional y aquellos parámetros legales establecidos en el 
artículo 16 de la ley 446 de 1998, por medio de la cual se ordena que en casos de valoración 
de daños la respectiva reparación será en atención al principio de la reparación integral.  
 
Cuya posición ha sido tomada por la Sala de lo Contencioso Administrativo Sección 
Tercera del Consejo de Estado, la cual por medio de sus decisiones judiciales ha sido el 
baluarte destinado a la reglamentación en lo que respecta al deber de responsabilidad, 
aplicación y sus alcances en aras de satisfacer los principios de la reparación integral el bien 




Consolidando su deber a partir del fundamento inherente de la responsabilidad del 
Estado, pues aún cuando la administración de justicia sea un servicio público propio y 
legitimo del Estado, no será excusa suficiente para evadir el deber de responsabilidad, luego la 
víctima deberá acreditar la resolución favorable a su libertad para así ser acreedor de la 
reparación integral del daño al bien jurídicamente tutelado de la libertad, y de todos aquellos 
que por conexidad se encuentren también lesionados, dado que la libertad es un derecho 
fundamental que implica múltiples valoraciones ya que sin la plena satisfacción de este bien 
jurídico se estaría frente a la vulneración conexas de más derechos del mismo carácter.  
 
En consecuencia, al encontrarse acreditada la consumación de la lesión al bien 
jurídicamente tutelado y que este sea imputable al Estado al irrumpir en el equilibrio de las 
cargas públicas operará la valoración del fallador en la valoración, apreciación y liquidación 
de los perjuicios causados en amparo de los criterios de reparación integral, equidad y arbitrio 
judicial; con la respectiva salvedad de que el régimen constitucional de responsabilidad 
patrimonial del Estado no comprende una autoridad absoluta, por el contrario reviste aspectos 
de protección, prevención y optimización en aras de cobijar no solo al individuo sino el interés 
general como premisa principal.  
 
Razón por la cual, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha plantado el precedente 
judicial referente a la aplicación de dichos principios, con la consolidación de reglas y 
establecimiento de limites y montos para su respectiva valoración y tasación de los perjuicios 
inmateriales, dado que los materiales parten de la aplicación de criterios objetivos, cuánticos y 
científicos que permiten claramente establecer el monto del daño padecido y su respectiva 
reparación a la luz del objetivo principal de la responsabilidad, que es la indemnidad del daño 
padecido.  
 
Es por ello, que ante la necesidad de la indemnidad del daño antijurídico y sus efectos, la 
Jurisprudencia en apego de los artículos 90 y 93 de la Constitución Política de Colombia 
reglamentó e instruyó la orden de los estudios de graves lesiones a los derechos fundamentales 
y las inclusiones de aquellos criterios normativos de derecho fundamental y su obligatoria 
subsunción al momento de su valoración, llamado como el control de convencionalidad a fin 
de obtener un espectro más amplio que permita inferir diferentes formas de reparación integral 
a la compensatoria, que obedece a cambiar los efectos del daño por dinero.  
 
Y es a partir de la inclusión del derecho internacional por medio del control de 
convencionalidad, que el fallador deberá observar criterios más allá de la compensación 
económica como medida de reparación restaurativa no pecuniarias que permitan tan si quiera 





Concluyendo que reparación integral, equidad y arbitrio judicial de los daños 
inmateriales sufridos con ocasión de la privación injusta de la libertad deberán obedecer los 
criterios establecidos en las decisiones jurisprudenciales de unificación, por medio de las 
cuales no solo se implementó unos limites y montos, sino además su individualización y 
consolidación de los perjuicios por este carácter, destacando el daño moral, daño a la salud y 
daño a los bienes constitucionales y convencionalmente amparados.  
 
Que dentro del objeto de estudio yace el tiempo como factor determinante para la 
aplicación de la reparación integral, equidad y arbitrio judicial en los cuales se deberá observar 
en primera medida la acreditación y caracterización injustificable de la privación de la libertad 
que la víctima no se encontró en la obligación de soportar, para luego considerar la aplicación 
de los principios mencionados con antelación, en aras de satisfacer la indemnidad del daño 
como objetivo más cercano y aquellos generales como la prevención, protección, optimización 
y control de la prestación de servicios públicos en virtud a la necesidad de promoción del 











LA VALORACIÓN DEL PERJUICIO INMATERIAL UNIFICADO PARA LA 
PRIVACION INJUSTA DE LA LIBERTAD DESDE LA JURISPRUDENCIA DEL 
CONSEJO DE ESTADO EN COLOMBIA 
 
 
Planteamiento del problema 
 
La responsabilidad administrativa del Estado en Colombia se fundamenta inicialmente a 
partir del progreso generado en Francia, que en principio correspondió a un Estado 
irresponsable, dado que para la época el Estado Feudal no encontraba concebible el hecho de 
reparar o responder por los daños causados, considerando al rey como el mismo Estado y por 
ende la imposibilidad de cuestionar su actuar, así como lo menciona SAAVEDRA 
BECERRA (2011): “Antes de la Revolución, podría decirse que al igual de lo que ocurría en 
Inglaterra, la sola idea de una responsabilidad del Estado pugnaba en Francia con la 
concepción de la soberanía real la cual se llegó a identificar con el Estado mismo en la 
celebre proclama atribuida al “Rey Sol” Luis XIV: “El Estado Soy yo.”(p. 71). 
 
En el caso Colombiano, se inició con la consideración de la responsabilidad civil 
extracontractual teniendo como fundamento legal los artículos 2341, 2347 y 2349 del Código 
Civil, aceptando en principio los daños causados por amos, padres y patronos con fundamento 
en la culpa, es decir una responsabilidad subjetiva; desarrollándose bajo el criterio de 
imputación de la falla del servicio que evolucionó en la responsabilidad objetiva, que obedece 
su fundamento únicamente a partir del daño antijurídico como criterio del deber de 
responsabilidad. 
 
Posteriormente a finales del siglo XIX se ahondó en la institución de la responsabilidad 
administrativa del Estado, que a partir de la ley 1º del 31 de junio de 1823 reconoció la 
responsabilidad del Estado únicamente por daños originados en el desarrollo de obras 
públicas, junto con los derivados de las expropiaciones como consecuencia de las guerras 
civiles, cuya responsabilidad se encaminó únicamente al reconocimiento del derecho 
pretendido tal como lo expuso el artículo 33 de la Constitución Política de 1886, toda vez que 
los daños ocasionados por los agentes en representación y/o cumplimiento de funciones 
públicas previa comprobación de la culpa, configuraban la obligación de reparar a la víctima,  
tal como lo menciona SAAVEDRA BECERRA (2011): “Como estos procesos se 
22 
 
consideraban de carácter civil, en la medida en que se fue abriendo paso a la idea de que las 
victimas de daños por actuaciones estatales tenían derecho a ser compensadas, la tendencia 
obvia fue desde un principio aplicar el Código Civil y sus normas en materia de 
responsabilidad por culpa, considerando al Estado como una especia de persona jurídica.”(p. 
96). 
 
Conforme el  artículo 151 de la Constitución de 1886 determinando a la Corte Suprema 
de Justicia la competente para dirimir los conflictos en donde se debatió la responsabilidad 
del Estado, procede al primer reconocimiento de la responsabilidad extracontractual del 
Estado por los daños que causare, pues la Corte en sentencia de fecha 22 de octubre de 1896 
manifestó lo siguiente: “Todas las naciones deben protección a sus habitantes nacionales y 
extranjeros, y si bien es cierto que el Estado como persona jurídica no es susceptible de 
responsabilidad penal, si está obligada a las reparaciones civiles de un daño que resulten de 
un delito imputable a sus funcionarios públicos, cuando no es posible que estos los resarzan 
con sus bienes.” Así mismo en sentencia de fecha 20 de octubre de 1898 manifestó: “los 
comitentes asumen la responsabilidad de sus agentes como resultado de su falta de vigilancia 
sobre ellos y aun por la elección de los mismos.” 
 
Sin embargo la Corte Suprema de Justicia, durante mucho tiempo mantuvo distintas 
posiciones respecto de la responsabilidad extracontractual del Estado, aunando en la 
responsabilidad indirecta con fundamento en los artículos 2347 y 2349 del Código Civil en la 
cual debía mediar la culpa de los agentes del Estado, sin embargo en virtud al artículo 2341 se 
procedió al reconocimiento de la responsabilidad directa siendo también la culpa el requisito 
previo para el reconocimiento de la responsabilidad, ya no del agente sino de la persona 
jurídica como ejecutor de la función, observándose sin lugar a dudas una responsabilidad civil 
extracontractual puramente subjetivista; que también evolucionó con la teoría del riesgo en la 
cual era analizada la conducta del agente sin tomar en cuenta la negligencia o intención en su 
actuar, sino únicamente el resultado dañino.  
 
No obstante, solo hasta la Constitución de 1991 y con fundamento en los artículos 2, 6 y 
209 se otorgó expreso respaldo constitucional a la responsabilidad extracontractual del Estado 
mediante el artículo 90, resaltando qué “El Estado responderá patrimonialmente por los daños 
antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades 
públicas.”, en apoyo es definido el daño antijurídico por la Honorable Corte Constitucional en 
(Sentencia C – 333, 1996) como: “El perjuicio que es provocado a una persona que no tiene el 
deber jurídico de soportarlo. La Corte considera que esta acepción del daño antijurídico como 
fundamento del deber de reparación del Estado armoniza plenamente con los principios y 
valores propios del Estado Social de Derecho, pues al propio Estado corresponde la 





Por lo anterior, será responsable el Estado por la acción u omisión de sus agentes en el 
desarrollo de sus funciones, que para el caso en concreto corresponde a la función de 
administración de justicia establecida en el artículo 116 C.P., desarrollada a partir de los 
artículos 65 al 68 de la ley 270 de 1998 que establecen el error jurisdiccional y la privación 
injusta de la libertad como daños originados en el desarrollo de la función publica, 
configurándose claramente el daño antijurídico que vulnera el equilibrio de las cargas 
públicas, lesionando directamente el bien jurídicamente tutelado de la libertad (art. 28 C.P.).  
 
Empero, es pertinente definir la responsabilidad civil junto con sus elementos 
intrínsecos, la cual podrá ser entendida como lo menciona SAVATIER: “La obligación que 
puede incumbir a una persona de reparar el daño que ha causado a otra por su hecho o por el 
hecho de las personas o de las cosas dependientes de ella.” (p. 14). 
 
Es decir que para hablarse de responsabilidad extracontractual del Estado deberán 
concurrir los elementos intrínsecos como lo son: i.) el daño como elemento esencial e 
ineludible, ii.) nexo causal y iii.) deber de responsabilidad analizados todos estos a partir del 
artículo 90 de la Constitución Política, para así, encontrarse materializado el daño antijurídico 
como aquel que irrumpe el equilibrio de las cargas publicas o el daño que la víctima no se 
encuentra en la obligación de soportar. En alcance a lo anterior, es menester mencionar que el 
desarrollo de los elementos y sus respectivo análisis se efectuará en el desarrollo del presente 
trabajo, siempre a la luz de la responsabilidad extracontractual del Estado derivada de la 
privación injusta de la libertad como daño materializado directamente por el aparato Estatal en 
su función legitima de la administración y acceso a la justicia.  
  
Corolario, en lo que respecta al daño antijurídico derivado de la privación injusta de la 
libertad, el Honorable Consejo de Estado fundamenta su desarrollo a partir del artículo 414 del 
anterior Código de Procedimiento Penal, que inicialmente desarrolló el deber de 
responsabilidad del Estado únicamente bajo el criterio de imputación de la falla del servicio 
resultando en la aplicación de una responsabilidad subjetiva, evolucionando dicho deber de 
responsabilidad en la apreciación del carácter de injusto o injustificable de la privación injusta 
de la libertad configurándose así un régimen de responsabilidad objetivo. Sin embargo el 
hecho dañino irrestrictamente debía encuadrar en las causales previstas en el artículo 414 ídem 
(absolución cuando el hecho no existió, el sindicado no lo cometió o la conducta no estaba 
tipificada como punible), pues se consideraba que no era necesario analizar la conducta a la 
luz de la posible existencia de culpa o dolo; por presumirse materializado la lesión al bien 
jurídicamente tutelado como la libertad, el buen nombre, la honra, el honor y la familia.   
 
Luego de encontrarse materializado la lesión del bien jurídicamente tutelado como causa 
de la privación de la libertad, deberá ser reparado el daño antijurídico a la luz del artículo 90 
ídem, tal como lo expone el Honorable Consejo de Estado en (Sentencia Reparación Directa 
40973, 2017): “(…) la privación injusta de la libertad implica una responsabilidad de carácter 
24 
 
objetivo en la que no es necesario probar que la autoridad judicial incurrió en algún tipo de 
falla; al damnificado le basta con acreditar que contra él se impuso una medida privativa de su 
libertad en el trámite de un proceso judicial, que culminó con una decisión favorable a su 
inocencia y que le causó un daño con ocasión de la detención. Con esa demostración, surge a 
cargo del Estado la obligación de indemnizar los daños sufridos.”  
 
Aún cuando el hecho o actuación del Estado haya sido legitima, no necesariamente 
arbitraria se estará en la obligación de indemnizar el daño irrogado, pues en el mismo 
fundamento jurisprudencial citado menciona: la Sala se aparta de la opinión del tribunal, como 
quiera que esta Corporación ha considerado que si bien el artículo 68 de la referida ley se 
refiere a la responsabilidad patrimonial del Estado en los eventos en los cuales la actuación de 
cualquiera de sus ramas u órganos haya sido “abiertamente arbitraria”, dicha disposición no 
excluye la aplicación directa del artículo 90 de la Constitución para derivar el derecho a la 
reparación cuando los daños provienen de una actuación legítima del Estado adelantada en 
ejercicio de la actividad judicial, pero que causa daños antijurídicos a las personas, en tanto 
éstos no tengan el deber jurídico de soportarlos.” 
 
En consecuencia, mediante el (Acta Nº 23 del 25 de septiembre de 2013) del Consejo de 
Estado Sección Tercera por medio de la cual se recopila la línea jurisprudencial del caso y se 
establecen criterios unificados para la reparación de perjuicios inmateriales respecto a su 
actualización, tipología, agrupación, concurrencia y parámetros para su liquidación; todos 
ellos regidos por los principios de equidad, legalidad, responsabilidad del Estado y reparación 
integral a la luz no solo del mandato constitucional de reparación y/o responsabilidad del 
Estado, sino también en conjunto con el principio rector primigenio del Estado Social del 
Derecho como sistema constitucional imperante.  
 
Es por ello el estricto análisis del carácter personal y cierto del daño como aval de 
configuración de resarcimiento, así como lo expresa la ley 446 de 1998 en su artículo 16 reza: 
“Dentro de cualquier proceso que se surta ante la Administración de Justicia, la valoración de 
daños irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación integral y 
equidad y observará los criterios técnicos actuariales.”, es decir; la valoración del daño deberá 
regirse por los principios antes mencionados justificando la reparación integral directamente 
proporcional al grado de irrogación del daño, así como reza el tratadista Jean Paul Benoit 
(1957): “… el daño es un hecho; es toda afrenta a la integridad de una cosa, de una persona, de 
una actividad o de una situación; el perjuicio lo constituye el conjunto de elementos que 
aparecen como las diversas consecuencias que se derivan del daño para la victima del mismo. 
Mientras el daño es un hecho que se constata, el perjuicio es, al contrario, una noción subjetiva 






Formulación del problema 
 
¿Cuáles son los instrumentos utilizados por el Consejo de Estado para la valoración del 
perjuicio inmaterial unificado en los casos de privación injusta de la libertad, en el marco del 
principio de la reparación integral? 
 
 
Sistematización del problema 
 
¿Qué aplicabilidad tienen los principios rectores de la reparación integral para el 
establecimiento de los parámetros de liquidación de perjuicios inmateriales en el régimen 
constitucional de reparación administrativa del Estado? 
 
¿Cómo comportan los avances del concepto de reparación integral, la posición actual de 
la jurisprudencia, con relación a la privación injusta de la libertad? 
 
¿Qué criterios se tienen para establecer los límites y parámetros de indemnización de 
perjuicios inmateriales en la responsabilidad administrativa del Estado en Colombia, en los 





Aún cuando la reparación integral ha sido constituido como un derecho de rango 
constitucional junto con el apoyo instituido en el artículo 90 C.P. que se refleja en la ley 446 
de 1998, además de la ratificación de normas referentes que hacen parte del Bloque de 
Constitucionalidad como la Convención Americana de Derechos Humanos, el precedente 
judicial referente a los parámetros de indemnización del perjuicio inmaterial en el Estado 
Colombiano quizá el petitum pueda considerarse poco sin embargo este dependerá de las 
unificaciones establecidas para su liquidación y tasación, en atención del avance 
jurisprudencial de acuerdo al adecuamiento de la interpretación de la ley invocado a las 
necesidades vigentes mediante las providencias judiciales como el mecanismo idóneo de 
solución de conflictos judiciales dentro del Estado Social de Derecho.  
 
Sin embargo, en el Acta Nº 23 del 25 de septiembre de 2013 del Consejo de Estado 
Sección Tercera por medio del cual se recopila la línea jurisprudencial y se establecen criterios 
unificados para la reparación de perjuicios inmateriales, brilla por su ausencia el respeto de los 
principios constitucionales y por sobre todo, la armónica interpretación de la norma adecuada 
a las necesidades jurídicas y sociales de la época, toda vez que la liquidación del perjuicio 
inmaterial en los casos de privación injusta de la libertad quizá afectan de forma directa y 
lesiva el régimen constitucional pues el factor determinante para su liquidación es el tiempo, 
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además de su tipología establecida a partir de la concurrencia de estos, puesto que excluye las 
posibles situaciones fácticas especiales de cada caso en concreto de privación injusta de la 
libertad. Máxime, cuando la víctima directa podrá ser víctima de lesiones personales, pérdida 
de la capacidad laboral, lesión de derechos fundamentales autónomos los cuales solo obedece 
a la victima directa y expresa claramente su concurrencia prohibiendo el doble pago por 
concepto de perjuicio inmaterial.  
 
No obstante, el precedente judicial imperante prohíbe que quien haya sido privado de la 
libertad, lesionado en su humanidad, perdido la capacidad laboral a causa de esta, dañado su 
honra, honor o buen nombre, haya sido víctima de violencia sexual, haya sido afectada su vida 
íntima o sexual; pueda ser indemnizado por cada uno de los factores expuestos aún teniendo el 
derecho a ello, es decir; habiendo probado la materialización del daño en su carácter personal 








Exponer la aplicación de los instrumentos utilizados por el Consejo de Estado para la 
valoración del perjuicio inmaterial en los casos de privación injusta de la libertad, a la luz del 





Señalar el alcance de los principios rectores adoptados para el establecimiento de los 
parámetros de liquidación de perjuicios inmateriales dentro del régimen constitucional de 
reparación administrativa del Estado. 
 
Indagar cómo se establece el principio fundamental de la reparación integral dentro del 
régimen constitucional de responsabilidad administrativa del Estado conforme el artículo 90 
de la Constitución Política. 
 
Analizar los criterios jurídicos adoptados para establecer los límites y parámetros de 
indemnización de perjuicios inmateriales en la responsabilidad administrativa del Estado en 












Los perjuicios inmateriales en la responsabilidad extracontractual del Estado en Colombia, 
proyecto de grado para optar por el titulo de abogado en la Facultad de Ciencias Jurídicas 
elaborado por Andrés Ricardo Mancipe Gonzales en la Pontificia Universidad Javeriana en el 
año 2005. Se aplicó una investigación descriptiva y documental; investigando los antecedentes 
jurídicos y doctrinales de la responsabilidad extracontractual del Estado y su posterior 
aplicación a la luz del artículo 90 de la Constitución Política, resaltando el deber de reparación 
del daño antijurídico como el menoscabo causado por el rompimiento de las cargas publicas o 
el daño que el administrado no se encuentra obligado a soportar, derivando la concepción y 
adopción principal de la imputación objetiva adicional al daño causado por la acción u 
omisión de los agentes del Estado bien sea por culpa o dolo.  
 
 El daño antijurídico y la responsabilidad extracontractual del Estado Colombiano, 
elaborado por Catalina Irisarri Boada como proyecto de grado para optar por el título de 
abogado en la facultad de ciencias jurídicas de la Pontificia Universidad Javeriana en el año 
2000. Aplicando un investigación descriptiva y documental a partir del desarrollo y apoyo 
constitucional otorgado a la responsabilidad del Estado y el deber de responsabilidad de los 
daños causados, describiendo a partir del artículo 90 de la Constitución Política el método de 
reparación a partir de la configuración del daño antijurídico en sus distintas clases y tipologías, 
como el principio de las cargas públicas consistente en el exceso de obligatoriedad de soporte. 
 
 La indemnización de los perjuicios extrapatrimoniales en la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo en Colombia, elaborado por Diana Rueda Prada como proyecto de 
grado para obtener el titulo de Maestría en Derecho con énfasis de derecho público, en la 
facultad de jurisprudencia de la Universidad del Rosario en el año 2014. Utilizando un método 
de investigación descriptiva y analítica se determinaron los criterios de reparación del 
perjuicio extrapatrimonial ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, toda vez que 
el Consejo de Estado no ha sido uniforme en el establecimiento de los criterios, tipología, 
clasificación y métodos de aplicación a casos fácticamente similares; siendo reparados de 
forma distinta a pesar de su gran similitud.  
 
 Reparación integral y responsabilidad civil: el concepto de reparación integral y su 
vigencia en los daños extrapatrimoniales a la persona como garantía de los derechos de las 
víctimas. Primera parte de proyecto a candidato a Magister de la Universidad Externado de 
Colombia, elaborado por Diego Alejandro Sandoval Garrido en el año 2013. Aplicando un 
método de investigación descriptiva en donde se destaca la importancia de la reparación 
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integral en el ámbito material pero la contradicción en el escenario extrapatrimonial toda vez 
que el daño causado a la persona no podrá se determinado a partir de una cuantía o tasación, 
sin embargo tampoco podrá ser eximida de la indemnización del perjuicio que deberá 
establecerse a partir de la intensidad del daño convirtiéndose este método indemnizatorio en 
resarcitorio, constituyendo su quantum a partir del daño irrogado con la pretensión de 











Corresponde al acto o hecho que cause un menoscabo o una lesión a un sujeto de derecho, 
bien sea en su patrimonio o en su persona determinándose este acto como una consecuencia 
natural que excede los limites del actuar y conlleva a la materialización del mismo, 
determinándose además como una fuente material por no tratarse de las consecuencias 
jurídicas que ocasiona al derecho positivo, pues este ultimo que entra a proteger el derecho o 
bien jurídicamente tutela con la ocurrencia del daño. 
 
Empero, dentro del ámbito de las ciencias jurídicas se podría definir como el perjuicio, 
menoscabo, vulneración o lesión que a partir de la acción u omisión de una persona causare a 
otra, bien sea a su persona o patrimonio. Además a partir del Código Civil en su artículo 1613 
y 1614 se determina como la lesión de índole patrimonial a partir del sufragio innecesario de 
consecuencias lesivas o por el contrario lo dejado de percibir en virtud al daño material. 
Además del daño inmaterial que hace alusión a la lesión a la persona o su integridad 
emocional y psíquica.  
 
Por lo anterior, el desarrollo del daño en el ámbito jurídico dentro del régimen de 
responsabilidad del Estado desarrollado por la jurisdicción de lo contencioso administrativo, 
se ha delimitado su clases en dos grandes géneros, el daño material que corresponde al 
escenario económico o ampliamente tangible que causa que un detrimento patrimonial al 
dañado y por el otro lado el daño inmaterial, que corresponde al detrimento, menoscabo o 
lesión al interior de la persona como su psiquis, Estado de animo, condiciones de existencia, 
salud y entre otros más que corresponden a la esencia del ser humano.  
 
Partiendo de la ocurrencia del daño y su introducción dentro del régimen constitucional 
de responsabilidad del Estado tal como se observa en en el artículo 90 de la Constitución 
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Política, el Estado responderá por los daños antijurídicos que fueren causados por la acción u 
omisión de sus agentes, rescatando sin lugar a dudas al daño como el elementos esencial para 
tan siquiera hablar de responsabilidad, pues de no encontrarse lesionado un daño en sus 
distintas clases no se estaría frente a un caso de deber de responsabilidad y posterior 
reparación y/o indemnización del daño causado. Es por ello que el daño es el primer elemento 
a estudiar en un proceso de responsabilidad patrimonial del Estado a partir de su respaldo 
constitucional.  
 
En consecuencia, adentrándose en el caso en concreto se tiene que la vulneración, lesión 
y menoscabo del bien jurídicamente tutelado configura el primer elemento para iniciar a 
predicarse de la responsabilidad patrimonial del Estado, como lo es el denominado daño. 
Adicionalmente dentro del régimen de responsabilidad del Estado en Colombia sería 
imposible hablar de ello sin antes tener la configuración del daño como elemento esencial del 
mismo determinándose así como un elemento de la responsabilidad civil del Estado 
Colombiano así como lo manifiesta el Dr. Henao (1998): “El daño es, entonces, el primer 
elemento de la responsabilidad, y de no estar presente torna inoficioso el estudio de la misma, 
por mas que exista un falla del servicio. La razón de ser de esta lógica es simple: si una 
persona no ha sido dañada no tiene porque ser favorecida con una condena que no 
correspondería sino que iría a enriquecerla sin justa causa. El daño es la causa de la reparación 
y la reparación es la finalidad ultima de la responsabilidad civil. Estudiarlo en primer termino 





Conforme lo expuesto, la responsabilidad del Estado tiene su directo respaldo constitucional a 
partir del artículo 90 de la Constitución Política de 1991 toda vez que las cartas anteriores 
correspondían a la interpretación jurisprudencial derivada del Código Civil y un apego 
constitucional como lo es el artículo 16 de la Constitución de 1886. Sin embargo la 
importancia del respaldo constitucional otorgado en la carta imperante corresponde al 
reconocimiento de responsabilidad y posterior reparación del daño antijurídico como fuente 
primordial de la responsabilidad del Estado.  
 
Es por ello que el daño antijurídico corresponde a la evolución del daño dentro del 
ámbito de las ciencias jurídicas, pues excede el supuesto factico o circunstancial que con lleva 
al menoscabo del patrimonio o la persona y se convierte directamente en la lesión del bien 
jurídicamente tutelado del administrado, definiendo al daño antijurídico como todo aquel 
menoscabo o lesión que el administrado no se encuentra en la obligación de soportar, es decir; 
todo daño que exceda lo legalmente permitido como se aducen las cargas tributarias y 
expropiación toda vez que en el ámbito material, la norma determina claramente la lesión 




Por lo anterior, corresponde al daño antijurídico dentro del sistema de reparación y/o 
responsabilidad del Estado, el elemento ineludible para poderse predicar la responsabilidad del 
Estado y posterior deber de reparar o indemnizar el daño antijurídico causado, no obstante, 
dicha lesión por si sola no se considera como antijurídica sin el cumplimiento de requisitos 
previos para así catalogarla como el menoscabo que irrumpe el principio del equilibrio de las 
cargas publicas; así como lo describe el Dr. Tamayo Jaramillo (1989): “Un perjuicio es 
antijurídico cuando no se tiene el deber jurídico de soportarlo, y no se tiene el deber jurídico 
de soportar el daño cuando este es antijurídico.”(p. 31) 
 
Es entonces la evolución plantea que además de requerirse el daño éste deberá ser 
antijurídico y así desarrollado por la jurisprudencia como perjuicio, es decir; el bien 
jurídicamente tutelado objeto de reparación así como lo prescribe el artículo 90 de la 
Constitución Política. Empero este deberá reunir consigo ciertas condiciones para ser acreedor 
de la reparación e indemnización del derecho irrogado para así mismo validar su calidad de 
antijurídico en el escenario del rompimiento de las cargas públicas. Es por ello que el daño 
antijurídico deberá acreditar las condiciones de carácter personal y cierto correspondiendo a su 
deber personal a la titularidad del derecho no como el menoscabo en su persona sino la 
acreditación de lesión sin necesidad de determinar grados de consanguinidad o parentesco, 
pues quien se considere lesionado y lograse así demostrarlo cumplirá con su condición del 
carácter personal del daño sin confundir con la legitimación en la causa por activa. 
Adicionalmente deberá ser cierto sin importar la temporalidad pero si su certeza en donde se 
logre establecer que efectivamente el bien jurídicamente tutelado del cual es titular de derecho 
se encuentre efectivamente vulnerado y así configurando la violación al principio de equilibrio 
de las cargas públicas.  
 
Saavedra Becerra (2011): “El carácter personal del daño. En un principio, para la 
doctrina y la jurisprudencia francesas una persona sufría personalmente un perjuicio cuando 
había sido afectada por la violación de un derecho o de una situación jurídicamente protegida, 
radicado en su cabeza, sin embargo, es muy frecuente que el perjuicio afecte no solamente a la 
víctima inmediata sino también a otras personas.”(p. 607). 
 
Pinzón Muñoz (2014): Del carácter humano del daño. La reconducción de la teorización 
del daño, a la que se ha hecho alusión previamente bajo la dimensión humanista que ha 
alcanzo su contenido, especialmente para nuestro caso, dado el fundamento de la dignidad 
humana, como el objetivo prima facie de la realización política del Estado (Art. 1 de la C.P.), 
aspecto que ya había ocupado a la doctrina italiana en el pasado, y que dentro del derecho 
comparado no admite discusión obliga a considerar al ser humano, no solo a su patrimonio, 
sino en su entidad biológica e inmaterial, como el bien cardinal y, por ende, susceptible de 




Con respecto al daño cierto, expresa que Dentro del ordenamiento jurídico colombiano 
se ubica el referente del articulo 2359 del Código Civil y la ley 472 de 1998, como la clave 
positiva de la exigencia de certeza respecto del daño que sirve de cimiento para apoyar la 
discusión de la responsabilidad extracontractual, (…). (p. 42). 
 
Henao (1998): “el Consejo de Estado ha tenido oportunidad de señalar que el daño para 
que pueda ser reparado debe ser cierto, esto es, no un daño genérico o hipotético sino uno 





Como se ha mencionado con antelación, corresponde al perjuicio tanto a la evolución del daño 
como también la consecuencia objeto de reparación, siempre y cuando se trate de su estudio 
dentro del ámbito de las ciencias jurídicas, pues es el perjuicio bien sea material o inmaterial 
el susceptible de reparación y/o compensación dependiendo su tipología toda vez que el 
perjuicio material es el primeramente reconocido para su reparación debido a la calidad del 
mismo del cual se puede cuantificar y calificar con exactitud, su perdida y posterior 
indemnización a fin de obtener la menor perdida posible.  
 
Tratándose directamente del perjuicio inmaterial como aquel desarrollado por la 
jurisprudencia más no por la ley, puesto que el sustento de estos corresponde al Código Civil 
el cual solo hace referencia al aspecto económico; sin embargo corresponde el perjuicio 
inmaterial a todo aquel que excede el escenario patrimonial y atiende el menoscabo, lesión, 
vulneración, quebranto del bien jurídicamente tutelado que altere el Estado de animo, 
personalidad, estabilidad corporal, familiar, comportamiento social, el honor, la honra, el buen 
nombre etc.  
 
Saavedra Becerra (2011): “Los daños no patrimoniales. Se llaman aquí no patrimoniales, 
a aquellos que afectan elementos o intereses de difícil estimación pecuniaria porque su 
contenido queda al margen de lo económico lo que implica que no puedan ser reparados sino 
de manera convencional a titulo de compensación sustitutiva pero no equivalente. Para 
algunos tratadistas, es preferible la denominación francesa de “daños inmateriales”. Llámense 
inmateriales o extrapatrimoniales, estos perjuicios constituyen con mucha frecuencia atentados 
a la integridad corporal. (p. 637 y 638). 
 
Henao (1998): “A partir de la distinción que ha justificado la tipología del perjuicio por 
la que se ha optado, se deben estudiar ahora los perjuicios que no tienen una naturaleza 




Por lo anterior, se entiende al perjuicio inmaterial como aquel daño antijurídico que 
menoscaba y vulnera los criterios de integridad y personalidad del administrado causando así 
un detrimento no a su patrimonio sino por el contrario a su esencia propia como ser humano.  
 
Es por ello que el Honorable Consejo de Estado en su más reciente recopilación y 
fijación del precedente judicial en materia de perjuicios inmaterial mediante Documento 
ordenado mediante Acta Nº 23 al 25/septiembre/2013 de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo – Sección Tercera: sirve determinar su tipología en tres especies como el daño 
moral, daño a bienes constitucionales y convencionales y daño a la salud (perjuicio fisiológico 
o biológico), derivado de una lesión corporal o psicofísica.  
 
En consecuencia, el daño moral es definido por la Jurisprudencia del Honorable Consejo 
de Estado a partir de la recopilación más reciente en materia de perjuicios inmateriales en el 
cual sucintamente lo define como: “El concepto se encuentra compuesto por el dolor, la 
aflicción y en general los sentimientos de desesperación, congoja, desasosiego, temor, 
zozobra, etc., que invaden a la víctima directa o indirecta de un daño antijurídico, individual o 
colectivo.” 
 
El daño a los bienes constitucionales y convencionales comprende: “En caso de 
violaciones relevantes a bienes o derechos convencional y constitucionalmente amparados.”  
 
Entonces determina el Consejo de Estado en (Sentencia Reparación Directa 33302, 2015) 
qué se tiene al daño a la salud como: “En consecuencia, se adopta el concepto de daño a la 
salud, como perjuicio inmaterial diferente al moral que puede ser solicitado y decretado en los 
casos en que el daño provenga de una lesión corporal, puesto que el mismo no está 
encaminado al restablecimiento de la pérdida patrimonial, ni a la compensación por la 
aflicción o el padecimiento que se genera con aquél, sino que está dirigido a resarcir 
económicamente –como quiera que empíricamente es imposible– una lesión o alteración a la 





Con el respaldo del régimen de responsabilidad del Estado adoptado desde la constitución de 
1991 y su artículo 90 que establece la reparación del daño antijurídico, se han planteado 
distintos debates  la verdadera reparación de los daños antijurídicos cuya inconformidad yace 
a partir del reconocimiento de los perjuicios inmateriales además de su carácter de vulneración 
grave a los derechos fundamentales reconocidos nacionalmente e internacionalmente, como la 
vulneración a bienes jurídicamente tutelados establecidos a partir del bloque de 




Por lo anterior, su alcance va desde del ámbito legal en el artículo 16 de la ley 446 de 
1998, la Ley 975 de 2005, la Ley 1448 de 2011, el artículo 63.1 de la CADH y la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, del Consejo de Estado y de 
la Corte Constitucional. Cuya importancia de la reparación integral surge a partir de la 
categorización de principio a la reparación integral, así como lo establece la Honorable Corte 
Constitucional en su (Sentencia C – 916 de 2012), mencionando que la reparación integral no 
corresponde únicamente a la indemnización pecuniaria sino a medidas restaurativas que logren 
devolver al Estado anterior el bien jurídicamente tutelado, siempre y cuando se trate de graves 
violaciones a derechos fundamentales.  
 
Es decir que dentro del caso en concreto como lo es la responsabilidad del Estado en los 
casos de privación injusta de la libertad en cotejo directo con las tipologías del perjuicio 
inmaterial y los mecanismos híbridos, autoritarios y contrarios a derecho no constituyen el 
cumplimiento de principios de reparación integral, equidad e igualdad toda vez que no 
corresponden a medidas restaurativas distintas a la indemnización pecuniaria y esta reparación 
económica se encuadra dentro de tablas sin un criterio objetivo como lo es la reparación 
integral de acuerdo a la intensidad del daño irrogado.  
 
Puesto que los criterios para establecer su quantum son factores independientes e 
irrelevantes para establecer el resarcimiento del daño, pues el tiempo de la privación injusta de 
la libertad y el tope máximo de indemnización abiertamente vulneran los principios de 
reparación integral, proporcionalidad y equidad aún más cuando se tratan de derechos de 
carácter fundamental y reconocidos tanto en el ámbito nacional como internacional.  
 
De lo anterior se colige entonces, que la reparación integral consiste en el acto 
resarcitorio del daño antijurídico o el restablecimiento del bien jurídicamente tutelado hasta 
donde la medida de su reparación lo permita o se encuentre más cercano al Estado anterior a la 
vulneración del derecho. Tal como lo planteó inicialmente y dispuso concretar el Honorable 
Consejo de Estado en (Sentencia Reparación Directa 18894, 2010) referente al principio de la 
reparación integral que lo determinan como: “(…) el principio de reparación integral, 
entendido este como aquel precepto que orienta el resarcimiento de un daño, con el fin de que 
la persona que lo padezca sea llevada, al menos, a un punto cercano al que se encontraba antes 
de la ocurrencia del mismo.” 
 
En consecuencia, encontrándose fundamentada la reparación integral en la ley, en la 
Constitución, en el ámbito internacional también lo será por el Honorable Consejo de Estado 
(Sentencia Reparación Directa 29273, 2007) el cual acoge su categorización como principio al 
mismo rango del principio de proporcionalidad, equidad e igual tal como se mencionó con 
antelación. Pues no todo daño antijurídico hace acreedor a la victima de una reparación 
integral, luego tratándose de bienes jurídicamente tutelados que no se encuadran dentro de los 
derechos fundamentales estos no serán objeto de reparación integral bajo el entendido de 
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garantías de no repetición, reparaciones simbólicas, restaurativas, de restablecimiento o 
rehabilitación solo podrán optar por la indemnización plena del menoscabo del bien 
jurídicamente tutelado.  
 
Ahora bien, siendo la libertad y el secuestro derechos fundamentales y actos 
abiertamente rechazados por la doctrina y precedente internacional no es dable ni 
constitucionalmente valido estabilizar la reparación integral de la privación injusta de la 
libertad solo a indemnizaciones económicas que además carecen de equidad y 
proporcionalidad y depreca la subjetividad o tiranía del juez, pues este no excederá los 
parámetros establecidos en las tablas con falta de objeto las cuales toman únicamente para el 
daño moral el factor tiempo como pauta para la aplicación del principio a la reparación 
integral, sin tener en cuenta la intensidad del daño o tan siquiera prever la lentitud del aparato 
judicial estimando una mayor indemnización en virtud al tiempo en el que perdura la privación 
injusta de la libertad por el injusto y lento tramite de la acción penal, luego que el resultado 
favorable de la acción penal se obtendrá con posterioridad al menoscabo total e integro de los 
bienes jurídicamente tutelados de rango fundamental.  
 
 
Privación injusta de la libertad 
 
Con fundamento inicial en el artículo 28 de la Constitución Política, además del artículo 65 al 
68 de la ley 270 de 1998 rescatando en primera medida la libertad como derecho fundamental 
y luego el derecho a solicitar la reparación de los perjuicios causado con ocasión a la privación 
injusta de la libertad. La cual consiste en la captura administrativa llevada a cabo de forma 
ilegal por falta de indicios facticos y jurídicos suficientes para así determinar la culpabilidad 
del procesado; y posteriormente la reclusión en centro carcelario o prohibición de cualquier 
índole que altere la libre locomoción, como lo son las medidas preventivas domiciliarias.  
 
Es decir; toda imposición mencionada con antelación que tenga un desenlace favorable 
al procesado constituirá una privación injusta de la libertad pues se determinará no solo con la 
absolución del procesado y los factores clásicos como los prescritos en e artículo 414 del 
anterior Código Penal. Sino además de todo resultado favorable sin importar su génesis tal 
como lo describe en su mas reciente (Sentencia Reparación Directa 40973, 2017) el 
Honorable Consejo de Estado determina qué:  
 
Bajo estos lineamientos, la privación injusta de la libertad implica una responsabilidad 
de carácter objetivo en la que no es necesario probar que la autoridad judicial incurrió 
en algún tipo de falla; al damnificado le basta con acreditar que contra él se impuso una 
medida privativa de su libertad en el trámite de un proceso judicial, que culminó con 
una decisión favorable a su inocencia y que le causó un daño con ocasión de la 
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detención. Con esa demostración, surge a cargo del Estado la obligación de indemnizar 
los daños sufridos. 
 
38. Sobre el asunto, es preciso advertir que para el momento en el que se dispuso 
la captura de la señora Leticia López Manrique ya había entrado en vigencia la Ley 270 
de 1996, cuyo artículo 68 establece que “quien haya sido privado injustamente de la 
libertad podrá demandar del Estado la reparación de perjuicios”. Igualmente, durante el 
trámite del proceso penal, se expidió y entró en vigencia la Ley 600 del 2000 que 
derogó expresamente lo dispuesto en el Decreto 2700.  
 
39. Ahora bien, la Sala se aparta de la opinión del tribunal, comoquiera que esta 
Corporación ha considerado que si bien el artículo 68 de la referida ley se refiere a la 
responsabilidad patrimonial del Estado en los eventos en los cuales la actuación de 
cualquiera de sus ramas u órganos haya sido “abiertamente arbitraria”, dicha 
disposición no excluye la aplicación directa del artículo 90 de la Constitución para 
derivar el derecho a la reparación cuando los daños provienen de una actuación legítima 
del Estado adelantada en ejercicio de la actividad judicial, pero que causa daños 
antijurídicos a las personas, en tanto éstos no tengan el deber jurídico de soportarlos. 
 
En conclusión, de encontrarse acreditado la concreción del daño antijurídico sin 
importar la imposición de la medida de aseguramiento sino por el contrario, constreñir al 
administrado mediante un decisión judicial en donde se le impongan cargas que rompen el 
equilibrio de las cargas publicas, además de derechos fundamentales así como lo expresa el 
Honorable Consejo de Estado en (Sentencia Reparación Directa 16075, 2008) que reza: 
 
Finalmente, la Sala reitera que una vez que el juez de lo contencioso administrativo 
encuentre probado que el derecho fundamental a la libertad de una persona ha sido 
vulnerado como consecuencia de una decisión judicial, lo que se ha constituido en un 
daño antijurídico a la luz del artículo 90 de la C.P, debe repararlo en todas sus facetas. 
Es decir, no puede limitarse a los términos previstos en el artículo 414 del C.P.P, pues, 
desde una perspectiva garantista, la privación injusta de la libertad no sólo se configura 
cuando la medida de aseguramiento impone que su cumplimiento sea intramural; sino 
también, cuando se ordena la detención domiciliaria, o cuando la medida de 
aseguramiento establece restricciones para salir del país o cambiar de domicilio.  
 
En consecuencia, si bien el legislador señaló expresamente los eventos en los 
cuales se habría producido por parte del Estado una detención injusta, esto no significa 
que otras afectaciones de los derechos de libertad, como la libertad de locomoción y de 
fijar domicilio (C.P. artículo 24), no puedan dan lugar a que se declare la 
responsabilidad de la Administración, pues, sin duda alguna, en estos casos también se 
estaría ante una carga desproporcionada impuesta a un ciudadano. 
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Bases legales  
 
Constitución Política de 1991 
 
Artículo 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República 
unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 
participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la 
solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 
Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los 
afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y 
la vigencia de un orden justo. 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y 
para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 
Artículo 21. Se garantiza el derecho a la honra. La ley señalará la forma de su 
protección.  
Artículo 28. Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, 
ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio registrado, sino en virtud de 
mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por 
motivo previamente definido en la ley.  
La persona detenida preventivamente será puesta a disposición del juez competente 
dentro de las treinta y seis horas siguientes, para que éste adopte la decisión correspondiente 
en el término que establezca la ley. 
En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni penas y medidas 
de seguridad imprescriptibles. 
Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. 
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, 




En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de 
preferencia a la restrictiva o desfavorable.  
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente 
culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado 
escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso 
público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en 
su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo 
hecho. 
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso. 
Artículo  42. La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por 
vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer 
matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla. 
El Estado y la sociedad garantizan la protección integral de la familia. La ley podrá 
determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable. La honra, la dignidad y la 
intimidad de la familia son inviolables.  
Las relaciones familiares se basan en la igualdad de derechos y deberes de la pareja y en 
el respeto recíproco entre todos sus integrantes. Cualquier forma de violencia en la familia se 
considera destructiva de su armonía y unidad, y será sancionada conforme a la ley.  
Los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él, adoptados o procreados naturalmente o 
con asistencia científica, tienen iguales derechos y deberes. La ley reglamentará la progenitura 
responsable. 
La pareja tiene derecho a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos, y 
deberá sostenerlos y educarlos mientras sean menores o impedidos. 
Las formas del matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los deberes y derechos 
de los cónyuges, su separación y la disolución del vínculo, se rigen por la ley civil.  
Los matrimonios religiosos tendrán efectos civiles en los términos que establezca la ley. 
Los efectos civiles de todo matrimonio cesarán por divorcio con arreglo a la ley civil. 
También tendrán efectos civiles las sentencias de nulidad de los matrimonios religiosos 
dictadas por las autoridades de la respectiva religión, en los términos que establezca la ley.  
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La ley determinará lo relativo al estado civil de las personas y los consiguientes 
derechos y deberes. 
Artículo  90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le 
sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.  
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales 
daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente 
suyo, aquél deberá repetir contra éste. 
Artículo 113. Son Ramas del Poder Público, la legislativa, la ejecutiva, y la judicial.  
Además de los órganos que las integran existen otros, autónomos e independientes, para 
el cumplimiento de las demás funciones del Estado. Los diferentes órganos del Estado tienen 
funciones separadas pero colaboran armónicamente para la realización de sus fines. 
 
 
Ley 270 de 1998 
Por la cual se expide la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia 
 
Artículo 65. DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. El Estado responderá 
patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o 
la omisión de sus agentes judiciales. 
En los términos del inciso anterior el Estado responderá por el defectuoso 
funcionamiento de la administración de justicia, por el error jurisdiccional y por la privación 
injusta de la libertad. 
Artículo 66. ERROR JURISDICCIONAL. Es aquel cometido por una autoridad 
investida de facultad jurisdiccional, en su carácter de tal, en el curso de un proceso, 
materializado a través de una providencia contraria a la ley. 
Artículo 67. PRESUPUESTOS DEL ERROR JURISDICCIONAL. El error 
jurisdiccional se sujetará a los siguientes presupuestos: 
1. El afectado deberá haber interpuesto los recursos de ley en los eventos previstos en el 
artículo 70, excepto en los casos de privación de la libertad del imputado cuando ésta se 
produzca en virtud de una providencia judicial. 
2. La providencia contentiva de error deberá estar en firme. 
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Artículo 68 . PRIVACION INJUSTA DE LA LIBERTAD. Quien haya sido privado 
injustamente de la libertad podrá demandar al Estado reparación de perjuicios. 
Artículo  69. DEFECTUOSO FUNCIONAMIENTO DE LA ADMINISTRACION DE 
JUSTICIA. Fuera de los casos previstos en los artículos 66 y 68 de esta ley, quien haya sufrido 




Ley 448 de 1996 
 
Por la cual se adoptan como legislación permanente algunas normas del Decreto 2651 de 
1991, se modifican algunas del Código de Procedimiento Civil, se derogan otras de la Ley 23 
de 1991 y del Decreto 2279 de 1989, se modifican y expiden normas del Código Contencioso 
Administrativo y se dictan otras disposiciones sobre descongestión, eficiencia y acceso a la 
justicia. 
 
Artículo 16. Valoración de daños. Dentro de cualquier proceso que se surta ante la 
Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, 




Ley 57 de 1887 
Por la cual se expide e incorpora el Código Civil. 
Artículo 2341. RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL. El que ha cometido un 
delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la 
pena principal que la ley imponga por la culpa o el delito cometido.  
Artículo 2342. LEGITIMACIÓN PARA SOLICITAR LA INDEMNIZACIÓN. Puede 
pedir esta indemnización no sólo el que es dueño o poseedor de la cosa sobre la cual ha 
recaído el daño o su heredero, sino el usufructuario, el habitador, o el usuario, si el daño irroga 
perjuicio a su derecho de usufructo, habitación o uso. Puede también pedirla, en otros casos, el 
que tiene la cosa, con obligación de responder de ella; pero sólo en ausencia del dueño. 
Artículo 2347. RESPONSABILIDAD POR EL HECHO PROPIO Y DE LAS 
PERSONAS A CARGO. Toda persona es responsable, no sólo de sus propias acciones para el 
efecto de indemnizar el daño sino del hecho de aquellos que estuvieren a su cuidado. 
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Artículo 2358. PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN. Las acciones 
para la reparación del daño proveniente de delito o culpa que puedan ejercitarse contra los que 
sean punibles por el delito o la culpa, se prescriben dentro de los términos señalados en el 
Código Penal para la prescripción de la pena principal.  
Las acciones para la reparación del daño que puedan ejercitarse contra terceros 
responsables, conforme a las disposiciones de este capítulo, prescriben en tres años contados 
desde la perpetración del acto. 
 
Decreto 2700 de 1991 
Por el cual se expide el Código de Procedimiento Penal 
Artículo 414. INDEMNIZACION POR PRIVACION INJUSTA DE LA LIBERTAD. Quien 
haya sido privado injustamente de la libertad podrá demandar al Estado indemnización de 
perjuicios.  
Quien haya sido exonerado por sentencia absolutoria definitiva o su equivalente porque 
el hecho no existió, el sindicado no lo cometió, o la conducta no constituía hecho punible, 
tendrá derecho a ser indemnizado por la detención preventiva que le hubiere sido impuesta 
siempre que no haya causado la misma por dolo o culpa grave. 
 
Sentencia Consejo de Estado Exp. 36149 
 
Por medio de la cual se reconocen y liquidan perjuicios morales en casos de privación injusta 
de la libertad.  
 
 
Sentencias del Consejo de Estado: Exp. 26.251, Exp. 28804 y Exp. 32988 
 
Por medio de las cuales se establece el daño inmaterial por afectación relevante a derechos o 




Sentencias del Consejo de Estado: Exp. 28804 y Exp. 31170 
 
Por medio de las cuales se establece el daño a la salud y sus reglas de excepción por concepto 




Sentencia Consejo de Estado 05001233100019990206301 de 2014 
 
Por medio de la cual se establece el alcance de la privación injusta de la libertad, tanto en 
centro carcelario como la decisión judicial domiciliaria que altera la libre locomoción, salir del 
municipio e inclusive el país.  
 
 
Sentencia Consejo de Estado, 24 de abril de 2017 expediente 40973. 
 
Por medio de la cual se establece el alcance del daño antijurídico con ocasión a la privación 
injusta de la libertad, considerando el menoscabo del bien jurídicamente tutelado únicamente a 
partir de resolución favorable al procesado.  
 
 
Sentencia del 19 de octubre de 2007, Exp.: 29.273, Sentencia del 20 de febrero de 2008, 
Exp.: 16.996, Sentencia del 27 de mayo de 2009, Exp.: 18.364. Sentencia del 10 de junio de 
2010, Exp.: 19.007. Sentencia del 11 de agosto de 2010, Exp.: 18.894, Aclaración de voto. 
 
Por medio de las cuales se determina la reparación integral como principio y derecho 
fundamental, además de la determinación de sus condiciones, identificación y posterior 
aplicación a los casos de vulneración del daño antijurídico del interés del bien jurídicamente 
tutelado y la relevante afectación a los derechos fundamentales, expresamente reconocidos por 
mandato constitucional y convencional.  
 
 
Sentencia, C – 916 de 2002  
 
Por medio de la cual resuelve la constitucionalidad del artículo 16 de la ley 446 de 1998 
y se categoriza la reparación integral como un principio constitucional en la valoración y 













Daño antijurídico Es aquel elemento esencial de la responsabilidad del Estado y lesión 
qué el administrado no se encuentra en la obligación de soportar. 
Perjuicio inmaterial Es el detrimento, lesión, vulneración o menoscabo del bien 
jurídicamente tutelado de la persona.  
Reparación integral Resarcimiento indemnizatorio de las consecuencias del daño. 
Privación injusta de 
la libertad 
Captura, privación de la libertad intramural o domiciliaria y 
procesamiento penal ilegal con resultado favorable.  
Fuente: Jorge Tami Contreras – Fabio Steeven Carvajal Basto. Julio de 2017. 
 
 
Operacionalización de variables 
VARIABLE: El Daño 
Dimensiones Indicadores 
- Clases  - Material. 
- Inmaterial. 
- Alcance - Elemento fundamental de la responsabilidad del Estado. 
Fuente: Jorge Tami Contreras – Fabio Steeven Carvajal Basto. Julio de 2017. 
 
 
VARIABLE: Daño antijurídico 
Dimensiones Indicadores 
- Condiciones - Personal. 
- Cierto.  
- Indemnizable.  
Fuente: Jorge Tami Contreras – Fabio Steeven Carvajal Basto. Julio de 2017. 
 
VARIABLE: Perjuicio inmaterial 
Dimensiones Indicadores 
- Tipología - Daño moral. 
- Daño a la salud. 
- Daño a los bienes constitucionalmente amparados. 
Fuente: Jorge Tami Contreras – Fabio Steeven Carvajal Basto. Julio de 2017. 
 
 
VARIABLE: Reparación integral 
Dimensiones Indicadores 
- Alcance - Definición  
- Desarrollo 
- Aplicación  









- Intensidad  
- Intramural.  
- Domiciliaria.  
 
- Tiempo de reclusión.  
- Consecuencias. 









Tipo de investigación 
 
Se expone con enfoque socio jurídico toda vez que con la Constitución de 1991 y 
promulgación de la ley de administración de justicia se sentó el hecho de que recae sobre los 
jueces la interpretación de la ley para satisfacer las necesidades de la sociedad, entendido 
ello como la solución en la aplicación de la norma como protección del derecho 
constitucional, sin embargo dicha aplicación de la norma ha sido regresiva toda vez que 
constituye el ordenamiento interno a partir del régimen constitucional y convencional el 
contenido del principio de reparación integral, pues para este caso, será considerado así en 
virtud a cada uno de los perjuicios instituidos dentro de las categorías de indemnizables 
patrimonialmente siempre y cuando se pruebe el daño antijurídico, es por que ello qué ¿los 
avances jurisprudenciales comportan el verdadero alcance y contenido de la reparación 
integral en Colombia?. 
 
Por consiguiente, se pretende con la presente propuesta de investigación analizar la 
interpretación normativa y posterior aplicación, los alcances jurídicos de lo que constituye 
una reparación integral dentro del ordenamiento jurídico colombiano, es decir, el régimen 
constitucional y convencional. 
 
Así mismo, es necesario el enfoque descriptivo, del cual se desprende el conocimiento 
y estudio de cada uno de los contenidos de los principios de reparación integral, equidad, 
igualdad, garantismo, responsabilidad patrimonial y daño antijurídico como el compacto de 
la responsabilidad civil extracontractual del Estado. 
 
Es por ello, que en virtud de la doctrina imperante, fundamentos normativos 
Constitucionales y Convencionales, fundamentos jurisprudenciales internos se propone 
desarrollar y ahondar en el proceso de aplicación y cumplimiento del principio constitucional 
de la reparación integral en la responsabilidad administrativa del Estado en los casos de 
privación injusta de la libertad. 
 
 
Población y muestra 
 
Por ser un proyecto de tipo descriptivo documental no cuenta con una población específica 




Análisis de información 
 
 
Guía de análisis documental de textos jurídicos  
 
 
Guía Nº 1. Teoría de los Derechos Fundamentales. Robert Alexy, (1993) 
 
TEXTO ANÁLISIS 
“Reconocer a otro 
individuo como libre e 
igual implica 
reconocerlo como 
autónomo, lo cual a su 
vez implica reconocerlo 
como persona. 
Reconocerlo como 
persona es atribuirle 
dignidad, lo cual 
significa reconocer sus 
derechos humanos.” 
Ello es implícitamente reflejado en el objetivo principal del 
sistema político y jurídico del Estado Social de Derecho, en donde 
se promueve la protección irrestricta de los derechos 
fundamentales de los ciudadanos, no obstante, también es cierto 
que algunos derechos fundamentales, mandatos legales, 
optimizaciones constitucionales y/o reglas cederán ante la 
vulneración grave y de expresa vulneración de bienes 
jurídicamente tutelados, es decir, que aún cuando la administración 
publica en ejercicio legitimo de sus funciones publicas cause un 
daño antijurídico que vulnere el principio de igualdad e irrumpa el 
equilibrio de las cargas públicas, la dignidad humana no será 
omitida y por consiguiente se pretenderá su indemnidad siempre y 
cuando fuese posible.  
  
 
Guía Nº 2. Del daño moral al daño extrapatrimonial. La superación del pretitum doloris. 
Marcelo Barrientos Zamorano. (2008). 
 
TEXTO ANÁLISIS 
“(…) quiere compensar, dando a la 
víctima una posible satisfacción que 
ponga a su alcance otros medios, otras 
satisfacciones que atenúen la pérdida 
sentida y que importan algo que el 
Derecho no puede desconocer nunca, 
cual es, que un bien extrapatrimonial 
que ha sido conculcado debe ser 
indemnizado.” 
Dentro del contexto expuesto, se logra apreciar la 
valoración y categorización del daño inmaterial, que 
por si mismo configura un perjuicio personalísimo e 
imposible de ser medido, sin embargo este al 
comprometer la esfera de la integridad personal de 
la víctima, deberá ser reparado bajo los criterios mas 
adecuados para ello, siendo pertinente la 
compensación bien sea pecuniaria o alternativa de 
los medios de satisfacción que logren mitigar la 





Guía Nº 3.  Essai sur les condition de la responsabilite en droit public et privé. En La 




“… el daño es un hecho; es toda 
afrenta a la integridad de una cosa, de 
una persona, de una actividad o de una 
situación; el perjuicio lo constituye el 
conjunto de elementos que aparecen 
como las diversas consecuencias que 
se derivan del daño para la victima del 
mismo. Mientras el daño es un hecho 
que se constata, el perjuicio es, al 
contrario, una noción subjetiva 
apreciada en relación con una persona 
determinada” 
Corresponde a la diferenciación entre las 
implicaciones materiales y procesales que con lleva 
consigo el daño dentro del ámbito de la definición, 
pues identifica el daño como aquel menoscabo que 
es causado por la acción u omisión de los agentes del 
Estado en ejercicio de la prestación de servicios 
públicos constituyendo así un elemento material en 
el tema de responsabilidad patrimonial del Estado, y 
por el otro lado, la consecuencia denominada 
perjuicio que hace referencia a los efectos del daño 
que es procesalmente el criterio materia de 








“que el titular del patrimonio 
considerado no tiene el deber jurídico 
de soportarlo, aunque el agente que lo 
ocasione obre el mismo con toda 
licitud.” 
El tratadista en referencia mediante el proyecto de 
ley desarrollada en su obra, corresponde al más 
novedoso e importante avance en materia de 
responsabilidad de daños causados por el Estado, 
siendo el osado tratadista quien instituyo en la 
Constitución de España la responsabilidad 
administrativa del Estado bajo un régimen 
principalmente objetivo, el cual se basa en la 
estructuración e imputación del daño antijurídico al 
Estado, como aquel lesión al bien jurídicamente 
tutelado de especial protección, que además el 
administrado en sociedad no se encuentra en la 
obligación de soportar dicha irrogación, pues 
corresponde a la vulneración del principio de 




Guía Nº 5. Responsabilidad extracontractual del Estado. Enrique Gil Botero. (2013). 
 
TEXTO ANÁLISIS 
“la lesión de los sentimientos, 
situaciones dolorosas, menoscabo o 
deterioro de la integridad afectiva o 
espiritual dentro de determinados 
límites que no rallen en lo patológico.” 
A la luz del deber de reparación patrimonial del 
Estado con ocasión a los daños antijurídicos 
causados por la acción u omisión de sus agentes, es 
también pertinente la clasificación y valoración de 
los perjuicios susceptibles de reparación con la 
materialización del daño antijurídico, pues el daño 
material al ser tangible y medible mediante criterios 
objetivos y científicos será simple su reparación e 
indemnidad, sin embargo, referente a los daños 
materiales será pertinente su configuración bajo los 
elementos del daño a fin de proteger los principios 
de reparación integral, equidad y el arbitrio juris. 
Esto a fin de obtener una reparación bajo los criterios 
mas adecuados para ello.  
 
 




“la Constitución política en varias de 
sus disposiciones reconoce que la 
libertad en su triple condición de valor, 
principio y derecho debe ser protegida 
y respetada tanto por los poderes 
públicos como por cualquier 
individuo.” 
A la luz de la Constitución Política de 1991 se 
promulgaron derechos de carácter fundamental y de 
expresa protección por expreso mandado 
constitucional, los cuales son identificados y 
categorizados en la misma norma superior, razón por 
la cual, en el caso objeto de estudio como lo es la 
reparación del perjuicio inmaterial en la privación 
injusta de la libertad, es pertinente e ineludible la 
apreciación  del carácter fundamental de derecho del 
que goza la libertad, como el principal bien 
jurídicamente tutelado lesionado con la equivoca 
administración de justicia, al corresponde a un 





Guía Nº 7. La reparación integral objetivo de la responsabilidad del Estado colombiano por 
la violación de derechos humanos y su tendencia en los procesos de reparación directa. 
Débora Guerra Moreno. (2016). 
 
TEXTO ANÁLISIS 
 “De esta norma se desprende que 
existe un régimen específico de 
derecho administrativo en virtud 
del cual: a) La responsabilidad del 
Estado es directa, por lo cual se 
desvanece la exigencia de requerir 
primero al servidor público y, sólo 
subsidiariamente al Estado; b) El 
Estado responde por el daño 
antijurídico no por la conducta 
dolosa o culposa de sus agentes y, 
c) En el caso de resultar 
condenado el Estado debe repetir 
contra sus servidores.” 
 
 “Así, una vez constatada la 
presencia de estos tres elementos, 
se está en presencia de una 
responsabilidad civil, la cual 
genera el deber de indemnizar los 
perjuicios por parte del agente 
generador del daño (quien fue el 
que actuó con culpa o dolo) a la 
víctima del mismo.” 
 
 “Teniendo claridad de la 
existencia del daño, se debe 
completar el proceso de 
imputación para lo cual se 
establecen varios pasos: i) 
Determinar la causa inmediata del 
daño (causa material o física), ii) 
atribuir esa causa material, ii) 
establecer cuál es el hecho dañino; 
iii) atribuir ese hecho dañino 
 Corresponde a las conclusiones efectuadas del 
estudio, aplicación y desarrollo del principio 
constitucional efectuado con la promulgación de 
la Constitución Política de Colombia consagrada 
expresamente en el artículo 90 superior, donde 
claramente se superaron los avances y 
disyuntivas generadas con anterioridad, luego la 
responsabilidad del Estado por daños causados, 
no versaría respecto del objeto de la conducta 
del víctimario, sino de su resultado a la luz de 
los principios de igualdad, justicia, reparación 




 Señala la interpretación al momento de aplicar el 
concepto del daño antijurídico como causa de la 
lesión padecida, bien sea por la acción u omisión 
de los agentes del Estado; pues su declaratoria 
de responsabilidad no dependerá de si mismo 
sino también de la concurrencia de requisitos 
como la imputación fáctica y jurídica que lo 
acredite como reparable.  
 
 
 Es pertinente tener claridad que el núcleo o 
fundamento principal de la responsabilidad del 
Estado es la configuración del daño antijurídico 
que irrumpe el equilibrio de las cargas publicas, 
sin embargo, para que ese daño sea 
indemnizable; es decir, el daño antijurídico con 
su sola materialización no se basta por si mismo, 
también deberá ser imputable al Estado, dicho de 
otro modo, este deberá tener una causación 
fáctica y jurídica respecto de la prestación de 
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(aquel a quien le es atribuible 
jurídicamente el daño); iv) atribuir 
ese hecho dañino (a quien se 
demanda, a quien se le realiza la 
imputación) y v) completado el 
proceso de imputación el 
demandado puede exonerarse 
estableciendo que existió una 
causa extraña.” 
 
 “El concepto de reparación en 
Colombia se afianza en el Estado 
Social de Derecho, en los 
principios de la dignidad humana, 
en el ejercicio efectivo de los 
derechos humanos y en la 
materialización del derecho a 
obtener una compensación justa 
frente a las consecuencias 
derivadas de conductas 
constitutivas de daño.” 











 La reparación patrimonial del Estado recobra 
gran importancia con la comparación del sistema 
aplicado en España, con ciertas variaciones 
respecto el titulo de imputación prescrito para su 
declaratoria, sin embargo, en Colombia reviste 
más allá de un título de imputación para su 
prosperidad, implica la apreciación, 
interpretación y aplicación del sistema jurídico 
político establecida por la Asamblea 
Constituyente de 1991, en donde se promulgó la 
Constitución Política bajo el sistema del Estado 
Social de Derecho, resaltando así la igualdad y la 
necesidad irrestricta de reparación de los daños 
causados a los ciudadanos por parte del Estado.  
 
 
Guía Nº 8. El Daño Análisis comparativo de la responsabilidad Extracontractual del Estado 
en Derecho Colombiano y Francés. Juan Carlos Henao, (1998). 
 
TEXTO ANÁLISIS 
 “si una persona no ha sido dañada 
no tiene porque ser favorecida con 
una condena que correspondería 
sino que iría a enriquecerla sin justa 
causa. El daño es la cusa de la 
reparación y la reparación es la 
finalidad ultima de la 
responsabilidad civil.” 
 
 Como es claro, el elemento principal e intrínseco 
de la responsabilidad patrimonial del Estado es 
el daño, razón por la cual nadie podrá ser sujeto 
de reparación, indemnización, compensación o 







 “En efecto, en algunos eventos no 
se declarará la responsabilidad, a 
pesar de haber existido daño. Es lo 
que ocurre en dos hipótesis: el daño 
existe pero no se puede atribuir al 
demandado, como cuando aparece 
demostrada una de las causales 
exonerativas; o el daño existe y es 
imputable, pero el imputado no 
tiene el deber de repararlos, porque 
no es un daño antijurídico y debe 
ser soportado por quien lo sufre.” 
 
 “No se busca entonces que se quede 
materialmente indemne, sino que se 
tenga el dinero u otro bien que 
permita hacer mas llevadera la pena 
y sufrir en las mejores condiciones 
posibles la alteración emocional 
producida, y permitir así que  cese o 
se aminore el daño ocasionado.” 
 
 “es mejor la pena con pan que sin 
pan.” 
 
 “El daño es, entonces, el primer 
elemento de la responsabilidad, y 
de no estar presente torna inoficioso 
el estudio de la misma, por mas que 
exista un falla del servicio. La 
razón de ser de esta lógica es 
simple: si una persona no ha sido 
dañada no tiene porque ser 
favorecida con una condena que no 
correspondería sino que iría a 
enriquecerla sin justa causa. El 
daño es la causa de la reparación y 
la reparación es la finalidad ultima 
de la responsabilidad civil. 
Estudiarlo en primer termino es dar 
 
 Como se mencionó anteriormente, aún cuando el 
daño sea el elemento intrínseco de la 
responsabilidad, su sola materialización por si 
misma corresponderá a un deber y declaratoria 
de responsabilidad, por el contrario, este deberá 
ser atribuible e imputable fáctica y jurídicamente 
al Estado, para así generar el deber proscrito en 





 Corresponde a interpretaciones y tesis a favor de 
la compensación como mecanismo de reparación 
de perjuicios que no podrán ser dejados 
indemnes, respecto de la complejidad para medir 
su grado de lesión, como ocurre en los perjuicios 
inmateriales, los cuales bajo principios de 
reparación integral, equidad y arbitrio juris se 
pretenderá buscar tan siquiera el estado más 
cercano anterior a la vulneración del bien 
jurídicamente tutelado.  
 
 Afirmaciones y conclusiones a favor de la 
compensación pecuniaria.  
 
 En complemento de lo mencionada inicialmente, 
el daño antijurídico será el elemento ineludible 
del deber de responsabilidad patrimonial del 












prevalencia a lo esencial en la 
figura de la responsabilidad.” 
 
 “el Consejo de Estado ha tenido 
oportunidad de señalar que el daño 
para que pueda ser reparado debe 
ser cierto, esto es, no un daño 
genérico o hipotético sino uno 
especifico, cierto: el que sufre una 
persona determinada en su 
patrimonio”. 
 
 “A partir de la distinción que ha 
justificado la tipología del perjuicio 
por la que se ha optado, se deben 
estudiar ahora los perjuicios que no 
tienen una naturaleza económica, 
en el sentido de que, por definición, 
no se les puede medir en dinero.” 
 
 “la reparación del daño debe dejar 
indemne a la persona, esto es, como 
si el daño no hubiere ocurrido, o, al 
menos, en la situación más próxima 
a la que existía antes de su suceso, 
(…) “se debe indemnizar el daño, 







 Adicionalmente a la necesidad de imputación 
fáctica y jurídica del daño antijurídico, también 
es cierto que el daño por si solo deberá revestir 
elementos para ser considerado así, pues será 
también pertinente la consagración de criterios 
objetivos y subjetivos, pues no se podrá 
pretender la reparación de un daño del cual se 
cree producirá una lesión a la igualdad de las 
cargas públicas. 
 
 Es pertinente aclarar que respecto de los 
perjuicios distintos a los materiales, los cuales 
no podrán ser medidos y/o valorados mediante 
criterios objetivos o científicos que sean 
asertivos en su cometido, y aún cuando no 
puedan ser medidos en dinero se pretenderá su 
reparación pecuniaria como el mecanismo por 
excelencia para el cumplimiento del objetivo de 
la reparación.  
 
 Señala el objetivo principal e indiscutible de la 
responsabilidad civil, que para el caso en 
concreto correspondería a la responsabilidad 
patrimonial del Estado, la cual, siempre y 
cuando sea posible deberá buscar y aplicar 
medidas de reparación alternativas para 
conseguir la indemnidad total del daño causado, 
a fin de restaurar tanto su materialización como 
sus efectos, de no ser posible ha dispuesto la 
doctrina y la jurisprudencia la compensación 
como el mecanismo idóneo para ello, o tan 
siquiera el que más se acerca en la búsqueda de 






Guía Nº 9. Tratado teórico práctico de la responsabilidad civil delictual. Hermanos Mazeaud, 
Luis Alzala Zamora y Henry Castillo . (1997). 
 
TEXTO ANÁLISIS 
“la culpa debe ser mantenida 
como requisito y fundamento 
de la responsabilidad civil. Tal 
es el principio: no hay 
responsabilidad civil sin una 
culpa” 
Hace referencia a los contradictores de la aplicación bien sea 
del daño antijurídico como elemento principal de la 
responsabilidad y/o la imputación del mismo bajo títulos de 
imputación ajenos a la culpa, es decir, si el daño no fuese 
causado con culpa o dolo por parte del agente del Estado, 
este deberá ser soportado por el administrado, aún cuando 
quebrante el equilibrio de las cargas públicas.  
 
 
Guía Nº 10. Reparar en Colombia: los dilemas en contextos de conflicto, pobreza y exclusión.  
.Rodrigo Uprimny, Catalina Díaz Gómez y Nelsón Sánchez. (2009). 
 
TEXTO ANÁLISIS 
“La razón es que la idea de devolver a las 
víctimas a la situación anterior a la ocurrencia 
de la violación de derechos humanos parece 
apropiada en sociedades que eran democráticas 
y relativamente igualitarias antes de la guerra o 
la dictadura, y cuyas víctimas no formaban 
parte de los sectores más excluidos de la 
sociedad antes de las atrocidades, tal y como 
pudo ocurrir en cierta medida en Chile y 
Uruguay. De hecho, en esos contextos, la 
devolución de las víctimas a la situación 
anterior a la violación implica el 
restablecimiento de sus derechos y de su 
condición de ciudadanas incluidas en la 
comunidad política.” 
Plantea las imposibilidades e inconvenientes 
que surgen con la aplicación de medidas de 
reparación de daños restaurativas en 
consonancia con aquellas promulgadas por 
el sistema internacional de protección de 
derechos humanos, cuya imposibilidad no se 
esboza por falta de fundamentos de 
derechos, sino por la falta de preparación 
social, política y jurídica que enfrenta 
Colombia, aún cuando recae todo sus 
sistema de protección bajo la organización 
político jurídica del Estado Social de 
Derecho y protección de los derechos 




Guía Nº 11. El arbitrio judicial. Alejandro Nieto, (2001). 
 
TEXTO ANÁLISIS 
“El arbitrio es un criterio de la 
toma de decisión. El juez adopta 
sus resoluciones siguiendo o bien 
Ello quiere decir, que aunque el arbitrio judicial 
compone un ámbito ampliamente subjetivo del juez y 
este es fundamental al momento de la aplicación del 
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un criterio de legalidad o bien un 
criterio de su propio arbitrio o bien 
– como es lo más frecuente- 
combinando ambos de tal manera 
que la decisión es fijada con su 
arbitrio dentro de las posibilidades 
que le ofrece la legalidad.” 
principio de la reparación integral, no quiere decir que la 
valoración del nivel de irrogación y la posterior tasación 
de compensación del perjuicio inmaterial rondará 
únicamente el criterio subjetivo, sino que este se verá 
comprometido y complementado con los lineamientos 
doctrinales, jurídicos y jurisprudenciales como ocurre en 








“Del carácter humano del daño. La reconducción de la 
teorización del daño, a la que se ha hecho alusión 
previamente bajo la dimensión humanista que ha 
alcanzo su contenido, especialmente para nuestro caso, 
dado el fundamento de la dignidad humana, como el 
objetivo prima facie de la realización política del Estado 
(Art. 1 de la C.P.), aspecto que ya había ocupado a la 
doctrina italiana en el pasado, y que dentro del derecho 
comparado no admite discusión obliga a considerar al 
ser humano, no solo a su patrimonio, sino en su entidad 
biológica e inmaterial, como el bien cardinal y, por 
ende, susceptible de cualquier deterioro y con ello, de 
perjuicio.” 
Señala la doctrina la necesidad de 
apreciación no solo del daño en su 
ámbito material, sino además será 
pertinente su apreciación a la 
integridad de la víctima, pues con la 
protección de los derechos de 
carácter fundamental con especial 
protección, pues con la 
promulgación del sistema político 
jurídico del Estado Social de 
Derecho, en donde será sine qua 
non la protección de la dignidad, 




Guía Nº 13. La responsabilidad Extracontractual de la administración pública. Ramiro 
Saavedra Becerra. (2011). 
 
TEXTO ANÁLISIS 
 “Antes de la Revolución, podría 
decirse que al igual de lo que 
ocurría en Inglaterra, la sola idea 
de una responsabilidad del Estado 
pugnaba en Francia con la 
concepción de la soberanía real la 
 Hace referencia a los primeros avances 
históricos a la responsabilidad civil, la cual en 
sus inicios ni siquiera esta sujeta a ser 
considerada como un medio de administración 
política y pública, pues el existir sistemas 
monárquicos en los cuales la democracia, 
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cual se llegó a identificar con el 
Estado mismo en la celebre 
proclama atribuida al “Rey Sol” 
Luis XIV: “El Estado Soy yo.” 
 
 “Como estos procesos se 
consideraban de carácter civil, en 
la medida en que se fue abriendo 
paso a la idea de que las victimas 
de daños por actuaciones estatales 
tenían derecho a ser compensadas, 
la tendencia obvia fue desde un 
principio aplicar el Código Civil y 
sus normas en materia de 
responsabilidad por culpa, 
considerando al Estado como una 
especia de persona jurídica.” 
 
 “En sentido estricto la 
responsabilidad patrimonial del 
Estado y en particular de la 
Administración abarca todas las 
situaciones en las que se producen 
daños y perjuicios derivados del 
ejercicio de potestades publicas 
encaminadas directamente al 
sacrificio de situaciones jurídicas 




 “Pero es claro que la eficacia no se 
alcanza con la mera efectividad 
jurídica a través de la aplicación 
concreta de las normas y 
reglamentos, sino que engloba 
necesariamente la eficiencia en la 
realización material del interés 
general.” 
 
igualdad y derechos de los ciudadanos no era 
sujeto de apreciación, sino únicamente el 
mandato soberano.  
 
 
 Inicialmente en el desarrollo del sistema de 
reparación del Estado, se planteó los supuestos 
realizados por el derecho privado, así como 
ocurrió en Colombia en la Constitución de 
1886, en donde los artículos 2341, 2346 y 2349 
del Código Civil fueron el fundamentos de las 
primeras declaratorias de responsabilidad del 
Estado por los daños causados, en primera 
medida por la Corte Suprema de Justicia y 




 Ahora bien, la inclusión del daño antijurídico 
como el elemento principal e intrínseco de la 
responsabilidad patrimonial del Estado, aduce 
en sentido estricto la necesidad de optimizar la 
prestación de servicios públicos por parte de la 
administración, y es de allí la buena 
administración la que desprende de sí, la 
necesidad y deber de control y prevención de 
los daños causados a los administrados, pues el 
deber de reparación no solo reviste el simple 
ejercicio de compensación sino además de 
control en el ejercicio de la prestación de 
servicios públicos.  
 Adicionalmente los aspectos de control y 
prevención, además de pretender preservar el 
patrimonio nacional a fin de poder materializar 
los demás objetivos del Estado, también matiza 
ello el deber de optimización y mejoría en la 
prestación de servicios públicos en donde no 
solo se vean valorados quienes hayan sido 
dañados, sino el bien general sin tener la previa 
necesidad de compensar debido al daño 
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 “Las leyes naturales formuladas 
por las ciencias de la naturaleza 
deben ser adaptadas a los hechos; 
por el contrario, son los hechos de 
acción y de abstención del hombre 
los que deben ser adaptados a las 
normas jurídicas que la ciencia del 
derecho trata de descubrir.” 
 
 “El carácter personal del daño. En 
un principio, para la doctrina y la 
jurisprudencia francesas una 
persona sufría personalmente un 
perjuicio cuando había sido 
afectada por la violación de un 
derecho o de una situación 
jurídicamente protegida, radicado 
en su cabeza, sin embargo, es muy 
frecuente que el perjuicio afecte no 
solamente a la víctima inmediata 
sino también a otras personas.” 
 
 “Los daños no patrimoniales. Se 
llaman aquí no patrimoniales, a 
aquellos que afectan elementos o 
intereses de difícil estimación 
pecuniaria porque su contenido 
queda al margen de lo económico 
lo que implica que no puedan ser 
reparados sino de manera 
convencional a titulo de 
compensación sustitutiva pero no 
equivalente. Para algunos 
tratadistas, es preferible la 
denominación francesa de “daños 
inmateriales”. Llámense 
inmateriales o extrapatrimoniales, 
estos perjuicios constituyen con 
mucha frecuencia atentados a la 
integridad corporal.” 
causado.  
 Las leyes naturales corresponden a la necesidad 
de implementar y/o adecuar los ordenamientos 
jurídicos sin desafiar aquellos aspectos no 





 Así como el daño antijurídico es un elemento 
ineludible en el proceso de declaratoria de 
responsabilidad, también es cierto que el daño 
deberá por si mismo como elemento individual 
requisitos personales y ciertos, pues no será 
considerado un daño hipotético y que no haya 
sido padecido por la víctima, dicho de otro 
modo, la víctima deberá acreditar tanto la 
concurrencia del daño como sus efectos nocivos 
y la efectiva fragilidad respecto del bien 
jurídicamente tutelado sujeto de vulneración.  
 
 
 El daño además goza de tipologías, dentro del 
cual se estima además del daño pecuniario el 
cual irroga o disminuye el patrimonio, también 
existe aquel daño afecta la integridad personal 
del ser, el cual genera un sin numero de 
opiniones encontradas que acreditan la 
imposibilidad de su reparación integral, o que 
aún cuando se pretenda bajo todos los criterios 
jurídicos y filosóficos su verdadera 
restauración, será imposible conseguir su 
efectiva indemnidad, y por el contrario 
corresponderá a un mecanismo tan siquiera 
cercano al estado anterior a la ocurrencia del 
daño extrapatrimonial.  
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Guía Nº 14. De la responsabilidad civil: Las presunciones de responsabilidad y su defensa. 
Javier Tamayo Jaramillo. (1989). 
 
TEXTO ANÁLISIS 
 “Circunstancias psicológicas, 
económicas o externas de 
cualquier índole, no tienen 
influencia para efectos de la 
responsabilidad civil. Probado el 
vínculo causal entre agente y 
daño, se produce la 
responsabilidad; simplemente, 
se procura equilibrar los 
patrimonios de víctima y agente 
responsable.” 
 
 “Un perjuicio es antijurídico 
cuando no se tiene el deber 
jurídico de soportarlo, y no se 
tiene el deber jurídico de 
soportar el daño cuando este es 
antijurídico.” 
 Hace alusión al régimen de responsabilidad 
directa, en la cual la responsabilidad se predicará 
únicamente en contra del responsable bajo el 
régimen de responsabilidad que determina la 
responsabilidad de los padres sobre lo causado por 
sus hijos, pues no importarán las razones que haya 
tenido en cuenta el agente para ello, y por 
consiguiente solo será necesario la materialización 
del daño antijurídico imputable al Estado, dentro 
del cual se predique el deber de responsabilidad 
patrimonial.  
 
 Define y/o conceptualiza el objetivo principal del 
daño antijurídico, el cual no dependerá del 
supuesto de la conducta de quien lo realiza, pues el 
daño será antijurídico sin importar que haya sido 
cometido con culpa o sin culpa, sea legitimo o 
ilegitimo, siempre y cuando sus consecuencias con 
lleven al desequilibrio de las cargas publicas.  
 
 
Guía de análisis normativo 
 











Nombre CONSTITUCION POLITICA DE COLOMBIA 1991. 
Normas Derogadas  Si    No X Fecha: 04 de julio de 1991.  
Preámbulo.   
Contenido Textual de la norma 
El Pueblo de Colombia: en ejercicio de su poder soberano, representado por 
sus delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la protección 
de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus 
integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el 
conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático y 
participativo que garantice un orden político, económico y social justo, y 
comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana, 











CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Por medio de la cual se vislumbran los principios y deberes principales del Estado a partir del expreso mandato 
Constitucional, de donde se desprenden todas aquellas congruencias normativas y jurisprudenciales, es decir, 
que desde el mismo preámbulo se puede observar la guarda especial de la justicia, la verdad y la igualdad de 
todos los ciudadanos ante la administración en el debido ejercicio y goce de la prestación de los servicios 
públicos inherentes de la administración pública.  
Artículo 1 
Contenido Textual de la norma 
Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y 
pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 
 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Corresponde a un mandato Constitucional general pero que específicamente tiene estrecha relación con el 
respaldo otorgado a la responsabilidad patrimonial del Estado con ocasión a los daños antijurídicos causados a 
sus administrados, en donde promulga la especial protección y cumplimiento de la dignidad humana, 




Contenido Textual de la norma 
Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; 
facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la 
integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 
 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Corresponde a la obligación inherente del Estado concerniente en la buena administración de todos sus 
recursos, económicos, territoriales, patrimoniales, sociales y familiares, encontrándose estos últimos en total 
desempeño y/o optimización en la protección de los derechos fundamentales de cada uno de los ciudadanos y el 
bien común que permita establecer una organización política, jurídica, social y económica justa y amena para 








Contenido Textual de la norma 
Se garantiza el derecho a la honra. La ley señalará la forma de su protección. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Tanto la Constitución Política como las normas acordes a ella, ofrecen y garantizan la protección de los 
derechos fundamentales de los administrados, los cuales, so pretexto del mandato legal o judicial no podrán ser 
dañados en su patrimonio material e inmaterial, luego la organización político jurídica predicada con la Carta 
de 1991 prevé dicha situación, al proteger especialmente aquellos haberes fundamentales de los administrados 
en respeto de la igualdad, reparación y el bien general. 
Artículo 28  
Contenido Textual de la norma 
Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión 
o arresto, ni detenido, ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de 
autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por motivo previamente definido 
en la ley.  
La persona detenida preventivamente será puesta a disposición del juez competente dentro de 
las treinta y seis horas siguientes, para que éste adopte la decisión correspondiente en el término 
que establezca la ley. 
En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni penas y medidas de 
seguridad imprescriptibles. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Es el derecho fundamental por expreso mandato constitucional, que por defecto con el ejercicio de la 
administración de justicia en el la jurisdicción penal es más lesionado, vulnerado, socavado y alterado por la 
prestación del servicio público de justicia, además como se menciona en diferentes pronunciamientos 
doctrinales y jurisprudenciales es un derecho fundamental que reviste un carácter aun mas completo y 
complejo, pues con su lesión o menoscabo se vulneran mas derechos del mismo ahínco, pues cualquier 
ciudadano al encontrarse privado de la libertad injustamente se ve afectado en sus esferas económicas, sociales, 
familiares, profesionales, laborales y todas aquellas que impliquen el goce la libertad para poderlas 
desempeñar.   
 
Artículo 29.   
Contenido Textual de la norma 
El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez 
o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.  





preferencia a la restrictiva o desfavorable.  
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. 
Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, 
o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin 
dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a 
impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. 
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
En el caso objeto de estudio, es pertinente la consagración, prevención, atención, protección y materialización 
de este derecho fundamental, que además es un principio del derecho sustancial y procesal, pues todas las 
actuaciones en el desarrollo de la administración de justicia deberán estar investidas del respeto hacía el debido 
proceso, bien sea por el Juez en su deber de dirección del mismo y administración de justicia como de los 
extremos de la Litis; a fin de salvaguardas más derechos del mismo carácter.   
 
Artículo 42.   
Contenido Textual de la norma 
La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o 
jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la 
voluntad responsable de conformarla. 
El Estado y la sociedad garantizan la protección integral de la familia. La ley podrá determinar 
el patrimonio familiar inalienable e inembargable. La honra, la dignidad y la intimidad de la 
familia son inviolables.  
Las relaciones familiares se basan en la igualdad de derechos y deberes de la pareja y en el 
respeto recíproco entre todos sus integrantes. Cualquier forma de violencia en la familia se 
considera destructiva de su armonía y unidad, y será sancionada conforme a la ley.  
Los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él, adoptados o procreados naturalmente o con 
asistencia científica, tienen iguales derechos y deberes. La ley reglamentará la progenitura 
responsable. 
La pareja tiene derecho a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos, y deberá 
sostenerlos y educarlos mientras sean menores o impedidos. 
Las formas del matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los deberes y derechos de los 
cónyuges, su separación y la disolución del vínculo, se rigen por la ley civil.  
Los matrimonios religiosos tendrán efectos civiles en los términos que establezca la ley. 
Los efectos civiles de todo matrimonio cesarán por divorcio con arreglo a la ley civil. 
También tendrán efectos civiles las sentencias de nulidad de los matrimonios religiosos dictadas 
por las autoridades de la respectiva religión, en los términos que establezca la ley.  









CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
El presente fundamento constitucional obedece inicialmente al principio jurídico consistente en la importancia 
de la familia como núcleo de la sociedad, que aplicado en el daño antijurídico causado por la administración de 
justicia privando injustamente de la libertad a un ciudadano, afecta gravemente el núcleo familiar desde muchos 
ámbitos, como: económicos, laborales, profesionales, emocionales y todos aquellos que se logren subsumir 
dentro del libre desarrollo de la personalidad de cada persona en sociedad, al verse directamente afectada su 
familia como institución social y jurídica.  
Artículo 90.   
Contenido Textual de la norma 
El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 
causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.  
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que 
haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél 
deberá repetir contra éste. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Es el fundamento normativa más importante en el presente trabajo de investigación, pues plasma el sistema de 
responsabilidad patrimonial del Estado que fue integrado con la Constitución Política actual, en donde no solo 
destaca su expreso mandato y respaldo constitucional sino además, la consagración del “daño antijurídico” 
como elemento principal e ineludible en el proceso de declaratoria de la responsabilidad del Estado. 
 
Que además invoca consigo la implementación irrestricta y el deber fundamental de la buena prestación de los 
servicios públicos en su sentido estricto, que ocupa en el presente objeto de estudio, la administración de 
justicia que aún cuando haya sido legitima su puesta en marcha, solo será necesario demostrar que dicho actuar 
del Estado que aunque apegado a derecho, causó un daño a un ciudadano que no se encontraba en la obligación 
de soportar.  
 
Artículo 93.   
Contenido Textual de la norma 
Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los 
derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el 
orden interno. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
En el caso objeto de estudio, es pertinente la consagración, prevención, atención, protección y materialización 
de este derecho fundamental, que además es un principio del derecho sustancial y procesal, pues todas las 
actuaciones en el desarrollo de la administración de justicia deberán estar investidas del respeto hacía el debido 
proceso, bien sea por el Juez en su deber de dirección del mismo y administración de justicia como de los 










Artículo 113.   
Contenido Textual de la norma 
Son Ramas del Poder Público, la legislativa, la ejecutiva, y la judicial.  
Además de los órganos que las integran existen otros, autónomos e independientes, para el 
cumplimiento de las demás funciones del Estado. Los diferentes órganos del Estado tienen 
funciones separadas pero colaboran armónicamente para la realización de sus fines. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
A fin de establecer la imputabilidad del daño antijurídico de la privación injusta de la libertad, es pertinente 
tener claro la conformación del poder público y por ende su desarrollo, legitimidad e importancia, pues como es 
bien sabido, la administración de justicia se encuentra en cabeza del Estado mediante una de las ramas del 
poder publico, es decir, la rama judicial que investida de jurisdicción dispone resolver todos aquellos conflictos 
que en el caso en concreto, encierren aquellas conductas penales tipificadas en los códigos de dicha 
especialidad, en aras de no solo efectuar su función inherente como Estado, sino además, prevenir la 
proliferación y/o desorden social que perjudique el bien general, dicho de otro modo, se encuentra encargada de 
preservar el bien general a fin de tener a la sociedad en capacidad de goce y optimización de los demás 
derechos, con fundamento en la exigencia y ejecución del ordenamiento jurídico.  
 
Artículo 116.   
Contenido Textual de la norma 
La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, el Consejo 
Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, los Tribunales y los Jueces, 
administran Justicia. También lo hace la Justicia Penal Militar. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Cómo se mencionó anteriormente, la administración de justicia recae en cabeza del Estado quien investido de 
jurisdicción efectúa aquel deber de este, el cual es matizado y llevado a cabo de las Cortes de enfoque judicial 
en sus respectivas organizaciones jerárquicas.  
 
Artículo 209.   
Contenido Textual de la norma 
La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con 
fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, 
imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración 
de funciones. 
Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento 
de los fines del Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, tendrá un control 









CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Cómo se ha observado en las conclusiones e interpretaciones de los fundamentos constitucionales referenciados 
con antelación, los mandatos constitucionales versan siempre en aras de satisfacer todos aquellos intereses 
permitidos por la ley, siempre y cuando ese beneficio sea en destinación del bien general en el desarrollo y deber 
del Estado consistente en la buena prestación de los servicios públicos.  
Texto 
legal 
   Ley   270 Año expedición 1996 Expedido por Senado de la Republica. 
Nombre 
Ley Estatutaria de la Administración de Justicia.  
 
Normas Derogadas  Si    No X  Fecha: 07 marzo de 1996.  
Artículo 65.   
Contenido Textual de la norma 
El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 
causados por la acción o la omisión de sus agentes judiciales. 
En los términos del inciso anterior el Estado responderá por el defectuoso funcionamiento de la 
administración de justicia, por el error jurisdiccional y por la privación injusta de la libertad. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Señala y complementa los mandatos constitucionales concernientes en la administración de justicia y la 
responsabilidad del Estado con ocasión a los daños antijurídicos causados en el defectuoso e incluso buen 
ejercicio del acceso y administración de la justicia, concluyendo en el deber que tendrá el Estado de reparar 
aquellos daños antijurídicos causados, siempre y cuando le sean imputables bajo el ejercicio de su función 
inherente de administración de justicia.  
 
Artículo 66.   
Contenido Textual de la norma 
Error jurisdiccional. Es aquel cometido por una autoridad investida de facultad jurisdiccional, en 
su carácter de tal, en el curso de un proceso, materializado a través de una providencia contraria a 
la ley. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Refiere todos aquellos daños que con la administración de justicia, no obstante, ello no quiere decir que es igual a 
todos los daños causados por el Estado en su función jurisdiccional, pues en este caso comprende únicamente el 
actuar defectuoso de los Jueces de la Republica quienes en sus providencias judiciales, atenten contra la 










Artículo 67.   
Contenido Textual de la norma 
El error jurisdiccional se sujetará a los siguientes presupuestos: 
1. El afectado deberá haber interpuesto los recursos de ley en los eventos previstos en el artículo 
70, excepto en los casos de privación de la libertad del imputado cuando ésta se produzca en 
virtud de una providencia judicial. 
2. La providencia contentiva de error deberá estar en firme. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Comprende aquellos requisitos previos para acudir a la justicia para solicitar la reparación patrimonial de los 
daños antijurídicos causados con la misma administración de justicia, no obstante, estos requisitos comprenden 
que tanto el Juez como los extremos de las Litis deberán respetar irrestrictamente el debido proceso a fin de no 
sacrificar principios de la administración de justicia.  
Artículo 68.   
Contenido Textual de la norma 
Quien haya sido privado injustamente de la libertad podrá demandar al Estado reparación de 
perjuicios. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Señala la reglamentación inicial y/o fundamento jurídico relacionado con el artículo 90 de la Constitución 
Política, en donde directamente constituye el deber de responsabilidad patrimonial del Estado con ocasión del 
daño antijurídico que lesiona directamente el bien jurídicamente tutelado de la libertad personal del ciudadano, 
cuyo deber recaerá al Estado con la decisión judicial favorable a la libertad de la víctima directa.  
 
Artículo 69.   
Contenido Textual de la norma 
Fuera de los casos previstos en los artículos 66 y 68 de esta ley, quien haya sufrido un daño 
antijurídico, a consecuencia de la función jurisdiccional tendrá derecho a obtener la consiguiente 
reparación. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Aunado lo anterior, no solo el hecho de existir una privación injusta de la libertad, es decir, una detención 
intramural o cualquier tipo de medida cautelar que vulnere el bien jurídicamente tutelado de la libertad, podrá 
acudir a la justicia a fin de que le sean reparados los daños antijurídicos causados con el ejercicio jurisdiccional 








Guía Nº 4. Por la cual se adoptan como legislación permanente algunas normas del Decreto 
2651 de 1991, se modifican algunas del Código de Procedimiento Civil, se derogan otras de 
la Ley 23 de 1991 y del Decreto 2279 de 1989, se modifican y expiden normas del Código 
Contencioso Administrativo y se dictan otras disposiciones sobre descongestión, eficiencia y 




Decreto 2700 Año expedición 1991 Expedido por Senado de la Republica. 
Nombre Por medio del cual se expide el Código de Procedimiento Penal.  
Normas Derogadas  Si X  No   Fecha: 30 de noviembre de 1991.  
Artículo 414.   
Contenido Textual de la norma 
Indemnización por privación injusta de la libertad. Quien haya sido privado injustamente de 
la libertad podrá demandar al Estado indemnización de perjuicios. Quien haya sido exonerado 
por sentencia absolutoria definitiva o su equivalente porque el hecho no existió, el sindicado 
no lo cometió, o la conducta no constituía hecho punible, tendrá derecho a ser indemnizado 
por la detención preventiva que le hubiere sido impuesta siempre que no haya causado la 
misma por dolo o culpa grave.  
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Norma que hace alusión a los casos de la primera etapa denominada como restrictiva por el Consejo de Estado, 
en los casos de imputación de la responsabilidad patrimonial del Estado por casos de privación injusta de la 
libertad, la cual consistió en su declaratoria únicamente si ocurriera una sentencia judicial absolutoria por los 
tres casos planteados en el fundamento normativo, no obstante, junto con lo anterior debía ocurrir un estudio 
previo de apreciación de buen derecho de la medida que impusiera la privación de la libertad, es decir, aún no 
ocurría la importancia del daño antijurídico como elemento fundamental, de aquel que la víctima no se 
encuentra en la obligación de soportar.  
Texto 
legal 
    Ley 446 Año expedición 1998 Expedido por Senado de la Republica. 
Nombre 
Por la cual se adoptan como legislación permanente algunas normas del Decreto 
2651 de 1991, se modifican algunas del Código de Procedimiento Civil, se derogan 
otras de la Ley 23 de 1991 y del Decreto 2279 de 1989, se modifican y expiden 
normas del Código Contencioso Administrativo y se dictan otras disposiciones sobre 
descongestión, eficiencia y acceso a la justicia. 
Normas Derogadas  Si   No X  Fecha: 07 de julio de 1998.  
Artículo 16.   
Contenido Textual de la norma 
Valoración de daños. Dentro de cualquier proceso que se surta ante la Administración de 
Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de 










CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
En relación directa con los fundamentos constitucionales referenciados con antelación, especialmente lo 
predicado en el artículo 90, deberá siempre promoverse por parte de la justicia ordinaria el respeto por los 
principios de la reparación integral y la equidad en caso de pretenderse la reparación del daño antijurídico, 






  Ley 57 Año expedición 1887. Expedido por 
Senado de la 
Republica. 
Nombre Por medio de la cual se incorpora el Código Civil. 
Normas Derogadas  Si   No X  Fecha: -- de -- de 1887.  
Artículo.   1570. 
Contenido Textual de la norma 
El deudor puede hacer el pago a cualquiera de 
los acreedores solidarios que elija, a menos que 
haya sido demandado por uno de ellos, pues 
entonces deberá hacer el pago al demandante.  
La condonación de la deuda, la compensación, la 
novación que intervenga entre el deudor y uno 
cualquiera de los acreedores solidarios, extingue 
la deuda con respecto a los otros, de la misma 
manera que el pago lo haría; con tal que uno de 
estos no haya demandado ya al deudor. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
El presente fundamento jurídico hace referencia a la medida de reparación por excelencia del principio 
Constitucional de responsabilidad patrimonial del Estado consagrado en el artículo 90 de la Constitución 
Política, luego la medida usada principalmente es la búsqueda de la indemnidad de la lesión del daño 
antijurídico mediante una indemnización justa que sea intercambiada por el daño padecido, puesto que en 
materia de reparación de daños materiales es la medida mas pertinente y protectora del principio de la 
reparación integral, sin embargo, su propósito inicialmente es la reparación del daño inmaterial el cual 
difícilmente podrá considerarse como indemne con cualquier tipo de medida utilizada, es allí donde el 
intercambio de una indemnización o compensación al daño, permite no solo acercarse lo más posible a la 
indemnidad del daño padecido, sino además, facilitar o hacer mas llevaderos los efectos del daño antijurídico.  
 









La renuncia expresa o tácita de la solidaridad de una pensión periódica se limita a los pagos 
devengados, y sólo se extiende a los futuros cuando el acreedor lo expresa. 
 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Señala las reglas de la responsabilidad civil en materia de reparación de daños, en donde se buscará el objetivo 
principal de indemnidad del mismo, teniendo plena certeza de evitar tanto el enriquecimiento sin causa como el 




Contenido Textual de la norma 
Si el acreedor condona la deuda a cualquiera de los deudores solidarios, no podrá después 
ejercer la acción que se le concede por el artículo 1561, sino con rebaja de la cuota que 
correspondía al primero en la deuda. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Señala un complemento esencial de la compensación como medida de reparación principal del sistema de 
reparación patrimonial del Estado, siempre y cuando le sea imputable el daño antijurídico como causa del 




Contenido Textual de la norma 
El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la 
indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o el delito 
cometido. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Hace alusión a los primeros fundamentos tomados para el desarrollo de la responsabilidad civil, la cual en 
primera medida fue percibida de forma restrictiva y bajo el fundamento de responsabilidad subjetiva, en donde 
además la responsabilidad civil o sus beneficiarios fueron preferenciales, con alusión su fundamento en el 




Contenido Textual de la norma 
Puede pedir esta indemnización no sólo el que es dueño o poseedor de la cosa sobre la cual ha 
recaído el daño o su heredero, sino el usufructuario, el habitador, o el usuario, si el daño irroga 
perjuicio a su derecho de usufructo, habitación o uso. Puede también pedirla, en otros casos, el 











CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Refiere uno de los alcances de la compensación del daño antijurídico, con estrecha relación del principio 
fundamental de la reparación integral, pues en protección de dicho principio el derecho de reparación 
patrimonial en conjunto con el asentamiento del precedente judicial del Consejo de Estado, la persecución en 
búsqueda de la indemnidad del daño tiene alcance hasta su núcleo familiar mas cercano, y todos aquellos que lo 




Contenido Textual de la norma 
Toda persona es responsable, no sólo de sus propias acciones para el efecto de indemnizar el 
daño sino del hecho de aquellos que estuvieren a su cuidado. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Corresponde a uno de los principales avances en materia de responsabilidad civil y responsabilidad patrimonial 
del Estado, como ocurre en el sistema Colombiano, en donde se sobrepasó la premisa de responsabilidad 
indirecta a una responsabilidad directa con esencia fundamental en el daño antijurídico, pues no importará 
quien sea el ejecutante del daño pues el responsable será siempre el Estado, siempre y cuando el mismo se le 




Contenido Textual de la norma 
Los amos responderán del daño causado por sus criados o sirvientes, con ocasión de servicio 
prestado por éstos a aquéllos; pero no responderán si se probare o apareciere que en tal ocasión 
los criados o sirvientes se han comportado de un modo impropio, que los amos no tenían medio 
de prever o impedir empleando el cuidado ordinario y la autoridad competente; en este caso 
recaerá toda responsabilidad del daño sobre dichos criados o sirvientes. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Destaca dentro del ámbito privado uno de los principales avances para la consolidación de la responsabilidad 
directa, puesto en referencia a la responsabilidad del Estado, destaca el fundamento constitucional que será 





Contenido Textual de la norma 
Las acciones para la reparación del daño proveniente de delito o culpa que puedan ejercitarse contra 
los que sean punibles por el delito o la culpa, se prescriben dentro de los términos señalados en el 
Código Penal para la prescripción de la pena principal.  





Guía Nº 6. Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación a las victimas 
del conflicto armado interno. 2011. 
 
 
conforme a las disposiciones de este capítulo, prescriben en tres años contados desde la 
perpetración del acto. 
 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Hace alusión a la prescripción del derecho de acceso a la búsqueda bien sea de justicia y seguridad jurídica 
como de acceder a la administración de justicia en búsqueda de una indemnización y/o reparación integral de 
los daños antijurídicos causados, so pena de operación del fenómeno de la prescripción por medio del cual se 




  Ley 1448 
Año 
expedición 




Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las 
víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones. 
Normas Derogadas  Si   No X  Fecha: 10 de junio de 2011 
Artículo.   8.  
Contenido Textual de la norma 
Entiéndase por justicia transicional los diferentes 
procesos y mecanismos judiciales o 
extrajudiciales asociados con los intentos de la 
sociedad por garantizar que los responsables de 
las violaciones contempladas en el artículo 3º de 
la presente Ley, rindan cuentas de sus actos, se 
satisfagan los derechos a la justicia, la verdad y 
la reparación integral a las víctimas, se lleven a 
cabo las reformas institucionales necesarias para 
la no repetición de los hechos y la 
desarticulación de las estructuras armadas 
ilegales, con el fin último de lograr la 




CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Junto con la promulgación del expreso respaldo constitucional a la responsabilidad patrimonial del Estado, en 
el artículo 93 de la Constitución Política de 1991, también se respaldo el respeto e injerencia del derecho 
internacional en el ordenamiento jurídico interno siempre y cuando tenga estrecha relación y encuentren los 






ordenamiento internacional es imperante e insistente en la especial protección de los derechos fundamentales, 
con cierto ímpetu tanto de prevención, no repetición e indemnidad de los mismos. Asumiendo así medidas 




Contenido Textual de la norma 
El Estado reconoce que todo individuo que sea considerado víctima en los términos en la presente 
ley, tiene derecho a la verdad, justicia, reparación y a que las violaciones de que trata el artículo 3º 
de la presente ley, no se vuelvan a repetir, con independencia de quién sea el responsable de los 
delitos. 
Las medidas de atención, asistencia y reparación adoptadas por el Estado, tendrán la finalidad de 
contribuir a que las víctimas sobrelleven su sufrimiento y, en la medida de lo posible, al 
restablecimiento de los derechos que les han sido vulnerados. Estas medidas se entenderán como 
herramientas transicionales para responder y superar las violaciones contempladas en el artículo 3° 
de la presente Ley. 
Por lo tanto, las medidas de atención, asistencia y reparación contenidas en la presente ley, así 
como todas aquellas que han sido o que serán implementadas por el Estado con el objetivo de 
reconocer los derechos de las víctimas a la verdad, justicia y reparación, no implican 
reconocimiento ni podrán presumirse o interpretarse como reconocimiento de la responsabilidad del 
Estado, derivada del daño antijurídico imputable a este en los términos del artículo 90 de la 
Constitución Nacional, como tampoco ningún otro tipo de responsabilidad para el Estado o sus 
agentes. 
El hecho que el Estado reconozca la calidad de víctima en los términos de la presente ley, no podrá 
ser tenido en cuenta por ninguna autoridad judicial o disciplinaria como prueba de la 
responsabilidad del Estado o de sus agentes. Tal reconocimiento no revivirá los términos de 
caducidad de la acción de reparación directa. 
En el marco de la justicia transicional las autoridades judiciales y administrativas competentes 
deberán ajustar sus actuaciones al objetivo primordial de conseguir la reconciliación y la paz 
duradera y estable. Para estos efectos se deberá tener en cuenta la sostenibilidad fiscal, la magnitud 
de las consecuencias de las violaciones de que trata el artículo 3° de la presente Ley, y la naturaleza 
de las mismas. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Como consecuencia de lo anterior y ante la latente y residual violación de los derechos fundamentales, invoca 
el derecho internacional medidas especiales de reparación integral que van más allá de la compensación 
indemnizatoria del daño, luego, en ciertos casos no será garante y se tendrá que recurrir a las medidas 
especiales en la presente ley, que avocan las necesidad primigenias de restauración de la sociedad afectada 





Guía Nº 7. Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de 
grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la 






   Ley 975 
Año 
expedición 
2005 Expedido por Congreso la Republica. 
Nombre 
Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos 
armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la 
consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos 
humanitarios. 






X  Fecha: 25 de julio de 2005. 
Artículo.   8.  
Contenido Textual de la norma 
Derecho a la reparación. El derecho de las 
víctimas a la reparación comprende las acciones 
que propendan por la restitución, indemnización, 
rehabilitación, satisfacción; y las garantías de no 
repetición de las conductas. 
Restitución es la realización de las acciones que 
propendan por regresar a la víctima a la situación 
anterior a la comisión del delito. 
La indemnización consiste en compensar los 
perjuicios causados por el delito. 
La rehabilitación consiste en realizar las 
acciones tendientes a la recuperación de las 
víctimas que sufren traumas físicos y 
psicológicos como consecuencia del delito. 
La satisfacción o compensación moral consiste 
en realizar las acciones tendientes a restablecer 
la dignidad de la víctima y difundir la verdad 
sobre lo sucedido. 
Las garantías de no repetición comprenden, entre 
otras, la desmovilización y el desmantelamiento 
de los grupos armados al margen de la ley. 
Se entiende por reparación simbólica toda 
prestación realizada a favor de las víctimas o de 
la comunidad en general que tienda a asegurar la 
preservación de la memoria histórica, la no 
repetición de los hechos victimizantes, la 
aceptación pública de los hechos, el perdón 





Guía de análisis jurisprudencial. 
 
Guía Nº 1. Caso “La Masacre de Mapiripán” vs Colombia. 2005. 
 
las víctimas. 
La reparación colectiva debe orientarse a la 
reconstrucción sico-social de las poblaciones 
afectadas por la violencia. Este mecanismo se 
prevé de manera especial para las comunidades 
afectadas por la ocurrencia de hechos de 
violencia sistemática. 
Las autoridades judiciales competentes fijarán 
las reparaciones individuales, colectivas o 




CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Señala tácitamente y explica en que consisten los medios especiales de reparación de los daños y/o afectaciones 
de los bienes jurídicamente tutelados de carácter fundamental y de especial protección, subsumidos en el caso 
en concreto de todas aquellas violaciones de derechos realizadas por los grupos paramilitares dentro del tramite 













Responsabilidad internacinal del Estado Colombiano por la masacre en Mapiripán por la 
violación de derechos reconocidos en la Convencion Americana por grupos paramilitares con 
apoyo de las fuerzas armadas, además de la falta de investigación y sanción de los responsables 





     SI 
Comunidades afectadas con el 
conflicto interno por parte de 
los grupos paramilitares. 
 Instancia  
Corte Interamericana de 
Derechos Humanos.  
Hechos 
relevantes 
en el caso 
- Los hechos del presente caso se iniciaron el 12 de julio de 
1997 cuando un centenar de miembros de las Autodefensas 
Unidas de Colombia (AUC) aterrizaron en el aeropuerto de 
San José de Guaviare en vuelos irregulares y fueron 
recogidos por miembros del Ejército sin exigirles ningún 










transporte de los paramilitares hasta la localidad de 
Mapiripán.  
- El 15 de julio de 1997, más de cien hombres armados 
rodearon Mapiripán por vía terrestre y fluvial. Al llegar a 
Mapiripán, los paramilitares tomaron control del pueblo, 
comunicaciones y oficinas públicas, y procedieron a 
intimidar a sus habitantes. Un grupo fue torturado y 
asesinado.  
- La fuerza pública llegó a Mapiripán el 22 de julio de 
1997, después de concluida la masacre y con posterioridad 
a la llegada de los medios de comunicación, cuando los 
paramilitares ya habían destruido gran parte de la evidencia 
física. A pesar de los recursos interpuestos, no se realizaron 
mayores investigaciones ni se sancionaron a los 
responsables.  
 
testimoniales, y el 
indicio de mala fe de 
falta de recolección de 
pruebas in situ por 













y sanción de 
los 
responsables 
de la masacre 
de Mapiripán, 
además de la 
reparación 







(i) Requerir al Estado que 
adopte todas las medidas que 
sean necesarias para dar 
efecto y pronto acatamiento a 
los puntos pendientes de 
cumplimiento que fueron 
ordenados por el Tribunal en 
la Sentencia sobre fondo, 
reparaciones y costas de 15 
de septiembre de 2005, de 
conformidad con lo 
estipulado en el artículo 68.1 
de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. 
(ii) Solicitar al Estado que 
presente a la Corte 
Interamericana, a más tardar 
el 22 de febrero de 2013, un 
informe en el cual indique 
todas las medidas adoptadas 
para cumplir con las 
reparaciones ordenadas por 
esta Corte que se encuentran 
pendientes de acatamiento. 
(iii) Requerir a los 
representantes de algunas de 
las víctimas y a la Comisión 
Interamericana de Derechos 
Humanos que presenten 
Ordenes 
explícitas 































observaciones al informe del 
Estado mencionado en el 
punto resolutivo anterior, en 
el plazo de un mes, contado a 
partir de la recepción del 
informe y sus anexos. 
(iv) Continuar supervisando 
los puntos pendientes de 
cumplimiento de la Sentencia 
sobre fondo, reparaciones y 
costas de 15 de septiembre de 
2005. 
(v) Solicitar a la Secretaría 
que notifique la presente 
Resolución al Estado, a la 
Comisión Interamericana y a 
los representantes de las 













Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 
Impulso investigaciones penales 












Artículo 93 Constitución Política de Colombia, 
artículos 1, 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, artículos 1, 2, 6 
y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir 
la Tortura.  
Ratio decidendi 
En relación con la obligatoriedad de la 
protección de derechos fundamentales por 
los Estados miembros además de aquellos 
que ratifican la implementación de 
acuerdos de protección especial, como 
sucede en Colombia en el artículo 93 C.P., 
prevé la Corte la necesidad de aplicación 
de los instrumentos vivos establecidos por 
las Convenciones de protección y junto 
con el cumulo de pruebas recaudadas y los 
indicios graves, declarar tanto la 
protección y reparación de los derechos 
vulnerados, también declarar la 
responsabilidad Internacional del Estado a 
las garantías de reparación integral, 
reparación simbólica y garantías de no 
repetición.  
  






Guía Nº 2. Sentencia Reparación Directa 7.130. 1992.  
 
El presente caso no solo involucra la vulneración de derechos fundamentales de especial protección, sino 
además, los casos concretos sujetos de reparación suscritos en las leyes 1448 de 2011 y ley 975 de 2005, en 
donde se busca al igual que en al presente sentencia la protección, prevención y garantías de no repetición, es 
decir, la búsqueda y aplicación de medidas de reparación no pecuniarias que permitan la búsqueda de la 














Daños causados a un particular como consecuencia del incedio del bien inmueble 
en donde se encontraba arrendado la Contraloría Departamental de Nariño, razón 
por la cual los daños padecidos por los bienes inmuebles vecinos no se encuentran 
en la obligación de soportar aquel daño de carácter antijurídico, en donde no será 
pertinente mediar la culpa.  
Problema jurídico 
Declarar la responsabilidad del Estado con ocasión al incendio producido en las 
instalaciones en donde funcionaba la Contraloría Departamental de Nariño, el cual 
produjo daños materiales a los bienes inmuebles vecinos.  
Sujeto de especial 
Protección 
     NO 
Sentencia 1ª 
Instancia 
Sentencia 2ª Instancia: X Revisión 
Hechos relevantes en el 
caso 
El día 30 de septiembre de 1988, aproximadamente a las 
seis y media de la noche, se presentó un incendio en el 
inmueble ocupado por la Contraloría General del 
Departamento, que lo destruyó totalmente y parcialmente la 
casa de habitación de la demandante. 
 
"Las autoridades de Policía, al mando del Subteniente 
Oscar Fernando Contreras Romero, Jefe de Vigilancia del 
Departamento de Policía, se hizo presente en el lugar de los 
hechos, en compañía del Sargento José Vicente Guerrero 
Martínez y encontró tratando de sofocar el fuego, al señor 
HECTOR JOSE DE LA CRUZ PUCHANA, Jefe de la 
Sección de Archivo e Información de la Contraloría 
Departamental de Nariño, GERARDO AREVALO 
BENAVIDEZ, y a BLANCO CETULIO BENAVIDES 
ARCOS, en estado de embriaguez, según el informe por 
ellos rendidos, con fecha septiembre 30 de 1988." ...se 
retuvo a las tres personas anteriormente citadas por cuanto 
se les notó encontrarse en estado de embriaguez y que 
habían permanecido libando desde horas antes del incendio 










documentales de la 



















Solicitud de declaratoria de 
responsabilidad administrativa y 
patrimonial del Estado por la falla en el 
servicio en la destinación de la 
edificación en donde ocurrió el incendio y 
daños colindantes.  
Decisión 
Declarar no probadas las excepciones 
propuestas por la parte demandada. 
(Contraloría Departamental de Nariño). 
 
Declarar administrativa responsable a la 
Nación – Contraloría Departamental de 
Nariño por los daños antijurídicos causados 
a la víctima.  
Ordenes explícitas 




       NINGUNA 
Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











Artículo 90 de la Constitución Política 
de Colombia.  
Ratio decidendi 
En aplicación del daño antijurídico como 
elemento esencial del deber de responsabilidad 
patrimonial del Estado consignado en el artículo 
90 de la Constitución Política, pues en el proceso 
de imputación ya no versará la culpa o el dolo 
como aquel requisito previo para su declaratoria 
de responsabilidad, por el contrario, bastará que 
el daño sufrido por la víctima irrumpa el 
equilibrio de las cargas públicas.  
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Hace alusión principalmente al progreso en materia de responsabilidad administrativa y patrimonial del Estado, 
en donde fue declarada responsable administrativa y patrimonialmente a la Nación por los incendios originados 
en las instalaciones de la Contraloría Departamental de Nariño que causó daños al bien inmueble en donde 
funcionaba el cual ocupaba en calidad de arrendado y aquelos bienes inmuebles colindantes, en consecuencia, 
la parte demandada no logró acreditar o probar las causales de eximentes de la responsabilidad, razón por la 
cual recayó el deber de reparación del daño material toda vez que en virtud a la responsabilidad directa u 
objetiva del Estado, bastó únicamente acreditar que el daño antijurídico padecido es aquel que la víctima no se 
encontraba en la obligación de soportar.  
 












Población campesina víctima del conflicto armado 
interno y de las ejecuciones extrajudiciales realizadas por 
los miembros de las fuerzas militares de Colombia, 
cuando miembros del Ejército Nacional ejecutaron a 
campesión como mecanismo de instauración del miedo, 
como consecuencia de las declaradas colaboraciones 
hechas a los grupos al margen de la ley.  
Problema jurídico 
i)Determinar la responsabilidad internacional del Estado Colombiano por las 
violaciones al Derecho Internacional Humanitario, ii) determinar la responsabilidad 
del Estado interna, y iii) la aplicación del principio de la reparación integral por 
violaciones al Derecho Internacional Humanitario y garves violaciones a los 
derechos fundamentales. 
Sujeto de especial 
Protección 







Hechos relevantes en el caso 
 
1. Mediante demanda presentada el cinco de agosto de 1998, Roberto Zuleta Arango, María 
Magdalena Zabala, Margarita, Rodrigo, Orlando, Aracelly y Joaquín Guillermo Zuleta 
Zabala, Celia Monsalve y María Graciela Cossio Jaramillo, quien actúa en nombre propio y 
en representación de sus hijos menores: Andrés, Carlos Adrián y Juan Felipe Cossio; María 
Oliva Calle Fernández, quien actúa en nombre propio y en representación de sus hijos 
menores: Omar Albeiro, Juan Carlos, Deisy Tatiana, Cristian de Jesús y Johan Daniel Calle 
Fernández; María Livia Carmona, Gudiela del Carmen, Orlando de Jesús, Rosangela y 
Óscar Ortiz Carmona, solicitaron por medio de apoderado judicial que se declarara 
patrimonialmente responsable a la Nación - Ministerio de Defensa - Ejército Nacional, de 
los daños ocasionados con motivo de la muerte de los señores Fabio Zuleta Zabala y Omar 
Ortiz Carmona, imputable a miembros del Ejército Nacional, en hechos que tuvieron 
ocurrencia el 22 de octubre de 1997, en el municipio de Ituango, Departamento de 
Antioquia. 
 
2. Como fundamento de sus pretensiones, los demandantes, narraron que el 22 de octubre de 
1997, a eso de las 6:30 de la noche aproximadamente, se hicieron presentes soldados del 
Ejército Nacional en la finca de los señores Fabio Zuleta y Omar Ortiz, los increparon, 
según adujeron, por ser colaboradores de la guerrilla; luego de conversar con ellos durante 
un lapso aproximado de 10 minutos, procedieron a darles muerte y, adicionalmente, 
amenazaron a los trabajadores para que guardaran silencio sobre lo acontecido. 
Los señores Fabio Zuleta Zabala y Omar Ortiz Carmona eran poseedores de un lote de 
terreno ubicado en el sector de Puguí, perteneciente al corregimiento de Puerto Valdivia, allí 
se dedicaban a labores agrícolas, por esa zona transitaban en ocasiones, grupos subversivos 
que pedían alimentos a los campesinos y también colaboración para transportar víveres. En 
el sector, además, patrullaba de manera permanente el Ejército Nacional. 
 
3. Miembros del batallón Girardot del Ejército Nacional, en varias oportunidades, habían 
visitado la finca de Fabio Zuleta, solicitando colaboración para transportar mercado y 






























Los actores solicitaron que 
se condenara a la 
demandada al pago de 
perjuicios inmateriales, en la 
modalidad de daño moral, a 
1.000 gramos de oro para 
cada uno de los 
demandantes. Igualmente, 
que se reconociera por 
concepto de daños 
materiales, en las 
modalidades de daño 
emergente y lucro cesante, 
en favor de la compañera 
permanente e hijos del señor 
Fabio Zuleta, la suma 
mínima de $ 48.600.000 y, 
para la familia del señor 
Omar Ortiz Carmona, la 
cantidad mínima de $ 
74.100.000, que debía 
dividirse en un 50% para la 
esposa y el otro 50% para 
los hijos  
 
Decisión 
 Declarar administrativa y patrimonialmente responsable a la 
Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional por la 
violación del Derecho Internacional 
Humanitario,configurando así la responsabilidad 
internacional del Estado Colombiano.  
 
Como consecuencia de la anterior declaración, ordenar a la 
Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional reparar 
integralmente los daños antijurídicos causados, generados a 
partir de las ejecuciones extrajudiciales de las víctimas.  
 
Desarrollar y aplicar siempre y cuando fuere posible a cada 
caso en concreto, las medidas de reparación integral 
consistentes en las medidas de reparación especiales, en 








       NINGUNA 
Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











Ley 446 de 1998.  
Constitución Política artículos 2, 11, 
29, 90, 93.  
Convención Americana de Derechos 
Humanos.  
Pacto de San José de Costa Rica.  
Ratio decidendi 
Aduce la Sección Tercera del Consejo de Estado, 
que si bien es cierto la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos declaró la responsabilidad 
del Estado parte, es decir, de Colombia y por 
consiguiente ordena la reparación integral de los 
daños padecidos bajo los medidas especiales de 
reparación a fin de obtener la indemnidad del 
daño antijurídico, ello será posible siempre y 
cuanto las circunstancias que rodeen el caso en 
concreto así lo permiten, además de manifestar 
que la reparación integral como principio general 





Guía Nº 4. Sentencia Reparación Directa 21.861. 2012. 
 
contrario, dependerá de la aplicación del arbitrio 
judicial y la equidad a fin de no solo proteger el 
derecho a las victimas sino también el interés 
general de acuerdo a las consecuencias de los 
impactos fiscales.  
 
Concluyendo entonces, que de no ser posible la 
indemnidad del daño inmaterial se procederá a 
compensar a las victimas en respeto de la 
reparación integral, arbitrio judicial y equidad, 
junto con las medidas y/o garantías de no 
repetición que sean necesarias. 
  
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Menciona la Sección Tercera del Consejo de Estado que aún cuando el derecho internacional aborda las 
medidas de reparación especiales, estas deberán ser aplicadas con exacta precisión de cada caso en concreto, las 
cuales deberán versar de acuerdo al cumplimiento del objetivo principal de la responsabilidad del Estado junto 
con las posibilidades que permitan proteger la reparación del daño antijurídico y la protección del interés 
general que permita mitigar el impacto fiscal que ello acarrea, luego el cumplimiento de dicho objetivo se 















Deficiente atención asistencial de salud, consistente en falta de diagnostico, error 
en el diagnostico y como consecuencia, la perdida de organos totales.  
Problema jurídico 
Declarar la responsabilidad administrativa y patrimonial de la parte demandada 
como consecuencia de la deficiente prestación del servicio médico, por concepto de 
violaciones a derechos fundamentales y la necesidad de implicación de medidas de 
reparación restaurativas. 
Sujeto de especial 
Protección 
     NO  





Hechos relevantes en el caso 
 
La víctima directa asiste al medico al manifestar múltiples dolores, fiebres y secreciones en 
el aparto reproductor femenino; la cual manifiesta que corresponde a infecciones por el 









Posteriormente, se determinó que varios médicos erraron en su diagnostico hasta lograr 
determinarlo ante un medico particular quien descubrió la gravedad del asunto, ordenando 
la cirugía de suma urgencia por alto riesgo de muerte de la víctima, quien gestionó la cirugía 








La reparación de perjuicios 
materiales en gastos médicos 
y reparación de perjuicios 
inmateriales en su modalidad 




Ordena indemnizar el daño moral mediante compensación 
pecuniaría.  
 
Así mismo, ordena la reparación integral en la modalidad 
de medidas de reparación restaurativa, ordenando a la 
parte declarada responsable la atención medica 
especializada a fin de tratar la patología y las 
consecuencias generadas con el daño antijurídico, las 
cuales deberán permanecer hasta el deceso de la víctima.  
 
Orden a la Procuraduría General de la Nación verificar el 
incumplimiento de las funciones de los medicos de la 
institución condenada y posteriormente sancionar si fuere 
el caso.  
 
Orden al Tribunal Administrativo de Antioquia verificar, 
acompañar y exigir el cumplimiento irrestricto de las 

















Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 
Impulso investigaciones penales 
Orden de vigilancia y cumplimiento al Tribunal 





Orden de vigilancia, investigación y sanción a los 





Constitución Política de Colombia, 
artículos 1, 2, 11, 16, 13, 42, 49.  
Ley 446 de 1998.  
Ley 270 de 1996. 
Ratio decidendi 
Aún cuando se determinó la responsabilidad 
medica por las fallas del servicio en la prestación 
del servicio de salud, lo que incumbe es la 
aplicación de medidas de reparación restaurativa 
en aplicación de los principios de la reparación 
integral, equidad y arbitrio judicial.  
  
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 





Guía Nº 5. Sentencia Reparación Directa. 21.928. 2012. 
 
equidad y el arbitrio judicial concluyendo que aplicar las ciencias exactas al derecho configuraría un excesivo 
rigorismo procesal que más allá de proteger los derechos fundamentales estaría actuando en sentido contrario 












Solicitud de declaratoria de responsabilidad patrimonial de la Nación – 
Departamento Administrativo de Seguridad “DAS” con ocasión a las lesiones 
padecias por dos agentes, quienes fueron altamente lesionados al momento de 
efectuar un operativo de inteligencia y captura altamente despropocional.  
Problema jurídico 
Declarar la responsabilidad del Estado y aplicación del principio de la reparación 
integral, equidad, arbitrio judicial y sus diferencias con el principio de 
proporcionalidad propuesto por la Corte Constitucional al momento de la 
compensación de daños inmateriales en su modalidad de perjuicio moral.  
Sujeto de especial 
Protección 
     NO  
Sentencia 1ª 
Instancia 
Sentencia 2ª Instancia 
X 
Revisión 
Hechos relevantes en el caso 
 
En virtud al alto índice y crecimiento de los grupos paramilitares en el departamento de 
Antioquía, la Fiscalía de Antioquia con apoyo de la Fiscalía General de la Nación, quienes 
fueron enviados prácticamente a una misión suicida.   
 
Agentes del Departamento Administrativo de Seguridad “DAS” en operativos en el 
departamento de Antioquia fueron lesionados de gravedad, alterando grandemente tanto su 












Solicitan la indemnización de perjuicios 
materiales en su modalidad de lucro cesant 
determinados en moneda correiente legal.  
 
Indemnización de daños inmaterial en su 
modalidad de perjuicios morales y fisiolagicos 
denifidos en gramos oro y moneda corriente 
legal.  
Decisión 
 Declarar la responsabilidad 
administrativa y patrimonial de la Nación 
– Departamento Administrativo de 
Seguridad “DAS” y en consecuencia, 
condenados a pagar a la parte 
demandante, la indemnización de 
perjucios inamteriales en su modalidades 












Guía Nº 6. Sentencia Reparación Directa. 25.022. 2013. 
 
Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











Constitución Política de Colombia.  
Ley 446 de 1998.  
Ley 270 de 1196. 
Ratio decidendi 
Además de determinar la responsabilidad 
patrimonial del Estado por la falla del servicio y 
la desproporcionalidad del servicio como agente 
del Departamento Administrativo de Seguridad 
“DAS”, sino por el contrario, la aplicación del 
principio de proporcionalidad desarrollado por la 
Corte Constitucional aplicado a la reparación 
integral del perjuicio de daño moral al momento 
de realizar su respectiva liquidación y/o tasación 
es claramente contrario a derecho, pues no se 
trata de sopesar o buscar la mayor optimización 
de principios de la misma categoría, luego este 
depende de formulas actuariales o aplicación de 
ciencias exactas que al ser comparado con los 
perjuicios inmateriales los cuales son 
personalísimos e imposibles de medir con 
criterios objetivo, en vez de pretender una 
reparación integral, por el contrario estaría 
atentando la identidad de la reparación del daño 
antijurídico.  
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
 
En el presente asunto, cabe resaltar de suma importancia la diferenciación que radica el Consejo de Estado con 
la tesis de la Corte Constitucional, que refiere al principio de proporcionalidad como aplicable para la 
liquidación y tasación de perjuicios de índole material, no obstante, el máximo tribunal de lo Contencioso 
Administrativo expone claramente sus diferencias y por qué no es recomendable y contrario a derecho su 
implementación, puesto que de ser así, un excesivo rigorismo legal estaría violentado derechos de carácter 
fundamental, como el acceso a la administración de justicia, reparación integral y la propio organización 














Corresponde a un caso de privación injusta de la libertad en aplicación de los 
preceptos legales establecidos en el Decreto 2700 de 1991 y el artículo 414, 
por el cual se expidió el antiguo Código Penal.  
Problema jurídico 
Declaratoria de responsabilidad patrimonial del Estado como consecuencia de la 
privación injusta de la libertad de las víctimas directas, las cuales fueron absueltas 
en el trámite judicial penal, aún cuando su captura fuere acorde a derecho conforme 
lo establecía en su momento, el Decreto 2700 de 1991; además del establecimiento 
del precedente judicial de la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, 
respecto de la liquidación y tasación del daño moral en casos como este, además de 









Sentencia 2ª Instancia 
X 
Revisión 
Hechos relevantes en el caso 
Las víctimas directas quienes se encontraban transitando cada 
uno en su respectivo vehículo de transporte público por ser 
conductores, fueron capturados por la Policía Nacional al ser 
relacionados con una banda que transitó por el mismo lugar, la 
cual llevaba una persona retenida en un vehículo de transporte 
público, además de las conductas aparentemente sospechosas 
de las víctimas directas.  
 
Posteriormente en el trámite judicial se logró acreditar que ante 
la conducta sospechosa el actuar de la Policía Nacional estuvo 
acorde al Decreto 2700 de 1991, no obstante bajo el mismo 
argumento se declaró la absolución de las víctimas directas 









La indemnización de 
perjuicios inmateriales 
solicitados en gramos oro, y la 
indemnización de los 
perjuicios materiales 
derivados del daño 
antijurídico, como lucro 
cesante consolidado y futuro, 
además de los daños 
emergentes como 
consecuencia de la privación 
injusta de la libertad. 
  
Decisión 
Declarar la unificación del 
precedente judicial de la 
Sección Tercera del Consejo 
de Estado, en materia de 
valoración de copias simples y 
la liquidación y tasación del 
perjuicio moral.  
 
Declarar la responsabilidad 
patrimonial de la Fsicalía 
General de la Nación, como 
consecuencia de lo anterior, 
indemnizar los perjuicios 
morales de acuerdo al tiempo 
en el que perduró la privación 
injusta de la libertad. 
Ordenes explícitas 








Guía Nº 7. Sentencia Reparación Directa. 18.106. 2009. 
 
Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











Constitución Política de Colombia.  
Ley 1564 de 2012 C.G.P. 
Ley 1437 de 2011 C.P.A.C.A. 
Ratio decidendi 
La Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo 
de Estado, estableció el precedente judicial 
referente a la liquidación y tasación del perjuicio 
moral en los casos de privación injusta de la 
libertad, dentro del cual será liquidado a partir de 
la intensidad del daño, es decir, a partir de la 
violación al derecho a la libertad, estableciendo 
montos mínimos y limites de acuerdo al factor 
tiempo, los cuales variarán de acuerdo a los 
niveles de cercanía con la víctima directa. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Para el presente trabajo de investigación, es sumamente importante y pertinente tener claridad de la decisión 
judicial que marca el precedente judicial referente a la tasación y liquidación del daño moral en los casos de 
privación injusta de la libertad, el cual es fijado mediante montos en salarios mínimos legales mensuales 
vigentes con límites máximos y mínimos, que son derivados a partir de la aplicación de los principios de 
reparación integral, equidad y arbitrio judicial, teniendo como factor diferenciador e inherente al tiempo en el 
cual se entiende que perduró la lesión del bien jurídicamente tutelado, es decir, a partir del tiempo en el cual la 
víctima directa se encontró privado de la libertad injustamente, bien sea en detención intramural o con 
















La muerte del subdirector de la carcel de Florencia Caqueta, de quien 
existieron indicios graves y contundentes además de las amenazas que existian 
en su contra, quien por su calidad de subdirector presentaba graves amenazas 
a su vida, las cuales fueron dejadas a merced de la delincuencia sin que la 
Policía Nacional hiciera alfo para evitarlo.  
Problema jurídico 
Declarar la responsabilidad patrimonial del Estado por la falla del servicio u omision 
en el deber de cuidado y prevencion de hechos terroristas cuando existieren 
comunicaciones expresas de amenazas o cuando aún siendo notable la deliciada 
84 
 












Hechos relevantes en el caso 
 En el año 1996 el señor Carlos Arturo 
Álvarez recibió múltiples amenazas y fue 
víctima de hechos claramente propios de 
atentados en contra de su vida, pues su casa 
fue incendiada y puesto a conocimiento de la 
Fiscalía General de la Nación.  
 
En el mismo año, sucedieron amenazas y 
hechos gravemente inductivos que la vida del 
señor Álvarez corría peligro, como las 
falsificaciones de su rubrica solicitando la 
renuncia como Subdirector de la cárcel so 
pena de atentar en contra de su vida.  
 
Que aún puesto todos los hechos anterior a 
disposición de la Fiscalía General de la 
Nación y la Policía Nacional, estos dejaron a 
mercede del actuar delictivo y terrorista la 
vida de la víctima sin tan siquiera intentar 
evitar el desenlace claramente inferido, que 









 Solicita la indemnización por concepto de 
daños materiales como lucro cesante, luego el 
señor Álvarez tenia personas a su cargo quien 
devengaba y sostenía su familia con lo 
percibido como Subdirector da la carcel de 
Florencia.  
 
La indemnización de perjuicios inmateriales 
en su modadidad de daño moral, tanto de las 
víctimas dentro de los primeros grandos de 
consanguinidad y terceros damnificados que 
acreditaron dicha condición. 
Decisión 
Ordenes explícitas 




Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 

















Constitución Política de Colombia.  
Ley 446 de 1998.  
Código de Procedimiento Civil.  
Ratio decidendi 
Al respecto, cabe destacar el análisis 
jurisprudencial desarrollado al caso en concreto 
de la responsabilidad de la Nación – Ministerio 
de Defensa – Policía Nacional por la muerte del 
señor Álvarez quien fuere el subdirector de la 
cárcel de Florencia (Caquetá), quien concluye, 
que corresponde al Estado prever y/o preservar 
la vida de todos sus ciudadanos, no obstante, 
cuando se trata de los daños cometidos por 
terceros, corresponderá al Estado brindar 
protección cuando el amenazado lo solicite o 
cuando existan graves amenazas o se puedan 
inferir sin lugar a interpretaciones aisladas, 
deberá prestar la protección correspondiente so 
pena de incurrir en una omisión de sus funciones 
constituyendo así, una falla del servicio por 
omisión. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Al tenor de lo anterior, existe un avance jurisprudencial en la presente providencia aislada de la declaración de 
responsabilidad patrimonial del Estado, como lo es la ampliación del principio a la reparación integral, en tal 
sentido, el Estado ordena indemnizar tanto a los hijos de la víctima directa junto con su cónyuge o compañera 
permanente, aún cuando esta última no aportó prueba documental idónea que permitiera establecer claramente 
dicha condición, así mismo se logró establecer que existían indicios serios que permitiera inferir que aún 
cuando acudió como tercera damnificada existieron lazos de confraternidad y compañía permanente para ser 

















Corresponde a una muerte de civil como consecuencia del actuar 
desproporcionado de las fuerza con armas de dotación oficial de la Nación – 
Ministerio de Defensa – Policía Nacional de Colombia. 
Problema jurídico 
Si el caso en concreto de la muerte de la civil con arma de dotación oficial de la 
Policía Nacional de Colombia, reune los requisitos para ser declarada la 
responsabilidad patrimonial del Estado conforme lo establece el artículo 90 de la 
Constitución Política de Colombia. 




     NO  
Instancia Instancia 
X 
Hechos relevantes en el caso 
 Los hechos constitutivos por el integrante de la Policía Nacional de 
Colombia quien desempeñaba las funciones de Cabo Segundo, quien 
con su arma de dotación oficial sirvió propinar la muerte instantánea 









Solicitan la indemnización de perjuicios materiales 
e inmateriales, en su modalidad de lucro cesante y 
daños morales como consecuencia de la muerte de 
quien fuere hija y hermana de los demandantes. 
Decisión 
No accede a las 
pretensiones de 
la demanda, por 












Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 













Aduce el Despacho que si bien es cierto con la 
Constitución de 1991 se pretendió bajo el Estado 
Social de Derecho predicado, la responsabilidad 
patrimonial del Estado como consecuencia de los 
daños antijurídicos causados por sus agentes por 
la acción u omisión de sus funciones.  
 
Aunado a lo anterior, destacó que la regla 
general contiene elementos y requisitos 
inherentes para poderse predicar la reparación de 
los daños antijurídicos, en donde deberá 
concurrir como elemento principal aquel daño 
que la persona no encuentra obligado a soportar, 
junto con los elementos de imputación fáctica y 
material, luego no es una camisa de fuerza el 
deber de reparación patrimonial del Estado, 
puesto que en el caso de marras, obedece al 
actuar delictivo de un tercero, de quien en 





Guía Nº 9. Sentencia Reparación Directa. 16.996. 2008. 
 
comportamiento sospechoso para así poder 
inferir que este no encontraba en la capacidad de 
manipular armas de fuego.  
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Al respecto, el presente precedente judicial es importante para el trabajo de investigación, pues define y 
consolida el deber de responsabilidad patrimonial del Estado, el cual aún cuando es computado como un 
derecho fundamental no es una camisa de fuerza, pues para su declaratoria deberán concurrir los elementos de 
la responsabilidad del Estado, pues la sola consolidación del daño antijurídico no lo hace acreedor de su 











Enrique Gil Botero. 
Cas
o 
Ejecuciones extrajudiciales y graves violaciones a los derechos 
fundamentales. 
Problema jurídico 
Declarar la reponsabilidad patrimonial de la Nación – Ministerio de Defensa – 
Policía Nacional por las capturas ilegales, ejecuciones extrajudiciales y desaparición 
forzada de las víctimas directas, quienes fueron raptados por civiles en apoyo y 
silencio de las fuerzas militares, para despues ser ejecutados y encontrados con 
graves señas de tortura y violaciones graves a los derechos fundamentales.  
Sujeto de especial 
Protección 







Hechos relevantes en el caso 
 Entre el 27 y 31 de enero de 1995 las víctimas directas fueron capturadas por la Policía 
Nacional por presuntas conductas de desorden publico, no obstante, en presencia del 
inspector y el secretario fueron llevados por civiles en un vehículo Trooper después de 
haber sido golpeados con las armas de fuego.  
 






Las obrantes en 




La indemnización de los perjuicios materiales e 
inmateriales como consecuencia de las 
indebidas captuas, ejecuciones y torturas de las 
víctimas directas.  
Decisión 
Declarar la responsabilidad patrimonial 
del Estado, ordenando la indemnización 












Guía Nº 10. Sentencia Reparación Directa.18.364. 2009. 
 
Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











Constitución Política de Colombia.  
Ley 446 de 1998.  
Declaración Universidad de Derechos 
Humanos.  
Ley 270 de 1996. 
Ratio decidendi 
Aduce el Consejo de Estado, qué aún cuando en 
cabeza de este se encuentra la obligación de 
control de la sociedad respecto de la tipificación 
de las conductas punibles, no obstante, también 
le corresponde el deber de salva guardar la vida 
y la protección de los derechos fundamentales.  
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Importa para el trabajo de investigación de marras, el desarrollo aplicado a los principios de la reparación 













Enrique Gil Botero. 
Caso 
El óbito de mellizos el mismo día del nacimiento, por error de diagnostico 
por falta de autorizaciones de examenes especializados que fueron 
determinantes en la muerte de las mellizas que no fueron previstas durante el 
tiempo de gestación.  
Problema jurídico 
Declarar la responsabilidad administrativa y patrimonial del Estado por la falla del 
servicio en la prestación del servicio de salud por el Instituto de Seguros Sociales, en 
el proceso de gestación y nacimiento de mellizas.  
Sujeto de especial 
Protección 








Hechos relevantes en el caso 
  
En fecha 31 de octubre de 1996 la víctima directa asiste al Instituto de Seguros 
Sociales en calidad de afiliada en estado de embarazo, quien se encontraba 
embarazada de mellizas y no lo sabía por falta de exámenes especializados que 











Aunado a lo anterior, los galenos fueron consistentes en sus suposiciones y 
obviaron la practica de exámenes especializados a fin de prever lo acontecido, 
ocasionando una intervención sin las premeditaciones medicas necesarias, 
llevando por sorpresa el múltiple embarazo y posterior óbito de las mellizas.  
Pretensiones 
La indemnización del daño inmaterial 
por perjuico moral a su núcleo 
familiar.  
 
La indemnización del daño material en 
su especialidad de daño emergente, 
como consecuencia de los gastos 
incurridos con la muerte de las 
mellizas.  
Decisión 
Declarar la responsabilidad 
patrimonial y administrativa de la 
Nación – Instituto de Seguros 
Sociales ISS; y ordena indemnizar 
por concepto de daño moral a las 
víctimas del óbito de las mellizas. 
 
Ordenar la indemnización del 
perjuicio material por daño 
emergente, como consecuencia del 
óbito de las mellizas.  
Ordenes explícitas 
     
 
 
Expedir copias autenticas 
remitirlos a la Nación – 
Ministerio de Salud y 
Protección Social y todas las 
E.P.S. a fin de evitar que se 
repitan los hechos de falla en 
la prestación del servicio.  
Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











Constitución Política de Colombia.  
Ley 446 de 1998.  
Decreto 1011 de 2006.  
Ratio decidendi 
Aduce la Sección Tercera del Consejo de Estado, 
que aún cuando la parte demandada manifieste 
que aún habiéndose practicado las ecografías el 
resultado sería el mismo, es decir, el óbito de las 
mellizas, también es claro que obedece a un caso 
de falla del servicio probada en la prestación del 
servicio de salud, pues en la intervención de tres 
galenos e instituciones prestadoras del servicio 
de salud, ninguno optó por realizar los exámenes 
pertinentes, tanto fue la impericia, que a los 
médicos especialistas en el tema fueron tomados 
por sorpresa y adelantando el nacimiento de las 
mellizas que fueron tan prematuras que murieron 
el mismo día del alumbramiento.  
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Para el presente trabajo de investigación es relevante la categorización de derecho fundamental y la aplicación 
de los principios de reparación integral, equidad y arbitrio judicial, por medio del cual aduce el Despacho que la 
aplicación de las medidas restaurativas en casos de lesión de perjuicios inmateriales, será aplicada la 
compensación pecuniaria en medida de valoración de irrogación del daño y directamente proporcional a la 
medida que permita la indemnidad del daño antijurídico, como en este caso sería, pretender acercar los mas 


















Enrique Gil Botero. 
Caso 
Muerte en las vías del Departamento de Antioquía como consecuencia de 
un accidente de tránsito en donde se vió implicado un vehículo de carga 
del Departamento.  
Problema jurídico 
Conforme las pruebas obrantes, decidir sobre la declaratoria de responsabilidad 
administrativa y patrimonial del Departamento de Antioquia por el accidente de 
tránsito con un vehículo de propiedad del ente territorial, como consecuencia, 
determinar si su actuar culposo y omisivo fue determinante en la muerte de la 
víctima.  
Sujeto de especial 
Protección 







Hechos relevantes en el caso 
  
 Aquellos descritos en el croquis y/o informe de tránsito en donde se aprecian las impericias 
cometidas por los vehículos inmersos en el accidente de tránsito.  
 
Resultando que las impericias, excesos de velocidad e incumplimiento de las normas de 






Las obrantes en 






 Se ordene la indemnización de 
perjuicios materiales, en virtud a 
los ingresos percibidos con su 
actividad economica.  
 
Se ordene la indemnización de 
los perjuicios morales como 
consecuencia de la muerte de la 
víctima, por el dolor y aflicción 
padecida por su núcleo familiar.  
Decisión 
Declarar la responsabilidad administrativa y 
patrimonial del Departamento de Antioquia.  
 
Como consecuencia, ordenar la indemnización del 
daño moral de su núcleo famiiar.  
 
Como consecuencia, ordena la reparación de los 
perjuicios materiales debidamente probados.  
Ordenes 
explícitas 




Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 











Guía Nº 12. Sentencia Reparación Directa. 28.804. 2014. 
 
 





 Constitución Política de Colombia.  
Ley 446 de 1998.  
Ratio decidendi 
Más allá del desarrollo de la responsabilidad 
patrimonial del Estado, además de las 
implicaciones consistentes con la Constitución 
de 1991, y la responsabilidad directa del Estado 
con ocasión a los daños antijurídicos generados 
con la acción u omisión de sus agentes, en donde 
no importará la culpa sino el desenlace 
consistente en el desequilibrio de las cargas 
públicas.  
 
Sin embargo, es aún mas pertinente destacar la 
categorización de carácter fundamental otorgado 
al principio de la reparación integral, el cual será 
un derecho fundamental de cada administrado 
cuando sea victima de lesiones de bienes 
jurídicamente tutelados las cuales no se 
encuentra en la obligación de soportar.  
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Sin embargo, es aún mas pertinente destacar la categorización de carácter fundamental otorgado al principio de 
la reparación integral, el cual será un derecho fundamental de cada administrado cuando sea victima de lesiones 
de bienes jurídicamente tutelados las cuales no se encuentra en la obligación de soportar; en la búsqueda y 
















Corresponde a la deficiente prestación del servicio de salud en los días 13 y 14 de 
julio de 1999 por parte del Hospital San Vicente de Paúl de Lorica, pues la falta 
de atención asistencial con llevo a la muerte de la criatura esperada por la víctima 
directa. 
Problema jurídico 
Determinar no solo la responsabilidad administrativa del Estado por la falla del 
servicio probada en la asistencia y prestación del servicio de salud en el proceso de 
parto de la víctima directa, además de la determinación del daño moral de las 
víctimas y la dismunición de las capacidades psico-fisicas de las víctimas directas.  
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Sujeto de especial 
Protección 








Hechos relevantes en el caso 
  
 El día 13 de julio de 1999 la víctima asistió al Hospital San Vicente de Paúl de Lorica por 
contracciones y fuertes dolores, quien acudió a fin de que llevaran a cabo su parto, sin 
embargo, fue regresada por no considerar alertas de peligro siendo un síntoma normal.  
 
Ante la intensidad y reiteración de los síntomas en fecha 14 de julio de 1999 asistió 
nuevamente quien fue devuelto haciendo caso omiso por las víctimas quedándose en el 
Hospital, padeciendo un sin numero de circunstancias que con llevaron a la hemorragia 
consistente y prolongada que hasta donde fue atendida ya era demasiado tarde y ocurrió la 
extracción del feto muerto.   
 
Adicionalmente, padeció circunstancias de discriminación y violaciones de derechos 





Las obrantes en 







La indemnización de perjuicios 
materiales concernientes en los daños 
emergentes surgidos como 
consecuencia del daño antijurídico.  
 
La indemnización de los perjuicios 
inmateriales en modalidad de daño 
moral.  
 
La indemnización de los perjuicios 
inmateriales en modalidad de daño a la 
vida en relación.  
Decisión 
 La indemnización de los perjuicios inmateriales 
en modalidad de daño moral.  
 
La indemnización de los perjuicios inmateriales 
en modalidad de daño a la salud, para los dos 
demandantes siendo aquellos víctimas directas 
por el óbito del nasciturus. 
 
La obligación del Hospital de San Vicente de Paúl 
de Lorica pidiendo perdón de lo acontencido.  
 
Expedición de copias autenticas para el 
conocimiento, publicación y explicación del 
presente fallo, además de la destinación de un 
espacio web para ello, a fin de evitar lo sucedido 
y promover el trato digno a la mujer.  
Ordenes 
explícitas 




del Hospital de 
San Vicente de 












además de la 
destinación de 
un espacio web 
para ello, a fin 
de evitar lo 
sucedido y 
promover el 




Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











 Constitución Política de Colombia.  
Ley 446 de 1998.  
Tratados internacionales de protección 
y/o amenazas de genero, especialmente 
a la mujer.  
 
Ratio decidendi 
 Más allá de la falla del servicio en la prestación 
del servicio de salud que con llevó al óbito del 
nasciturus, es pertinente destacar que la presente 
decisión judicial unificación jurisprudencial 
desarrolla la delimitación de los perjuicios 
inmateriales en su modalidad de daño moral y 
daño a la salud, concertando la Jurisprudencia 
del Consejo de Estado que el daño a la salud es 
aquel reconocimiento del perjuicio que afecta la 
integridad en sus aspectos físicos, sexuales, 
psíquicos y todos aquellos que comprendan el 
cambio en el estado de vida de la víctima como 
consecuencia del daño antijurídico, siendo un 
perjuicio ampliamente garantista pero autónomo 
por si mismo.  
 
Además de desarrollar la concurrencia del daño 
moral como consecuencia de la configuración 
del daño a la salud, pues si bien es cierto, al ser 
un daño autónomo el cual es valido por si mismo 
y depende únicamente de aquellas pruebas, 
dictámenes o medios de prueba conducentes e 
irrestrictos que permitan establecer sin lugar a 
dubitaciones que su derecho fundamental de la 
salud es quebrantado bien sea de forma 
instantánea, permanente y/o pasajera, pues 
tendrá derecho a ser valorado, tasado y liquidado 






Guía Nº 13. Sentencia Reparación Directa. 30.639. 2015. 
 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Es relevante la precedente sentencia de unificación jurisprudencial, por medio de la cual se acogen los 
múltiples fallos del Consejo de Estado que ahondan la autonomía del daño a la salud como perjuicio autónomo 
dentro de la modalidad de perjuicios inmateriales, luego aún cuando es valorado su tasación y/o liquidación 
mediante mecanismos objetivos, pues su objetivo principal e intrínseco corresponde a la indemnidad de los 
daños que afecten la integridad psicofísico, entendida ella como los aspectos físicos, mentales, sexuales y todos 
aquellos que irrumpan el equilibrio de las cargas públicas en los aspectos de la integridad humana, ajenos a la 












Olga Melida Valle 
de la Hoz. 
Caso 
Acude la víctima directa a la jurisdicción de lo contencioso administrativo 
puesto que en el ISS en un examen de rutina de citologia por el afan e imperecia 
de la enfermera sufrió un rompimiento del himen dictaminada como 
desfloración anticipada.  
Problema jurídico 
Determinar la existencia del daño antijurídico y su imputabilidad, además si este es 
indemnizable y catalogado bajo el criterio de indemnización del daño psicofisico. 
Sujeto de especial 
Protección 
     NO  
Sentencia 1ª 
Instancia 
Sentencia 2ª Instancia 
X 
Revisión 
Hechos relevantes en el caso 
  
 En cita medica de rutina para la practica de la citología, de acuerdo al afán e 
impericia de la enfermera fue roto el himen de la víctima, siendo dictaminado por 
Medicina Legal como desfloración anticipada, determinando así la perdida de la 
virginidad para la víctima.  
 
Aunado a lo anterior, de acuerdo a su edad y condiciones de salud dicha situación 













 La indemnización de los perjuicios morales de 
la víctima directa y su núcleo familiar.  
 
La indemnización de los daños fisicos o 
fisiologicos padecidos por la víctima como 
consecuencia de la perdida de la virginidad.  
Decisión 
La indemnización de los 
perjuicios morales de víctimas.  
 
La indemnización del daño a la 
salud por las afectaciones 
psicofisicas de la víctima 
directa.  
Ordenes explícitas 
     
 
 
Exortar al Ministerio de 
Salud y la Protección de 
Salud para elaborar el 






La reparación de mecanismos 
de justicia restaurativa en 
garantias de no repetición en 
respeto de la libertad sexual de 
la mujer y libertad de cultos, en 
virtud a las gravez 
vulneraciones de los bienes 
constitucionales y 
convencionalmente amparados.  
 
la practica de la prueba 
citologia en respeto a la 
libertad sexual de la 
mujer y cultos.  
Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











Constitución Política de Colombia.  
Ley 446 de 1998.  
Aspectos psicológicos, sexuales, 
neurológicos y doctrinales respecto de 
la virginidad, el himen y la libertad 
sexual de la mujer.  
Ratio decidendi 
 Aduce el Consejo de Estado que aún cuando la 
doctrina desarrolle que la virginidad corresponde 
mas a un aspecto intangible en relación a la 
realidad de las cosas, si es cierto, que la 
sexualidad de cada persona es un derecho 
intrínseco de cada uno del cual depende de su 
decisión especial, y es claro que de acuerdo a la 
falla en la prestación del servicio de salud 
padeció la desfloración anticipada del himen 
generando el concepto de perdida de la 
virginidad que directamente se relaciona con la 
libertad sexual y al ser quebrantado dicho bien 
jurídicamente tutelado que otorga la capacidad 
de decisión, general un daño antijurídico que la 
víctima no se encuentra en la obligación de 
soportar; aunado que dicho daño conllevó a la 
perdida de la estabilidad emocional generando 
graves cuadros de neurosis y ansiedad 
debidamente probados durante el tramite del 
proceso. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
En el presente caso se destaca la reiteración respecto de la autonomía de los perjuicios morales, a la salud y a 
los bienes constitucionales y convencionalmente amparados, su concurrencia y su aplicabilidad en el proceso 
de reparación integral como resultado del deber de la responsabilidad patrimonial del Estado. 
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La privación injusta de la libertad de quien fuera el Contralor Departamental 
quien en calidad tal ordenó el no pago de cesantias de la Caja de Previsión del 
Departamento, siendo acusado penalmente por extralimitación de sus funciones; 
cuya decisión fue precluida y como consecuencia de ello acusado de prevaricato 
por omisión.  
Problema jurídico 
Declarar la responsabilidad administrativo y patrimonial de la parte demandada 
como consecuencia de la privación de la libertad intramural aún cuando ya hubiese 
la investigación penal objeto de la acusasión de prevaricato por omisión, en 
situaciones distintas a las descritas en el artículo 414 del Decreto 2700 de 1991.  
Sujeto de especial 
Protección 
     NO  
Sentencia 1ª 
Instancia 
Sentencia 2ª Instancia 
X 
Revisión 
Hechos relevantes en el caso 
  
Es denunciado por haber ordenado el no pago de cesantías en la Caja de Previsión del 
Departamento, cuya investigación penal es precluida.  
 
Como consecuencia de lo anterior, se declara la nulidad de todo lo actuado determinando 
que efectivamente es responsable de la conducta punible  por prevaricato por omisión, 
ordenando su reclusión en centro carcelario.  
 
La Sala Penal del Distrito Judicial aduce que la víctima no es responsable de la conducta de 
prevaricato por omisión, aún cuando ya había operado la preclusión de la investigación 






Las obrantes en 







 La indemnización de perjuicios morales y 






responsable a la parte demandada, con 
ocasión a la privación injusta de la 
libertad.  
Indemnizar el daño moral de la víctima 
directa y su núcleo familiar.  
Ordenes 
explícitas 




Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











Constitución Política de Colombia.  
Ley 446 de 1998.  
Ratio decidendi 





Guía Nº 15. Sentencia Reparación Directa. 26.251. 2014. 
 
Decreto 2700 de 1991.  
Ley 270 de 1996. 
premisas del Estado Social de Derecho en donde 
se rescata la vulneración del derecho a la libertad 
como bien jurídicamente tutelado y 
convencionalmente protegido, en donde deberá 
ser reparado por configurarse el daño 
antijurídico que la victima no se encuentra 
obligado a soportar, más allá de las causales 
previstas en el artículo 414 del Código Penal.  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Es relevante que corresponde a una jurisprudencia hito referente al cambio de la jurisprudencial contenciosa 
administrativa, referente a la indemnización del daño antijurídico por la violación al bien jurídicamente tutelado 
















La muerte de un menor de edad que se encontraba en un centro de 
reeducación por cometer conductas punibles, quien se escapó y apareció 
muerto por ahogamiento.  
Problema jurídico 
Existen criterios probatorios que permitan inferir la falla en el deber de cuidado y 
custodia del menor interno en el centro de reeducación o por el contrario existen 
probadas las excepciones de responsabilidad del Estado.  
Sujeto de especial 
Protección 
     NO  
Sentencia 1ª 
Instancia 
Sentencia 2ª Instancia 
X 
Revisión 
Hechos relevantes en el caso 
La víctima se encontraba interno en el centro de reeducación como consecuencia de la 
orden judicial impartida por la comisión de conductas punibles y antijurídicas, como el 
porte ilegal de armas de fuego.  
 
Posteriormente, ante la falta de requisitos de cuidado y custodia, elementos que 
evitaran fugas como también el personal necesario para evitar cualquier tipo de 
imprevistos como la fuga de los internos.  
 
La víctima directa con un grupo de 8 jóvenes los cuales en realidad no fueron 
buscados, en donde especialmente la víctima fue hallado muerto por ahogamiento, sin 
existir pruebas tan si quieras indiciarias que permitieran inferir que el centro de 
reeducación haya implicado todos los medios necesarios para evitar su fuga y haberlo 















Guía Nº 16. Sentencia Reparación Directa. 31.170. 2014. 
Pretensiones 
La indemnización de perjuicios materiales 
consistentes en las modalidades de lucro 
cesante futuro y consolidado.  
 
La indemnización de perjuicios inamteriales 
consistentes en las modalidades de daño moral 
y daño fisiologico.   
 
Decisión 
 Declarar la responsabilidad 
administrativa y patrimonial de la 
parte demandada.  
 
Ordenar la indemnización del 
perjuicio moral de las víctimas, en 
los monstos establecidos de acuerdo 
a los niveles de indemnización 
unificados de la jurisprudencia.  
 
Ordenar la imposicion de medidas 
de reparacion de justicia 
restaurativa, en el uso de eventos de 
perdon y aceptacion de la 
responsabilidad como el uso de 
medios simpbolicos en el centro de 
reeducación.  
Ordenes explícitas 




Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











 Constitución Política de Colombia.  
Ley 446 de 1998.  
Ratio decidendi 
Más allá del deber de custodia, cuidado, 
protección y desarrollo de la teoría del deposito, 
es dable destacar la unificación jurisprudencial 
referente a la indemnización de daño moral en 
casos de muerte, la cual establece su valoración, 
tasación y liquidación del perjuicio que variará 
de acuerdo a los grados y/o niveles de 
proximidad de la víctima con el causante, luego 
será a partir de la comprobación de dicho nivel 
quien determinará el monto de indemnización.  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Cabe destacar el desarrollo a los principios de la reparación integral, reparación por rebote y/o extensión de la 
reparación integral a su núcleo familiar, la equidad y el arbitrio judicial en la aplicación del deber de reparación 



















Lesiones corporales con arma de dotación oficial 
accionada en ejercicio de funciones en contra de la 
humanidad de un civil, por una supuesta infracción y/o 
amenaza que así lo requirió.  
Problema jurídico 
Existen pruebas suficientes que permitan inferir la responsabilidad del Estado y la 
implicación de la conducta de la víctima, y la liquidación, valoración del daño moral 
y de salud.  
Sujeto de especial 
Protección 
     NO  
Sentencia 1ª 
Instancia 
Sentencia 2ª Instancia 
X 
Revisión 
Hechos relevantes en el caso 
El señor Isaza Córdova quien transitaba en su motocicleta por las calles del 
municipio de Amalfi Antioquia, es parado en un reten del Ejército Nacional de 
Colombia, el cual aún cuando no existía indicación alguna para capturarlo, es llevado 
al batallón, quien en el camino se lanza del camión y se refugia en un canal, en 
donde los miembros del ejército accionan sus armas ocasionándole heridas de 












La indemnización del perjuicio moral, daño 
fisiologico, daño a la vida en relación y daños 
materiales en su modalidad de lucro cesante y 
daño emergente.  
Decisión 
 Declarar la responsabilidad 
administrativa y patrimonial de la 
Nación – Ministerio de Defensa – 
Ejército Nacional.  
 
Ordenando indemnizar el daño a 
la salud de la víctima directa y 
liquidado a partir de la valoración 
respecto de la intensidad del dañ.  
 
Ordena indemnizar a la víctima 
directa y su núcleo familiar los 
daños morales padecidos por su 
núcleo familiar y la víctima 
directa, bajo los factores de 
liquidación de vulneración del 
daño. 
Ordenes explícitas 








Guía Nº 17. Sentencia Reparación Directa. 28.832. 2014. 
 
Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











 Constitución Política de Colombia.  
Ley 446 de 1998. 
Decreto 01 de 1984.  
Código de Procedimiento Civil.  
 
Ratio decidendi 
Sentencia de unificación jurisprudencial por 
medio de la cual se determina la valoración, 
liquidación y tasación del daño a la salud como 
perjuicio inmaterial autónomo, como aquel que 
lesiona la integridad psicofísica de la víctima, 
además de la procedencia del daño moral en 
casos de lesiones corporales, el cual será 
determinado de acuerdo a los factores de 
tasación y liquidación del daño a la salud, es 
decir, a partir de los niveles de vulneración del 
bien jurídicamente tutelado.  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Por medio de la cual se determina la valoración, liquidación y tasación del daño a la salud como perjuicio 
inmaterial autónomo, como aquel que lesiona la integridad psicofísica de la víctima, además de la procedencia 
del daño moral en casos de lesiones corporales, el cual será determinado de acuerdo a los factores de tasación y 















Debido a la falla del servicio en la prestación del servicio de salud, la víctima 
directa padeció lesiones temporales pero torturantes y contrarias a la 
integridad psicofisica que afectaron su estado emocional y la dignidad 
humana. 
Problema jurídico 
Declarar la responsabilidad del Estado como consecuencia de las fallas del servicio 
en la prestación del servicio de salud configurando los daños morales y la tasación y 
liquidación del daño a la salud por lesiones psicofisicas temporales.  
Sujeto de especial 
Protección 
     NO  
Sentencia 1ª Instancia 
Sentencia 2ª Instancia 
X 
Revisión 
Hechos relevantes en el caso 







conductas punibles, sin embargo, este manifestó que al ser parapléjico requería atención 
sanitaria especial por su condición de incapacidad.  
 
La anterior advertencia fue pasada por alto y la víctima directa padeció problemas 
sanitarios de gravedad que ocasionaron lesiones graves a su integridad psicofísica pero 
las cuales tenían un carácter temporal, pues con la atención medica necesaria logró 
recobrar las afecciones de salud, no obstante, se demostró que se encontró moralmente 
lesionado.   
 
 







 La indemnización de 
perjuicios morales, daño 
fisiologico y daño a la vida en 
relación.  
Decisión 
 Declarar la responsabilidad administrativa y 
patrimonial de la Nación y en consecuencia, ordena 
indemnizar los perjuicios por cocnepto de daño moral y 
daño a la salud de acuerdo a la comprobación de los 
niveles de irrogación del bien jurídicamente tutelado.  
 
Ordenes explícitas 




Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











Constitución Política de Colombia.  
Ley 446 de 1998.  
Convención Interamericana de 
Derechos Humanos.  
 
Ratio decidendi 
En la presente providencia de unificación 
jurisprudencial desarrolla la autonomía e 
indemnización del daño a la salud y la 
procedencia de la indemnización del daño moral 
con ocasión a las lesiones psicofísicas, no 
obstante, en el presente asunto desarrolla la 
ampliación del principio de la reparación integral 
en caso de lesiones psicofísicas temporales, aún 
cuando no exista prueba irrestricta respecto de la 
perdida de la capacidad laboral, dentro del cual 
se deberá hacer un parangón (comparación) 
respecto de los daños padecidos con los niveles 
de irrogación con la tasación de la 
indemnización por este perjuicio inmaterial.  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
En el presente asunto desarrolla la ampliación del principio de la reparación integral en caso de lesiones 
psicofísicas temporales, aún cuando no exista prueba irrestricta respecto de la perdida de la capacidad laboral, 
dentro del cual se deberá hacer un parangón (comparación) respecto de los daños padecidos con los niveles de 
















Ramiro de Jesús Pazos 
Guerrero. 
Caso 
Corresponde al estudio de responsabilidad del Estado por la ejecución 
extrajudicial y desaparición forzada de 4 hombres en el municipio de 
Apartado en el departamento de Antioquia, pues el hecho sucedió bajo el 
conocido proceso de falsos positivos.  
Problema jurídico 
Declara la responsabilidad del Estado por violaciones graves a derechos 
fundamentales del Derecho Internacional Humanitario y lesion de bienes 
constitucionales y convencionalmente amparados como su respectiva indemnización 
y reparación integral del daño antijurídico.  
Sujeto de especial 
Protección 
     NO  





Hechos relevantes en el caso 
En el municipio de Apartado del departamento de Antioquía, el Ejército Nacional 
de Colombia por la ejecución extrajudicial de dos de las víctimas, al ser reportados 
como guerrilleros de acuerdo a los constantes enfrentamientos.  
 
Adicional a ello, dos familiares más fueron en su búsqueda quienes fueron 
retenidos y desaparecidos forzosamente; obligando al desplazamiento del núcleo 











 La indemnización de los perjuicios morales de 
las victimas que conforman cada núcelo 
familiar, con ocasión a las ejecuciones y 
desapariciones forzadas. 
 
La indemnización de los perjuicios materiales 
por lucro cesante, y daño emergente 
consecuente en las perdidas agricolas como 
consecuencia del desplazamiento forzado.  
Decisión 
  
Declarar la responsabilidad 
administrativa y patrimonial de 
la Nación – Ministerio de 
Defensa – Ejército Nacional con 
ocasión a las graves violaciones 




La indemnización del perjuicio 
moral a cada uno de los núcleos 
familiares de las víctimas.  
 
La indemnización del perjuicio 
material por concepto de lucro 
cesante de quien demostró la 
dependencia economica.  
 
La reparación integral 
mendiante la implementacion de 
Ordenes explícitas 








medidas de reparación 
restaurativas, garantias de no 
repartición y el uso del aparato 
administrativo del Estado para 
el efectivo resarcimiento en lo 
que concierne a los perjuicios 
materiales como causa del 
desplazamiento forzado.  
Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











Constitución Política de Colombia.  
Ley 446 de 1998.  
Convención Interamericana de 
Derechos Humanos.  
Derecho Internacional Humanitario.  
Ratio decidendi 
En atención al artículo 90 de la Constitución 
Política, el artículo 11, artículo 93 y el Estado 
Social de Derecho, es claro que el Estado 
mantiene mucho tiempo en un conflicto interno, 
el cual con apego al ordenamiento internacional 
deberá guardar estrecha relación y apego al 
Derecho Internacional Humanitario en virtud al 
Bloque de Constitucionalidad; es por ello, que el 
Estado será responsable de los daños 
antijurídicos causados en el desarrollo del 
conflicto interno, pues el derecho a la paz 
comprende un derecho fundamental de tripe 
valoración, pues de violación se desprenden más 
violaciones graves a derechos fundamentales 
como ocurre en el caso en concreto, es por ello, 
que tanto por el deber del Estado, irregularidades 
de las fuerzas militares en protección de la 
población civil y el derecho a la vida, el Estado 
será responsable de la reparación integral de 
dichos bienes jurídicamente tutelados.  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
El Estado será responsable de los daños antijurídicos causados en el desarrollo del conflicto interno, pues el 
derecho a la paz comprende un derecho fundamental de tripe valoración, pues de violación se desprenden más 
violaciones graves a derechos fundamentales como ocurre en el caso en concreto, es por ello, que tanto por el 
deber del Estado, irregularidades de las fuerzas militares en protección de la población civil y el derecho a la 



















Privación injusta de la libertad de quien fue retenido por orden de la Fiscalía 
General de la Nación, posteriormente sustituida por caución prendaria al ser 
considerado el autor del delito de peculado por apropiación.  
Problema jurídico 
Unificar el regimen de responsabilidad del Estado por privación injusta de la 
libertad, y la tasación y liquidación de los perjuicios morales en los casos en 
mención.  
Sujeto de especial 
Protección 
     NO  
Sentencia 1ª Instancia 
Sentencia 2ª Instancia 
X 
Revisión 
Hechos relevantes en el caso 
 El 01 de diciembre de 1998 la Fiscalía General de la Nación resolvió expedir orden de 
captura de la víctima directa, siendo privado de la libertad, cuya medida fue sustituida por 
caución prendaria al ser considerado el autor del delito de peculado por apropiación.  
 
El 23 de octubre del año 2000 el Juzgado de Conocimiento declara absuelto a la víctima, 





Las obrantes en 






 La indmenización de los perjuicios 
morales causados a la víctima directa y 
su núcleo familiar.  
 
La indemnización de los daños 
materiales por concepto de daño 
emergente y lucro cesante.  
Decisión 
 Declarar la responsabilidad de la Nación – 
Fiscalía General de la Nación. 
 
Indemnización de los perjuicios morales de la 
víctima directa y de su núcleo familiar.  
 









Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











Constitución Política de Colombia.  
Ley 446 de 1998. 
Decreto 2700 de 1991.  
Ley 270 de 1996. 
Ratio decidendi 
La unificación de la jurisprudencia referente al 
establecimiento del régimen de responsabilidad 
objetiva del Estado cuando se configuren los 





Guía Nº 20. Sentencia Reparación Directa. 7.058. 1992. 
 
Decreto 2700 de 1991, los criterios de 
reparación integral, equidad y arbitrio judicial 
para la liquidación del daño moral, teniendo 
como límites el factor tiempo o niveles de 
irrogación del daño.  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Es importante destacar las importancias de establecimiento de unificación jurisprudencial, los cuales 
desarrollan y establecen los principios de reparación integral, equidad y arbitrio judicial como factores 
determinantes al momento de la indemnización de los perjuicios inmateriales que en el caso de la privación 
injusta de la libertad corresponde a los fundamentos probatorios que arrojen la valoración de violación del bien 















La muerte de persona mayor de 65 años de edad, quien fue privado de 
la libertad a sabiendas de los delicados estados de salud, sin embargo, 
dicha detención de la libertad con llevó a su muerte.  
Problema jurídico 
Declarar la responsabilidad del Estado por la privación de la libertad de la 
víctima cuya detención con llevó a su muerte por el delicado estado de salud.  
Sujeto de especial 
Protección 
     NO  
Sentencia 1ª 
Instancia 
Sentencia 2ª Instancia 
X 
Revisión 
Hechos relevantes en el caso 
 La orden de detención de la víctima directa, cuya decisión generó su muerte, aún 
cuando existieron pruebas contundentes del delicado estado de salud de la víctima 
directa, quien por su edad y estado no manifestaba una amenaza para la sociedad.  
 
Aún a sabiendas de dicha situación, la decisión no fue sustituida y se mantuvo su 


















Declarar la responsabilida de 
la Nación – Ministerio de 
Justicia y del Derecho.  
 
Ordenar la indemnización de 
los perjuicios morales del 
Ordenes explícitas 








Guía Nº 21. Sentencia Reparación Directa. 38.252. 2015. 
 
núcleo familiar en gramos oro.  
Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











Constitución Política de Colombia.  
Decreto 2700 de 1991.  
Ratio decidendi 
En aplicación de la corriente 
jurisprudencial aplicable a los casos de 
privación injusta de la libertad, en donde 
existía el previo estudio de apreciación de 
buen derecho de la orden judicial de 
detención, es decir, bajo un régimen de 
responsabilidad subjetiva por falla del 
servicio. En donde se observó que la orden 
judicial fue violatoria de los derechos 
fundamentales por violaciones directas a 
los bienes jurídicamente tutelados.   
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Es dable apreciar que en los primeros estudios en los casos de privación injusta de la libertad, en donde es 
pertinente el estudio de apreciación de buen derecho de la orden, es decir, no era primicia la consolidación del 
















El estudio de la responsabilidad patrimonial del Estado por privación injusta de la 
libertad de quien fue absuelto en aplicación del principio del in dubio pro reo.  
Problema jurídico 
El estudio de la responsabilidad patrimonial del Estado por privación injusta de la 
libertad de quien fue absuelto en aplicación del principio del in dubio pro reo, y si 
de acuerdo al material probatorio correspondió a la confinguración del daño 
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antijurídico imputable al Estado.  
Sujeto de especial 
Protección 
     NO  
Sentencia 1ª Instancia 
Sentencia 2ª Instancia 
X 
Revisión 
Hechos relevantes en el caso 
 Siendo hechos probados de acuerdo a las declaraciones rendidas y los elementos 
materiales probatorios, contundentes en verificar el acoso y las violaciones y/o amenazas a 












 La indemnización de los perjuicios 
inmateriales y materiales causados con la 




 Confirmar la sentencia de primera 
instancia por medio del cual se 








Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











 Constitución Política de Colombia.  
Ley 446 de 1996.  
Ley 270 de 1996. 
Decreto 2700 de 1991.  
Ratio decidendi 
Si bien es cierto, el régimen de responsabilidad 
del Estado consiste principalmente en la 
consolidación del daño antijurídico imputable al 
Estado, y que además este sea indemnizable bajo 
la conclusión de ser aquel que irrumpe el 
equilibrio de las cargas publicas o aquel que la 
víctima no se encontró en la obligación de 
soportar; situación que en el caso de marras aún 
cuando el demandante fue absuelto en aplicación 
del principio del in dubio pro reo, el demandante 
provocó que el Estado activara el aparato 
judicial, es decir, corresponde a un daño que el 
demandante se encuentra en la obligación de 
soportar.  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
El régimen de responsabilidad del Estado consiste principalmente en la consolidación del daño antijurídico 





Guía Nº 22. Sentencia Reparación Directa. 31.535. 2014.  
 
equilibrio de las cargas publicas o aquel que la víctima no se encontró en la obligación de soportar; situación 
que en el caso de marras aún cuando el demandante fue absuelto en aplicación del principio del in dubio pro 
reo, el demandante provocó que el Estado activara el aparato judicial, es decir, corresponde a un daño que el 
















De responsabilidad del Estado por la privación injusta de la libertad de la 
víctima directa.   
Problema jurídico 
Dentro del caso de marras con las pruebas obrantes existe el deber de 
responsabilidad patrimonial del Estado como consecuencia del daño antijurídico 
padecido por la víctima directa.  
Sujeto de especial 
Protección 
     NO  





Hechos relevantes en el caso 
 La víctima quien fuese miembro de la Policía Nacional en San Andrés, quien fuere 
acusado de Narcotráfico en relación a un avión con salida del aeropuerto de San 
Andrés con más de dos toneladas de cocaína.  
 
Fue declarado insubsistente y retirado del cargo y privado de la libertad, luego la 
Justicia Penal Militar lo declaró absuelto cuya decisión fue confirmada por la Sala 











 La indemnización de perjuicios inmateriales, 
daño moral y daño psicologico.  
 
La indemnización de perjuicios materiales, 
lucro cesante.  
Decisión 
  
 Confirmar la sentencia de 
primera instancia por medio de 
la cual se accedieron a las 
pretensiones en la modalidad 
del daño moral.  
 
Modifiquese la sentencia de 
primera instancia y en 
consecuencia, declarese 
responsable a la Nación – 
Fiscalía General de la Nación.  
Ordenes explícitas 








Guía Nº 23. Sentencia Reparación Directa. 11.754. 2008.  
 
Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











 Constitución Política.  
Ley 446 de 1998.  
Decreto 2700 de 1991. 
Ratio decidendi 
Es supremamente importante apreciar que la 
Sala Tercera del Consejo de Estado desarrolló el 
avance más significativo en el principio de 
reparación patrimonial del Estado consagrado en 
el artículo 90 superior, luego al tener claridad del 
daño antijurídico como elemento esencial e 
inherente de la responsabilidad, pues la víctima 
solo deberá demostrar que la medida de 
privación, detención y/o retención de la libertad 
o medida preventiva, fue abiertamente 
desproporcional y resuelta a su favor en relación 
a la violación del derecho fundamental a la 
libertad, cuya premisa es superior a las anteriores 
decisiones de la sala, la cual solo reconocía la 
responsabilidad del Estado siempre y cuando se 
encontrase acredita una resolución favorable 
dentro de los tres puestos planteados en el 
artículo 414 del Decreto 2700 de 1991.  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Es pertinente, tener claridad qué el daño antijurídico como elemento esencial e inherente de la responsabilidad, 
pues la víctima solo deberá demostrar que la medida de privación, detención y/o retención de la libertad o 
medida preventiva, fue abiertamente desproporcional y resuelta a su favor en relación a la violación del derecho 
fundamental a la libertad, cuya premisa es superior a las anteriores decisiones de la sala, la cual solo reconocía 
la responsabilidad del Estado siempre y cuando se encontrase acredita una resolución favorable dentro de los 















De privación injusta de la libertad con resolución absolutoria en 
aplicación del principio del in dubio pro reo en virtud a la falta de acervo 




Declarar la responsabilidad del Estado por la privación injusta de la libertad del 
daño anitjurídico derivado de la lesión al derecho fundamental de la libertad en 
aplicación del principio del in dubio pro reo.  
Sujeto de especial 
Protección 
     NO  
Sentencia 1ª 
Instancia 
Sentencia 2ª Instancia 
X 
Revisión 
Hechos relevantes en el caso 
  
La captura de la víctima directa por la supuesta comisión de la 
conducta punible de homicidio, que lo mantuvo privado de la 
libertad por un tiempo mayor a los 33 meses.  
 
La declaratoria de insubsistencia por falta de elementos 
materiales probatorios fallada por el A-quo y confirmada por el 
A-quem, que destacan la falta de pruebas que permitan desvirtuar 











La indemnización de perjuicios 
morales y materiales, consistente 
en el lucro cesante  
Decisión 
  
La declatatoria de 
responsabilidad 
patrimonial de la Nación – 
Ministerio de Justicia.  
 
Ordena la indemnización 
de los perjuicios morales y 
lucro cesante consistente 
en el tiempo en el que 
perduró la privación 
injusta de la libertad.  
Ordenes explícitas 




Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











 Constitución Política de Colombia.  
Decreto 01 de 1983.  
Decreto 2700 de 1991.  
 
Ratio decidendi 
Aduce la Sala Tercera del Consejo de Estado, 
para aquella época la aplicación garantista del 
deber de reparación del daño antijurídico, como 
aquel que irrumpe el equilibrio de las cargas 
públicas pues para aquella época solo había ligar 
a la declaratoria de responsabilidad en aplicación 
de las tres situaciones descritas en el artículo 414 
del Decreto 2700 de 1991, no obstante, el caso 





Guía Nº 24. Sentencia Reparación Directa. 15.980. 2008.  
 
del in dubio pro reo el cual a falta de los 
elementos materiales probatorios no logró 
desvirtuar la presunción de inocencia de la 
víctima, razón por la cual se lesionó el bien 
jurídicamente tutelado de la libertad.  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
Para aquella época la aplicación garantista del deber de reparación del daño antijurídico, como aquel que 
irrumpe el equilibrio de las cargas públicas pues para aquella época solo había ligar a la declaratoria de 
responsabilidad en aplicación de las tres situaciones descritas en el artículo 414 del Decreto 2700 de 1991, no 
obstante, el caso concreto obedeció a la aplicación del principio del in dubio pro reo el cual a falta de los 
elementos materiales probatorios no logró desvirtuar la presunción de inocencia de la víctima, razón por la cual 














Becerra.   
Caso 
De Privación Injusta de la Libertad en caso de extrema necesidad de supuesta 
comisión de la conducta punible y antijurídica.   
Problema jurídico 
Declaratoria de responsabilidad del Estado por la privación injusta de la libertad de 
José René Higuita, quien fue absuleto bajo la configuración del principio de 
necesidad.  
Sujeto de especial 
Protección 
     NO  
Sentencia 1ª 
Instancia 
Sentencia 2ª Instancia 
X 
Revisión 
Hechos relevantes en el caso 
  
 Las actuaciones surtidas en el plenario penal, las cuales destacan que ante las declaraciones 
rendidas en el trámite de la investigación, se logró constatar que su supuesta actuación en la 
conducta punible del secuestro surgió bajo la configuración del principio de necesidad, al 
ser una figura pública y quien además fue fundamental en el proceso de recuperación de la 
libertad de la menor secuestrada, es decir, fue determinante en el rescate y mitigación de las 
lesiones padecidas por la menor y su familia, la cual se encontró siempre satisfecha con la 





Las obrantes en 







La indemnización de perjuicios morales con 
ocasión a la privación injusta de la libertad.  
 
La indemnización de los daños materiales en su 
Decisión 
 Declarar la responsabilidad de la Nación 
– Fiscalía General de la Nación por el 
daño anitjurídico causado con ocasión a 











modalidad de daño emergente con ocasión a los 
gastos acaecidos.  
 
La indemnización de los daños materiales en la 
modalidad de lucro cesante, consecuencuente 
de su actividad comercial y fama, quien para la 
fecha fuese el arquero titular del club Ateltico 
Nacional y la Selección Colombia para la 
asistencia y clasificación al mundial de Estados 
Unidos de 1994.  
La indemnización de los perjuicios 
morales a la víctima directa y núcleo 
familiar, como la indemnización del 
perjuicio del daño a la vida en relación 
de la víctima directa y su núcleo familiar.  
 
La indemnización de los daños 
materiales debidamente probados en la 
modalidad de daño emergente. 
Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











 Constitución Política de Colombia.  
Decreto 01 de 1983.  
Decreto 2700 de 1991.  
 
Ratio decidendi 
Destaca la Sección Tercera del Consejo de 
Estado, que aún cuando la jurisprudencia ha 
desarrollado que el deber de reparación del 
Estado obedece a los casos previstos en el 
artículo 414 del Decreto 2700 de 1991 y aquellas 
resoluciones favorables a la libertad de la 
víctima, desarrolla un alcance aún más garantista 
consistente en que en el caso en concreto, la 
privación injusta de la libertad versó sobre la 
comisión de la conducta punible el sindicado 
actúo bajo el principio de necesidad, cuya 
apreciación es aún mas especifica al determinar 
que se logró probar que éste fue determinante en 
la libertad del secuestro de la menor por la cual 
se encontró privado de la libertad, es decir; 
aquella lesión al derecho a la libertad no debió 
ser soportada por el acá demandante.  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
El Consejo de Estado, que aún cuando la jurisprudencia ha desarrollado que el deber de reparación del Estado 
obedece a los casos previstos en el artículo 414 del Decreto 2700 de 1991 y aquellas resoluciones favorables a 
la libertad de la víctima, desarrolla un alcance aún más garantista consistente en que en el caso en concreto, la 
privación injusta de la libertad versó sobre la comisión de la conducta punible el sindicado actúo bajo el 
principio de necesidad, cuya apreciación es aún mas especifica al determinar que se logró probar que éste fue 
determinante en la libertad del secuestro de la menor por la cual se encontró privado de la libertad, es decir; 


















Triviño y Rodrigo 
Escobar Gil. 
Caso 
Demanda de inconstitucionalidad contra el  artículo 4º parágrafo 2º y el artículo 
53 (parcial) de la Ley 610 de 2000, por la cual se establece el trámite de los 
procesos de responsabilidad fiscal de competencia de las contralorías. 
Problema jurídico 
Si los criterios de imputación del dolo y la culpa grave consagrados en el artículo 90 
inciso 2º de la Constitución Política, se aplican exclusivamente a los casos en que el 
Estado es condenado a la reparación de daños antijurídicos causados a particulares; 
o sí, por el contrario, se aplican a todas las modalidades de responsabilidad 
patrimonial de los servidores públicos frente al Estado, en particular a la fiscal, aún 
en el evento en que ésta última no tenga fundamento en el citado artículo 90 
Superior. 
Sujeto de especial 
Protección 
     NO  
Sentencia 1ª Instancia 
Sentencia 2ª Instancia 
X 
Revisión 
Hechos relevantes en el caso 
 Aquellos consistentes en las intervenciones hechas por la 
Contraloría General de la Nación, Ministerio del Interior, 
Programa de la presidencia anticorrupción y Auditoría 












 La aclaración y/o intepretación 
constitucional de la palabra 
demandada, en concordancia con el 
artículo 90 de la Constitución 




parágrafo 2º del 
artículo 4º de la Ley 
610 de 2000 y la 
expresión “leve” 
contenida en el 
artículo 53 de la Ley 
610 de 2000.  
 
Ordenes explícitas 




Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 

















Constitución Política de Colombia.  
Ley 610 del 2000.  
 
Ratio decidendi 
Destaca la Corte Constitucional que aún cuando 
el artículo 90 superior, la acción de repetición y 
el mandato descrito en el artículo 124 ídem, la 
responsabilidad fiscal, administrativa y 
patrimonial aunque autónomas entre si, guardan 
idéntica relación respecto de sus objetivos, como 
no solo es el propósito de indemnidad bien de 
sea de los derechos de los ciudadanos sino 
también del patrimonio público en aras de 
satisfacer las necesidades generales y los fines 
del Estado, es por ello, que la responsabilidad de 
los servidores públicos no puede ser tomada a la 
ligera pues de la declaratoria de responsabilidad 
fiscal se podrán desprender consecuencias 
lesivas como daños antijurídicos y la puesta de la 
acción de repetición por aquellos daños al 
patrimonio causados o derivados de una 
responsabilidad fiscal.  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
La Corte Constitucional que aún cuando el artículo 90 superior, la acción de repetición y el mandato descrito en 
el artículo 124 ídem, la responsabilidad fiscal, administrativa y patrimonial aunque autónomas entre si, guardan 
idéntica relación respecto de sus objetivos, como no solo es el propósito de indemnidad bien de sea de los 
derechos de los ciudadanos sino también del patrimonio público en aras de satisfacer las necesidades generales 
y los fines del Estado, es por ello, que la responsabilidad de los servidores públicos no puede ser tomada a la 
ligera pues de la declaratoria de responsabilidad fiscal se podrán desprender consecuencias lesivas como daños 
antijurídicos y la puesta de la acción de repetición por aquellos daños al patrimonio causados o derivados de 
una responsabilidad fiscal. 
 
Luego que, ante un caso como el ocurrido, configura claramente los elementos esenciales e ineludibles del 
deber de reparación del daño antijurídico, como sería el daño que irrumpe el equilibrio de las cargas publicas, 
que surge y depende de la acción u omisión del Estado qué por consiguiente el mismo desenlace lesivo de los 















La ciudadana Emilse Margarita Palencia Cruz presenta demanda de 
inconstitucionalidad contra el artículo 50 (parcial) de la Ley 80 de 1993. 
Problema jurídico Según la demandante, la Constitución establece de manera clara que el fundamento 
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de la responsabilidad patrimonial del Estado es el daño antijurídico, mientras que el 
artículo impugnado señala que en materia contractual el Estado responderá 
patrimonialmente por los daños que sean imputables a la acción o a la omisión 
antijurídicas de las autoridades públicas. A juicio de la actora, la norma consagra 
una responsabilidad contractual del Estado que depende de la legitimidad de la 
conducta que el agente del Estado despliegue y no de la existencia de un daño 
antijurídico imputable al Estado, razón por la cual la anterior disposición contradice 
el artículo 90 que establece el fundamento de la responsabilidad patrimonial del 
Estado. Por el contrario, según los intervinientes y el Ministerio Público la norma 
acusada no sólo armoniza con lo preceptuado por el artículo 90 superior sino que, 
además, arguye uno de los intervinientes, la responsabilidad estatal por daño 
antijurídico es propia del campo extracontractual y no del contractual,  por lo cual su 
invocación no es pertinente, por cuanto el artículo 50 de la Ley 80 de 1993 regula la 
responsabilidad estatal en materia contractual. 
Sujeto de especial 
Protección 
     NO  
Sentencia 1ª 
Instancia 
Sentencia 2ª Instancia 
X 
Revisión 
Hechos relevantes en el caso 
  
 Las intervenciones del Ministerio de Hacienda y Crédito Pública, intervención ciudadana y 





Las obrantes en 







 La declaratoria de 
inconstitucionalidad parcial del 
artículo 50 de la ley 80 de 1993.  
Decisión 
Declarar EXEQUIBLE la frase "las entidades 
responderán por las actuaciones, abstenciones, 
hechos y omisiones antijurídicos que les sean 
imputables y que causen perjuicio a sus contratistas" 
del artículo 50 de la Ley 80 de 1993, con base en las 








Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 











Constitución Política de Colombia.  
Ley 80 de 1993.  
Ratio decidendi 
la Corte considera que la expresión acusada no 
vulnera en sí misma la Constitución, siempre y 





Guía Nº 27. Sentencia C - 163. 2008.  
 
aplicación directa del artículo 90 de la Carta al 
ámbito contractual. En cambio, la disposición 
impugnada puede generar situaciones 
inconstitucionales si se concluye que el artículo 
50 de la Ley 80 de 1993 es el único fundamento 
de la responsabilidad patrimonial del Estado en 
materia contractual, por cuanto ello implicaría 
una ilegítima restricción del alcance del artículo 
90 que, como se ha visto, consagra una cláusula 
general de responsabilidad que engloba los 
distintos regímenes en la materia. Por ello la 
Corte declarará la citada expresión exequible, 
pero de manera condicionada, pues precisará que 
el artículo 50 de la Ley 80 de 1993 no constituye 
el fundamento único de la responsabilidad  
patrimonial del Estado en el campo contractual, 
por lo cual el artículo 90 de la Constitución es 
directamente aplicable en este campo. 
 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
 Aun cuando la demandante sólo acusó la expresión "las entidades responderán por las actuaciones, 
abstenciones, hechos y omisiones", lo cierto es que la misma no podía ser estudiada sin analizar globalmente la 
frase de la cual hace parte, pues forma con ella una unidad inescindible de sentido. Por ello la Corte declarará 
exequible toda la primera frase del artículo 50 de la Ley 80 de 1993, en el entendido de que ella debe ser 
interpretada en consonancia con el artículo 90 de la Constitución, puesto que esa norma constitucional se aplica 















En ejercicio de la acción pública consagrada en el artículo 241 de la Constitución 
Política, el ciudadano Franky Urrego solicitó ante esta Corporación la declaratoria 
de inconstitucionalidad del inciso 3° del artículo primero de la Ley 1142 de 2007 
“Por medio de la cual se reforman parcialmente las Leyes 906 de 2004, 599 de 
2000 y 600 de 2000 y se adoptan medidas para la prevención y represión de la 
actividad delictiva de especial impacto para la convivencia y seguridad 
ciudadana.” 
Problema jurídico 
Corresponde a la Corte determinar si el inciso final del artículo 1° de la Ley 1142 de 
2007, al disponer que “En todos los casos se solicitará el control de legalidad de la 
captura al juez de garantías, en el menor tiempo posible, sin superar la treinta y seis 
(36) horas siguientes”, contempla un estándar menor de protección a la libertad al 
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que se deriva de los mandatos de los artículos 28 inciso 2° y 250.1 inciso tercero de 
la Constitución, conforme al cual el plazo perentorio de 36 horas está previsto para 
poner la persona privada de la libertad a disposición del juez competente (28), y 
efectuar el correspondiente control de legalidad de la aprehensión (250.1). 
Sujeto de especial 
Protección 
     NO  
Sentencia 1ª 
Instancia 
Sentencia 2ª Instancia 
X 
Revisión 
Hechos relevantes en el caso 
  











 La declaratoria de 
inconstitucionalidad del 
inciso 3° del artículo 
primero de la Ley 1142 de 
2007 “Por medio de la 
cual se reforman 
parcialmente las Leyes 
906 de 2004, 599 de 2000 
y 600 de 2000 y se 
adoptan medidas para la 
prevención y represión de 
la actividad delictiva de 
especial impacto para la 
convivencia y seguridad 
ciudadana.” 
Decisión 
Declarar EXEQUIBLE el inciso tercero del 
artículo 1° de la Ley 1142 de 2007, que modificó 
el artículo 2° de la Ley 906 de 2004, en el 
entendido que dentro del término de treinta y seis 
(36) horas posterior a la captura, se debe realizar 
el control efectivo a la restricción de la libertad 
por parte del juez de garantías, o en su caso, del 
juez de conocimiento. 
Ordenes explícitas 




Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
 
Impulso investigaciones disciplinarias 
 












Sin embargo, tal como se demostró en el aparte 5 de esta sentencia una visión sistemática de 
la configuración legal de la institución del control judicial de la captura, como acto material 
de aprehensión de la persona, en cualquiera de sus modalidades (como consecuencia de una 
autorización judicial previa, en virtud de la flagrancia, o en ejercicio de facultades 
excepcionalísimas de la Fiscalía) permite afirmar que el término de treinta y seis (36) horas 








En atención a la justificación y tipo de investigación pautado en el desarrollo del presente 
trabajo, siendo una investigación socio jurídica – descriptiva sobre el régimen constitucional 
de Responsabilidad patrimonial del Estado descrita en el artículo 90 de la Constitución 
Política, es decir, de los daños antijurídicos causados por sus agentes por la acción u omisión 
en el desarrollo de la prestación de los servicios públicos en sentido amplio, pues tanto los 
deberes como fines del Estado comprenden aquellos servicios generales y específicos que 
deberá el aparato estatal garantizar a todos sus administrados.  
 
Aunado a lo anterior,  específicamente corresponde al estudio del desarrollo de la 
institución de la reparación del Estado por los daños antijurídicos que le fueren imputables en 
atención a los casos de privación injusta de la libertad, derivada tanto de la actuación legitima 
como ilegitima de la administración de justicia en aras de mantener el bienestar social y 
protección del bien general.  
 
Luego, el deber de reparación del Estado del daño antijurídico es dable siempre y 
cuando este sea imputable en cumplimiento y acreditación de la imputación fáctica y jurídica 
suministrar un límite temporal para que se lleve a cabo el control de legalidad y evitar las 
privaciones arbitrarias de la libertad. 
  
Esta interpretación es congruente no solamente con una visión sistemática de las normas 
procesales que regulan el control de legalidad de la captura, sino también con el carácter 
restrictivo en la interpretación de las disposiciones que prevén afectaciones a la libertad. Es 
además, la única que resulta compatible con los postulados constitucionales pro libertati, y 
reserva legal y judicial de las restricciones a la libertad, en cuyo marco es inadmisible una 
privación de la libertad que no cuente con la definición de un plazo para el respectivo 
control de su legalidad, que conforme a los mandatos constitucionales tiene un límite 
máximo de treinta y seis (36) horas. De manera que la interpretación del precepto en el 
sentido aquí señalado resulta acorde con la Constitución. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
 Sin embargo, la configuración semántica de la disposición legal admite varias interpretaciones, entre ellas la 
que da origen a la demanda, la cual se muestra evidentemente contraria a la Constitución, la Corte proferirá una 
sentencia interpretativa declarando la constitucionalidad condicionada del inciso tercero del artículo 2° de la 
Ley 906 de 2004 tal como fue modificado por el artículo 1° de la Ley 1142 de 2007, en el entendido que dentro 
del término de treinta y seis (36) horas previsto en la norma se debe efectuar el control efectivo a la restricción 
de la libertad por parte del juez de garantías o el juez de conocimiento, si la captura se efectúa en la fase del 




del hecho dañino y sus efectos, generando así el rompimiento del equilibrio de las cargas 
publicas como aquel menoscabo que la víctima no se encuentra en la obligación de soportar, 
como sería el caso, de la privación injusta de la libertad que tiene un desenlace favorable a la 
libertad de la víctima directa dentro del ámbito de lo contencioso administrativo.  
 
Por consiguiente, ante la declaratoria de responsabilidad del Estado es de importancia 
establecer los lineamientos jurisprudenciales en determinación de los aspectos y principios 
aplicables a dicho deber, como sería la reparación integral, equidad y arbitrio judicial que 
dentro de nuestro sistema interno de reparación de daños legislativamente es inocuo u obsoleto 
al solo contar con tres mandatos legales que solo lo mencionan más no lo reglamenta, como lo 
son las leyes 446 de 1998, 975 de 2005 y 1448 de 2011 por medio de las cuales se estima que 
en caso de valoración de daños será indiscutible su apreciación a la luz de la reparación 
integral entendido aquella como el objetivo propia de la misma, como lo es la indemnidad de 
los efectos de la lesión al bien jurídicamente tutelado.  
 
Además, el avance jurisprudencial escala a la norma superior mediante el Bloque de 
Constitucionalidad establecido en el artículo 93 superior, por medio del cual, ante las graves 
lesiones a derechos fundamentales y aquellos derechos de especial protección cobijados en el 
derecho internacional, deberán ser reparados integralmente más allá del sistema compensatorio 
desarrollado en Colombia, al mandamiento constitucional por regla general reparar mediante 
la indemnización pecuniaria ante el mandato “responsabilidad patrimonial”.  
 
Pues en atención a los mandatos internacionales, son tomados y aplicados los 
mecanismos de reparación restaurativa en alternativa a la simple compensación del daño, en 
aras de pretender o tan siquiera cumplir lo más posible el objetivo de indemnidad del daño, o 
acercar lo más posible a la víctima al estado anterior a los efectos de la lesión del bien 
jurídicamente tutelado, que para el caso en concreto corresponde a la violación del derecho a 
la libertad, trabajo, dignidad humana, familia, buen nombre, honor, honra y todos aquellos 
conexos.  
 
Razón por la cual, la Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera del 
Consejo de Estado dispuso unificar sus lineamientos jurisprudenciales en materia de 
reparación de daños inmateriales, siendo tipificados, valorados y tasados en desarrollo de los 
principios de la reparación integral, equidad y arbitrio judicial. Dentro de los cuales se destaca 
la autonomía de los daños morales, daño a la salud y daño a los bienes constitucionales y 
convencionalmente amparados, los cuales se encuentran objetivados dentro de la modalidad de 
lesiones inmateriales.  
  
Los cuales son desarrollados a partir de los principios en mención, toda vez que el 
objetivo de la responsabilidad consiste en la indemnidad del daño antijurídico, es decir, 
devolver a la víctima al estado actual a la violación del bien jurídicamente tutelado. Luego en 
120 
 
ésta modalidad el derecho pretende su aplicación general y garantista en la materia, pues sería 
violatorio del derecho y no accesible de este, si las valoraciones de los perjuicios inmateriales 
fueran efectuadas mediante criterios objetivos y/o científicos que arrojarían resultados 
totalmente irrisorios al objetivo principal de la institución de la responsabilidad del Estado. Ya 
que sería imposible valorar y/o tasar el carácter personal del daño antijurídico en casos de 
muerte, privación injusta de la libertad e inclusive en casos de lesiones psicofísicas, pues aún 
cuando cada uno de ellos se desprenden de criterios objetivos y tangibles para apreciar su 
quantum este criterio, no es reflejado al momento de consideración, tasación y liquidación, 
pues se concluye a partir de criterios fraternales, internos, del alma y propios del pensamiento 
interno tanto de la víctima directa como de su núcleo familiar afectado.  
 
Es allí, donde en casos como los de privación injusta de la libertad, si bien es cierto, el 
carácter personal del daño es fijado a partir del tiempo en el que perduró la medida de 
detención o cualquiera que atente el bien jurídicamente tutelado de la libertad, también es 
cierto que existe el arbitrio judicial que será reflejado y/o arrojará los cotejos realizados entre 
los debidamente probado y las premisas establecidas por el precedente judicial, pues es claro 
que una persona que una persona alejada de su familia no tendrá el mismo menoscabo de 
quien siempre mantuvo una relación estrecha, y es allí donde yacen aquellos criterios internos 
de las víctimas, al presumirse la concreción del daño a partir del nivel de cercanía con la 
víctima directa.  
 
Aunado a lo anterior, es importante destacar que la institución de la responsabilidad del 
Estado obedece no solo a la simple y regla general de indemnización, sino además comprende 
aquellas premisas de prevención, interés social y optimización de los servicios públicos y de 
los recursos en aras de preservar el interés general. Dicho de otro modo, la más reciente 
unificación jurisprudencial si bien es cierto establece montos y límites en relación al petitum 
doloris, también es cierto que se amplía el espectro de la reparación integral del daño 
antijurídico, al ser catalogados como autónomos los daños morales, a la salud y daños a los 
bienes constitucionales, los cuales en la primera mención serán presumidos y eventualmente 
superados en sus montos, respecto a la salud aún cuando depende de una prueba científica que 
determine la perdida de la capacidad laboral, existen aspectos ajenos a dicha situación como 
las integridad sexual, psicológica, psiquiátrica que obedecen a aspectos que podrán ser 
evaluados objetivamente pero que corresponden a aspectos de la integridad intima de la 
víctima.   
 
En consecuencia, en ejercicio del poder público ejercido por el Estado, como lo es la 
administración de justicia en el ámbito penal, remonta tanto la obligación como cabeza, deber 
y derechos de los administrados, al pretender la consolidación de una política criminal de 
prevención que permita corregir las conductas punibles y por sobre todo, que esta resulte en un 
objetivo principal de reducción y prevención de la comisión de conductas punibles y 
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antijurídicas, todo ello, dentro del contexto de la administración de justicia que busca a rasgos 
generales la prosperidad general en materia de convivencia ciudadana.  
 
En virtud de lo expuesto y ante la claridad del concepto del “daño antijurídico” qué 
corresponde a aquellas consecuencias lesivas que irrumpan el equilibrio de las cargas publicas, 
se tiene que aún con la debida operación, debido proceso y respeto de la ley del aparato 
judicial, y que este concluya con una decisión favorable a la situación del sindicado, dará lugar 
aquella situación que aún cuando es legitima a la luz del ordenamiento jurídico, lesiona 
gravemente derechos fundamentales como la libertad y todos aquellos derechos de carácter 
fundamental que por conexidad también son vulnerados, al ser la libertad un derecho de triple 
condición, pues de este depende el goce de los demás bienes jurídicamente tutelados.  
 
Razón por la cual, el Honorable Consejo de Estado en sus más recientes decisiones 
judiciales en materia de responsabilidad del Estado por casos de privación injusta de la 
libertad, amplió aquella apreciación de aquel deber más allá de las situaciones descritas en el 
artículo 414 del Decreto 2700 de 1991, pues bastará que el demandante o víctima directa de 
lesión del derecho a la libertad, acredite que la decisión de la justicia penal es favorable a su 
libertad, sin mediar la obligación de probanza del desbordamiento y/o extralimitación de los 
agentes que intervienen en la privación injusta de la libertad.  
 
Concluyendo entonces qué al ser el daño antijurídico el elemento esencial e intrínseco de 
la responsabilidad, será protector de los derechos a la administración de justicia, reparación 
integral e igualdad, que se pruebe el desequilibrio de las cargas publicas y no la falla en la 
prestación del servicio, pues como se mencionó, el deber no solo recae de las fallas y/o errores 
judiciales  sino también del actuar legitimo del Estado; evacuando que para el presente caso 
será declarada la responsabilidad del Estado por el daño especial causado bajo el régimen de 
responsabilidad objetiva.  
 
Situación superada en cuanto a la consolidación del régimen de responsabilidad del 
Estado, el cual determina dos supuestos claramente identificables, pues aún cuando el agente 
captor, acusador y juzgador procedan en apego a los lineamientos establecidos por la ley, 
quiere decir que ellos obran en amparo de la ley en cumplimiento de objetivos estatales que 
interesan el bien general, no obstante, si de este actuar legitimo se configura la materialización  
del daño antijurídico y este es imputable al Estado, es dable inferir que se encuentra frente a 
un título de imputación por daño especial; diferente del actuar desproporcional y contrario a 
derecho que concluye sin lugar a interpretaciones aisladas que corresponde a una falla en la 





LA VALORACIÓN DEL PERJUICIO INMATERIAL UNIFICADO PARA LA 
PRIVACION INJUSTA DE LA LIBERTAD DESDE LA JURISPRUDENCIA DEL 
CONSEJO DE ESTADO EN COLOMBIA 
 
 
Alcance de los principios rectores adoptados para el establecimiento de los parámetros de 
liquidación de perjuicios inmateriales dentro del régimen constitucional  
de reparación administrativa del Estado 
 
 
Historia de la responsabilidad Civil Extracontractual. 
 
 
Ahora bien, la historia de la responsabilidad civil señala sus principales etapas de las 
cuales marcan su ejercicio y la necesidad de sus respectivas evoluciones, en donde data que 
inicialmente la responsabilidad tuvo origen en la venganza con actos desproporcionados en 
relación con el daño causado, pues anteriormente la sociedad se encontraba organizada en 
clanes y aquel fundamento de responsabilidad se manifestaba de un grupo en contra de otro, 
razón por la cual su resultado en realidad no cumplía aquel objetivo de reparación, 
compensación y restauración del daño sufrido sino por el contrario, ocasionaba más daños .  
 
Posteriormente, la responsabilidad evolucionó dentro del ámbito del derecho con la 
aplicación de “La ley del Talión” en donde su fundamento de responsabilidad yació en la 
premisa del “ojo por ojo y diente por diente” reflejado en mateo 5:30 de la biblia cristiana, que 
aunque manifestaba cierto criterio de proporcionalidad, equidad y apego entre el daño causado 
y su venganza, ello tampoco reflejaba el fin primigenio de la responsabilidad, pues el hecho de 
aplicar una pena igual al daño sufrido, no comprendía aquellos criterios de reparación, 
indemnización y/o compensación.  
 
Razón por la cual surgió la necesidad de erradicación de la venganza como fundamento 
de la responsabilidad y por consiguiente, la aplicación de un subrogado pecuniario en virtud al 
daño padecido, siendo los primeros ápices de lo que en la actualidad se conoce como los 
efectos de la reparación integral en materia de daños; el cual requería un acuerdo previo entre 
el agresor y la víctima para así concluirse como una especie de compensación (Guerra Débora, 
2016). 
 
Que posteriormente fue reemplazado con la aplicación del Código Hammurabi por 
medio del cual según lo menciona la Doctora Débora Guerra, este incorporó además de 
sanciones físicas al agresor, sanciones pecuniarias por medio de las cuales se pretendió la 
implementación de castigos ejemplares que acrecentaban la reparación respecto del daño 
causado, por ejemplo: “si un hombre roba un buey, oveja, o cerdo de un templo o palacio 
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pagara treinta veces lo robado, o si el robo se lo hacían a un hombre libre entonces debía pagar 
diez veces; o si se vendían artículos perdidos o robados el comprador podía cobrar doce veces 
el valor al vendedor; o por ejemplo si un mercader es engañado por su agente quien le niega 
haber recibido la mercadería enviada, será indemnizado con seis veces el valor de los bienes.” 
(p. 21). 
 
Aquella época empezó a tomar forma en el ámbito jurídico y conocido actualmente en 
materia de responsabilidad, con la incursión de la Ley de las XII Tablas, por medio de la cual 
se expidió el ordenamiento legal que regía la convivencia en sociedad de los ciudadanos 
Romanos, la cual resaltó la obligación de reparar el daño al bien jurídicamente tutelado 
siempre y cuando este fuere injusto a los derechos e intereses de la víctima.   
 
Después, apoyó y evolucionó en la aplicación de la Lex Aquilia la cual apoyada en la 
Ley de las XII Tablas en materia de obligaciones y deberes de comportamiento en sociedad, 
desarrolló el tema de la responsabilidad civil extracontractual, al definir dos situaciones 
necesarias como lo era el hecho contrario a la ley llamado inuria y que con ello, conllevara a 
la sanción pecuniaria que pretendía a ser ejemplarizante a fin de evitar futuros actos dañinos, 
pues su sanción podría decirse que era totalmente irrisorio respecto del daño causado.  
 
Sin embargo, como lo menciona la Doctora Débora Guerra, la inuria además de 
comprender aquellos actos lesivos a los bienes corporales, también comprendió el 
desconocimiento de la ley respecto de aquellos deberes que toda persona debía realizar y que 
con su omisión automáticamente se configurara un hecho dañino a los intereses de otra 
persona, razón por la cual se interpretó el responsabilidad derivada de los hechos, actos u 
omisiones.  
 
En consecuencia, no existía distinción entre el derecho civil y el derecho penal en 
relación con todos los hechos, actos u omisión dañinas, sino únicamente se distinguió entre los 
delitos públicos y los delitos privados, siendo los primeros aquellos que afectaban el 
conglomerado social y su respectiva medida de responsabilidad sancionatoria abordaba los 
aspectos a la integridad personal o pecuniarias, en los segundos, se señalaron aquellos que 
afectaron directamente la integridad y el patrimonio de la persona como: la inuria  (daño a la 
persona), furtum (hurto), rapiña (hurto con violencia) y damnun inuria dactum (daño a las 
cosas y daño injusto); los cuales como se mencionó inicialmente, comprendieron sanciones 
ejemplarizantes que eran duplicadas y/o triplicadas respecto del daño causado, resolviendo 
entonces sanciones punitivas y pecuniarias respectivamente. 
 
Al respecto, no existió distinción del derecho civil y derecho penal por lo tanto sus 
sanciones en el aspecto de la responsabilidad, también se encontraban en cierta medida 
mezclados entre su fundamento legal como en su resultado sancionatorio, razón por la cual, 
fue necesidad de la jurisprudencia determinar e individualizar sus fundamentos, derechos, 
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obligaciones y deberes de los administrados y sus consecuencias bien sea sancionatorias u 
obligaciones derivadas del deber de responsabilidad del daño causado; cuyo establecimiento 
de la jurisprudencia fue vital e inherente del desarrollo de la responsabilidad civil por tres 
grandes aspectos que explica la Doctora (Guerra Débora, 2016): “a) su independencia del 
poder político y de la influencia del Estado romano; b) la ausencia total de formalismo en el 
ejercicio de su actividad de asesoría y consejo, que le permitió adaptarse a los cambios 
políticos experimentados en Roma durante cinco siglos de vigencia de la época clásica; c) su 
extraordinaria flexibilidad derivada de la utilización de un sistema casuístico en la solución de 
los conflictos evitando la formulación abstracta de principios generales incontrovertibles que 
obstaculizan el desarrollo del derecho (p. 21).” 
 
Con la consolidación de la jurisprudencia como fuente de derecho en materia de 
responsabilidad de daños, el derecho romano estableció los inicios de la responsabilidad civil 
extracontractual al diferenciar el derecho penal del derecho civil, diferenciando las 
obligaciones, delitos, contratos y sanciones punitivas, para decantar mediante la consolidación 
del DIGESTO lo que fue el primer gran avance en materia de responsabilidad civil 
extracontractual, es decir; como lo menciona la Doctora Débora Guerra, fue la despenalización 
del derecho privado. (p. 26).  
 
Cuyo avance más significativo y aplicable actualmente en materia de responsabilidad 
civil extracontractual, es el Código Napoleónico que en el ordenamiento jurídico colombiano 
es consignado mediante la Ley 57 de 1887 por medio del cual se expidió el Código Civil, en 
donde además se definen la fuentes de las obligaciones y/o responsabilidades al prescribir en 
el artículo 1494: “Las obligaciones nacen, ya del concurso real de las voluntades de dos o más 
personas, como en los contratos o convenciones; ya de un hecho voluntario de la persona que 
se obliga, como en la aceptación de una herencia o legado y en todos los cuasicontratos; ya a 
consecuencia de un hecho que ha inferido injuria o daño a otra persona, como en los delitos; 
ya por disposición de la ley, como entre los padres y los hijos de familia.”; qué 
específicamente en materia del objeto de estudio que se desarrollará a continuación, destacan 
los fundamentos normativos de la responsabilidad prescritos en los artículos 2341 y ss. del 
Código Civil Colombiano.   
 
 
La responsabilidad Civil Extracontractual. 
 
En un aspecto general se podría definir como aquella obligación adquirida por la personal al 
momento de reconocer las consecuencias de un acto, como aquella responsabilidad derivada 
del trabajo, hacía los hijos, hacía los padres, responsabilidades económicas y todas aquellas 
derivadas del diario vivir de quien convive en sociedad, es decir, siendo una cualidad 




Luego, en el ámbito jurídico podría concebirse como el cumplimiento de todas aquellas 
obligaciones adquiridas por quienes pactan un acuerdo, en donde se obligan a lo allí 
establecido so pena de la exigencia de responsabilidad como consecuencia del incumplimiento 
de las obligaciones adquiridas.  
 
Concepto que es definido por la Real Academia Española como: “2. f. Deuda, 
obligación de reparar y satisfacer, por sí o por otra persona, a consecuencia de un delito, de 
una culpa o de otra causa legal., 3. f. Cargo u obligación moral que resulta para alguien del 
posible yerro en cosa o asunto determinado y 4. f. Der. Capacidad existente en todo sujeto 
activo de derecho para reconocer y aceptar las consecuencias de un hecho realizado 
libremente.” 
 
Definiciones que subsumen las apreciaciones mencionadas inicialmente aquellas 
insinuaciones en el ámbito personal y jurídico, en donde la última permite inferir la semejanza 
que acarrea la responsabilidad con los aspectos de venganza, sanción, castigo, retribución y/o 
compensación que dentro del sistema de responsabilidad civil del Estado recae en los daños 
causados por la acción u omisión de la prestación de los servicios públicos.  
 
Pues de los avances históricos, se concluye que los objetivos de la responsabilidad civil 
extracontractual se podrán colegir con la importancia y relación de la trilogía de ULPIANO a 
los mandatos inherentes para la regulación de la conducta en sociedad, al manifestar que una 
sociedad será consecuente con el ordenamiento jurídico siempre y cuando tengan como 
objetivos principales vivir honestamente, no dañar a nadie y dar a cada quien lo suyo.  
 
En consecuencia, la responsabilidad civil extracontractual corresponde a una institución 
jurídica consistente en los efectos sancionatorios y/o condenatorios por medio del cual se 
pretende la reparación del daño causado a otro, bien sea personal o material, pues lo relevante 
será que la sanción y/o condena sea equitativa, proporcional y adecuada entre el hecho dañino 
y el resultado que lesiona el bien jurídicamente tutelado.  
 
Cuya institución precisa suposiciones que expresamente no son observadas, pues esta 
dentro del ámbito del comportamiento y la necesidad de la convivencia en sociedad, desprende 
que la misma es un deber jurídico de cada una de las partes involucradas, que en el caso en 
concreto para el Estado sería inherente a su organización del poder público, distinto del 
administrado de quien se convierte en una obligación al momento de ser el actor del resultado 
que efectúa el daño, es decir, deriva de los conceptos de las obligaciones y sus respectivas 
fuentes dentro de las cuales orbita cada una de las posibilidades de lesión; además de contener 
consigo un efecto puramente sancionatorio que con el desarrollo del derecho y las necesidades 
sociales este trae un efecto generalmente pecuniario y/o simbólico en proporcionalidad al 
daño, y aquel efecto de reciprocidad concerniente en las garantías que otorga la ley para quien 




Así como es definido por el tratadista (Henao Juan Carlos, 1998) como: “la obligación 
de indemnizar un daño que ha sido causado injustificadamente a una persona y que tiene como 
objetivo la reparación de los daños antijurídicos o ilícitos.” (p. 88). 
 
Similarmente conceptuado por  (Tamayo Jaramillo Javier, 2007) como: “es la 
consecuencia jurídica en virtud de la cual quien se ha comportado en forma ilícita debe 
indemnizar los daños que con esa conducta ilícita ha producido a terceros. Todo daño debe 
tener un responsable y todo riesgo un garante.” (p. 128).  
 
Cuya definición en síntesis observa expresar el mismo objeto y propósito de la 
responsabilidad en el ordenamiento jurídico interno, al ser referida en el artículo 2341 del 
Código Civil como: “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es 
obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa 
o el delito cometido” 
 
Definición que también es reflejada en el expreso mandato constitucional al referir en su 
artículo 90 qué: “El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le 
sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.”, es decir, 
cuando el Estado cause un daño que el administrado no se encuentra en la obligación de 
soportar, este bajo la consecuencia sancionatoria deberá reparar patrimonialmente el 
menoscabo al bien jurídicamente tutelado, el cual más que diferir de las definiciones hechas 
por la doctrina, es complementada con la incursión del desequilibrio de las cargas públicas, 
razón por la cual, la responsabilidad civil extracontractual no solo rodea la acción dolosa o 
culposa, sino también las omisiones previstas en la ley reflejadas en los bienes jurídicamente 
tutelados.  
 
En consecuencia, se entiende que la responsabilidad extracontractual del Estado se 
desprende del precitado fundamento constitucional, y desarrollada por la Jurisprudencia del 
Consejo de Estado la cual es adecuada a lo que significa hoy en día, al ser definida en la  
(Sentencia Reparación Directa, 34928, 2017) como: “la cláusula general de la responsabilidad 
extracontractual del Estado tiene como fundamento la determinación de un daño antijurídico 
causado a un administrado, y la imputación del mismo a la administración publica tanto por la 
acción, como por la omisión de un deber normativo,” pues en el aspecto de la responsabilidad 
en el sector público será pertinente únicamente que el daño causado sea antijurídico y esta sea 
imputable al Estado, para así considerarse la responsabilidad extracontractual.  
 
 




La consolidación de la responsabilidad del Estado en la ley tuvo sus inicios con los avances y 
desarrollos generados a partir de la responsabilidad civil desde la perspectiva del derecho 
privado, en donde su interpretación y aplicación se encontró inicialmente en manos de la 
Corte Suprema de Justica, con apoyo en el Código Civil exactamente en los artículo 2341, 
2347 y 2349 junto con el fundamento del artículo 16  de la Carta Política Nacional de 1886 
aceptando en principio los daños causados por amos, padres y patronos con fundamento en la 
culpa, es decir una responsabilidad subjetiva que se desarrolló bajo el criterio de la 
imputación de la falla del servicio que evolucionó en la responsabilidad objetiva, que obedece 
su fundamento únicamente a partir del daño antijurídico como elemento principal del deber 
de responsabilidad. 
 
Posteriormente a finales del siglo XIX se ahondó en la institución de la responsabilidad 
administrativa del Estado, que a partir de la ley 1º del 31 de junio de 1823 reconoció el deber 
de reparación de daños causados por la administración, únicamente por daños originados en el 
desarrollo de obras públicas, junto con los derivados de las expropiaciones como 
consecuencia de las guerras civiles, cuya responsabilidad se encaminó únicamente al 
reconocimiento del derecho pretendido tal como lo expuso el artículo 33 de la Constitución 
Política Nacional de 1886, toda vez que los daños ocasionados por los agentes en 
representación y/o cumplimiento de funciones públicas previa comprobación de la culpa, 
configuraban la obligación de reparar a la víctima,  tal como lo menciona (SAAVEDRA 
BECERRA 2011): “Como estos procesos se consideraban de carácter civil, en la medida en 
que se fue abriendo paso a la idea de que las victimas de daños por actuaciones estatales 
tenían derecho a ser compensadas, la tendencia obvia fue desde un principio aplicar el Código 
Civil y sus normas en materia de responsabilidad por culpa, considerando al Estado como una 
especia de persona jurídica.”(p. 96). 
 
Sin embargo, fue solo hasta la Constitución de 1991 en donde se le otorgó completo e 
integro respaldo constitucional a la responsabilidad del Estado, en donde no solo comprendió 
la expresión positiva consagrada en el artículo 90, sino además a la complementación de un 
régimen de responsabilidad de los daños ocasionados con las actuaciones del Estado que se 
complementan a partir del engranaje  de los principios y funciones administrativas, así como 
lo expresa (SAAVEDRA RAMIRO 2011): “En sentido estricto la responsabilidad patrimonial 
del Estado y en particular de la Administración abarca todas las situaciones en las que se 
producen daños y perjuicios derivados del ejercicio de potestades publicas encaminadas 
directamente al sacrificio de situaciones jurídicas individuales de contenido patrimonial.” (p. 
141) 
 
 No obstante, el avance no solo comprendió el expreso respaldo constitucional 
otorgado, fue también la nueva estructura adoptada para la responsabilidad patrimonial del 
Estado la cual fue consignada en el artículo 90 que reza: “El Estado responderá 
patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o 
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la omisión de las autoridades públicas.” En donde claramente se observa el comportamiento 
pecuniario como medio de reparación principal del daño antijurídico, adopción tomada del 
derecho Español desarrollada por el erudito en el tema el profesor (GARCÍA DE ENTERRÍA 
JAVIER 1984) el cual en su obra sobre los principios de la nueva ley de expropiación definió 
el daño antijurídico como aquel: “que el titular del patrimonio considerado no tiene el deber 
jurídico de soportarlo, aunque el agente que lo ocasione obre el mismo con toda licitud.” (p. 
176) 
 
 Entonces se tiene que más allá del respaldo constitucional otorgado a la reparación de 
daños causados por la administración, fue la consolidación del daño antijurídico como primer 
elemento e intrínseco en materia de responsabilidad patrimonial del Estado, toda vez que la 
expresión “El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables,” subsume el más importante avance en la materia pues antes de la constitución de 
1991 no se habló del daño antijurídico como aquel que irrumpe el equilibrio de las cargas 
publicas sino únicamente del daño como menoscabo o lesión del bien jurídicamente tutelado 
que se encuadrase en las imputaciones materiales y jurídicas desarrolladas para la época.  
 
 Razón por la cual, no pudo ser más exacta la intención de la Asamblea Constituyente la 
cual desde un principio pretendió no solo el respaldo constitucional a la responsabilidad del 
Estado, sino además la implementación de un nuevo sistema más inclusivo en donde se 
abarcara cada uno de los títulos de imputación desarrollados y no únicamente la 
responsabilidad subjetiva siendo la imperante en el régimen anterior, configurándose un 
avance adicional en la materia como lo fue la estructuración de la responsabilidad patrimonial 
del Estado desde la perspectiva de la responsabilidad directa, ésta interpretada estrechamente 
con la consolidación del daño antijurídico como elemento principal.  
 
 Cuyo avance en materia de imputación excede lo antiguamente desarrollado, en donde 
se tenía la falla del servicio como un titulo de imputación dentro del régimen de la 
responsabilidad subjetiva y teniendo del otro lado el daño especial y el riesgo excepcional 
dentro del régimen de la responsabilidad objetiva; situación jurídicamente superada con el 
nuevo régimen de responsabilidad patrimonial del Estado, toda vez que podrán existir 
situaciones de lesiones de derechos jurídicamente tutelados con ocasión a la mala prestación 
del servicio público y la misma se regirá dentro de los regímenes antes mencionados solo 
respecto de las implicaciones probatorias a seguir, a fin de determinar la materialización del 
daño antijurídico. 
 
 Es por ello que el informe de ponencia referente a los Mecanismos de Protección de los 
Derechos Fundamentales y del Orden Jurídico como aparece en la Gaceta Constitucional del 
lunes 20 de mayo de 1991 reza lo siguiente “En otras palabras, se desplaza el fundamento de 
la responsabilidad administrativa, del concepto subjetivo de la antijuricidad del daño 
producido por ella. Esta antijuricidad habrá de predicarse cuando se cause un detrimento 
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patrimonial que carezca de titulo jurídico valido y que exceda el conjunto de las cargas que 
normalmente debe soportar el individuo en su vida social.” 
 
 Concluyendo que con la promulgación de la constitución de 1991, la responsabilidad 
patrimonial del Estado comprende tres grandes elementos, así como expresa la Doctora 
GUERRA DEBORA 2016): “De esta norma se desprende que existe un régimen específico de 
derecho administrativo en virtud del cual: a) La responsabilidad del Estado es directa, por lo 
cual se desvanece la exigencia de requerir primero al servidor público y, sólo subsidiariamente 
al Estado; b) El Estado responde por el daño antijurídico no por la conducta dolosa o culposa 
de sus agentes y, c) En el caso de resultar condenado el Estado debe repetir contra sus 
servidores.” (p. 48).  
 
 
Alcance del principio constitucional de responsabilidad del Estado.   
 
Es necesario referirse a la constatación positiva de la responsabilidad patrimonial del Estado, 
la cual como se sabe se encuentra subsumida en el artículo 90, háblese de subsunción debido a 
los vacíos gramaticales y positivos dentro de los cuales se logra inferir que la responsabilidad 
compete tanto al ámbito contractual como extracontractual, además de sus dos principales 
elementos facticos y jurídicos como lo es la materialización del daño antijurídico y que este le 
sea imputable al Estado, bien sea por su ilicitud entendida esta por la omisión y/o 
extralimitación o por el contrario, debido al actuar licito y legitimo de la administración que 
sin embargo rompe el equilibrio de las cargas publicas.   
 
 Resultando junto con el integro respaldo constitucional , la consolidación del principio 
de responsabilidad del Estado que corresponde a la organización política y social 
implementada con la constitución de 1991 en donde ésta, se rige a partir de la interpretación 
de los derechos, deberes y obligaciones a luz del Estado Social de Derecho.  
 
 Es por ello que la Carta Política de 1991 desde su preámbulo y seguido del artículo 1º 
promueve el principio de solidaridad, así mismo en el artículo 2º y 6º se exponen los fines del 
Estado en cumplimiento de los principios, derechos y deberes por parte de la administración a 
sus administrados, además de dar claridad respecto de la responsabilidad de los particulares y 
los servidores públicos quienes serán responsables por la omisión y extralimitación de 
funciones; junto con la premisa de igualdad de los administrados ante las cargas publicas 
consignada en el artículo 13, encontrando cada uno de los anteriores la estrecha relación con el 
cumplimiento de la función administrativa constituida en el artículo 209.  
 
 Encontrándose claramente definido el principio de la responsabilidad patrimonial del 
Estado como la aspiración, guía y aspiración o mejor aún como el rector en materia de 
reparación de daños dentro del ordenamiento jurídico colombiano, el cual como lo desarrolla 
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el doctor Ramiro Saavedra en la obra “La Responsabilidad Extracontractual de la 
Administración Pública” comprende además un criterio de garantía patrimonial, preventivo y 
de control de la administración publica entendido siempre a la luz del Estado Social de 
Derecho; la cual va más allá del cambio del bien jurídicamente tutelado por plata.  
 
 Pues la expresión “El Estado responderá patrimonialmente” deriva sin lugar a 
interpretaciones aisladas que el medio de resarcimiento del daño antijurídico imputable al 
Estado es principalmente pecuniario, aunque actualmente con el principio de 
Convencionalidad aplicado mediante el Bloque de Constitucionalidad en donde se adoptan 
medios de reparación distintos al intercambio de la intensidad del bien irrogado por dinero.  
 
 Sin embargo, llevando el principio constitucional de la reparación patrimonial al 
ámbito de garantía, impone entonces como es debido al daño como el primer e ineludible 
elemento de la responsabilidad, pues será a partir de su materialización la activación del 
aparato constitucional concerniente en el estudio del bien jurídicamente tutelado irrogado, que 
variará de acuerdo a su tipología, ya que será diferente el resarcimiento pecuniario por 
expropiación al de la muerte, dentro de los cuales derivarán criterios de resarcimiento 
materiales como inmateriales con distinción en su intensidad.  
 
 Circunstancia que sujeta irrestrictamente la garantía patrimonial a las consecuencias 
lesivas del daño, así como menciona el tratadista (HENAO JUAN CARLOS 1998): “si una 
persona no ha sido dañada no tiene porque ser favorecida con una condena que correspondería 
sino que iría a enriquecerla sin justa causa. El daño es la cusa de la reparación y la reparación 
es la finalidad ultima de la responsabilidad civil.” (p. 37)    
 
 Concluyendo entonces, que el daño antijurídico es catalogado como objetivo 
únicamente respecto de la apreciación de su conducta, es decir; sin importar si el daño 
antijurídico se materializó como consecuencia de la actividad licita o ilícita dado qué 
importará únicamente, que la victima no se encuentre en la obligación legal, social y política 
de soportarlo, cuyo desenlace dependerá claramente del deber de imputación fáctica y jurídica 
que con lleve la obligación del resarcimiento a la luz del Estado Social de Derecho.  
 
 Por otra parte, el principio de la reparación patrimonial no es una camisa de fuerza aún 
cuando la reparación patrimonial del Estado con la constitución de 1991 tenga como 
fundamento principal la reparación pecuniaria del daño antijurídico; toda vez que de 
considerarse éste como el objetivo principal e ineluctable de la responsabilidad patrimonial, 
afectaría la redistribución de los recursos destinados para el bienestar de la colectividad 
encontrándose entonces, contrario al predicado Estado Social de Derecho.  
 
Por tal razón, junto con la promulgación del principio de la responsabilidad patrimonial 
del Estado, se advirtió su carácter preventivo con la inclusión de la acción de repetición 
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rezando lo siguiente: “En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de 
uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de 
un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste.” Cuya prevención se formula a partir de la ley 
678 de 2001 por medio de la cual se reglamenta la determinación de responsabilidad 
patrimonial de los agentes del Estado a través del ejercicio de la acción de repetición o de 
llamamiento en garantía con fines de repetición. 
 
Siendo también la acción de tutela consagrada en el artículo 86 y reglamentada por el 
decreto 2591 de 1991 un mecanismo que advierte y evita la amenaza de violación o resarce el 
bien jurídicamente tutelado pretendiendo la “tutela efectiva de los derechos”, de la misma 
forma la acción de cumplimiento establecida en el artículo 87 y reglamentado por la ley 393 
de 1997 que prevé el mecanismo de coerción judicial por el cual se exigirá el cumplimiento de 
una ley o un acto administrativo; del mismo modo los artículos 88 y 89 reglamentados por la 
ley 472 de 1998 que previenen la violación y/o amenaza de los derechos colectivos e 
individuales de grupos específicos de personas naturales o jurídicas.  
 
Considerando lo anterior, es el control de la responsabilidad patrimonial del Estado 
aquel parámetro que reúne los anteriores elementos, a fin de armonizar los pilares establecidos 
en la Constitución, que se encuentran desde la promoción de los fines del Estado y su 
organización política y social como mandato de optimización de los demás principios, 
promocionando la tutela efectiva de los derechos, justicia e igualdad, reunidos todos ellos en el 
concepto de la administración publica visto en el artículo 229 siempre a la luz de la 
interpretación optimizadora del Estado Social de Derecho.  
 
Dicho de otra manera, el respaldo constitucional corresponde a la búsqueda de 
diligencia, celeridad, economía, participación, publicidad y acceso a una buena administración 
pública, que consigo trae la salvedad de reparación del daño antijurídico generado a causa del 
desarrollo de la administración que como se mencionó, no será siempre ilícito o ilegitimo. Por 
el contrario, su fin va más allá de la reparación desenfrenada o distribución sin sentido de los 
recursos, en efecto pretenderá en primera medida la satisfacción del interés general, tal es el 
caso que expone (SAAVEDRA RAMIRO 2011): “Pero es claro que la eficacia no se alcanza 
con la mera efectividad jurídica a través de la aplicación concreta de las normas y 
reglamentos, sino que engloba necesariamente la eficiencia en la realización material del 
interés general.”  
 
Distinguiendo entonces la garantía patrimonial de la intención y finalidad de la 
reparación patrimonial del Estado, que no es mas que el mecanismo establecido 
constitucionalmente en el que se prevé el goce de un buen funcionamiento de la 
administración publica, so pena del resarcimiento del daño antijurídico a la luz de la 






Regímenes de responsabilidad.  
 
En cuanto a la Responsabilidad del Estado y su análisis aplicativo en el caso concreto del 
artículo 90, que al mencionar: “El Estado responderá patrimonialmente por los daños 
antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades 
públicas.”, sería impertinente no mencionar su clasificación en tal sentido, encontrándose por 
un lado la responsabilidad subjetiva la cual vale su imputación no a partir del resultado o daño, 
sino por el contrario de acuerdo a la calificación de la conducta culposa o dolosa que lo causó. 
Y por otro lado la responsabilidad objetiva siendo contraria el análisis de su validación, la cual 
estudia el daño y/o antijuricidad del resultado sin importar las circunstancias de la conducta 





También conocida como responsabilidad por culpa y desarrollada por la doctrina como la 
teoría que admite únicamente el análisis culposo o doloso de la conducta como elemento 
principal para su imputación, aun cundo se encuentren reunidos los elementos de la 
responsabilidad, solo importará que el daño objeto de reparación haya sido consecuencia del 
actuar reprochable de la administración. 
 
 Razón por la cual, quien se considere dañado en su intimidad o patrimonio y pretenda 
obtener su reparación, deberá acreditar no solo la vulneración del bien jurídico valido en 
amparo al grado de tolerancia establecido por la ley, sino que junto con ello deberá justificar 
irrestrictamente que quien causó el deterioro del bien jurídicamente tutelado actuó con culpa y 
dolo, pudiéndose entender vagamente como aquella actuación ilegitima en el desarrollo de la 
prestación de los servicios públicos. Apreciación anterior que implica una carga probatoria a 
quien pretenda obtener la reparación del bien jurídico quebrantado.  
 
Como concluye la (Doctora GUERRA DEBORA 2016): “Así, una vez constatada la 
presencia de estos tres elementos, se está en presencia de una responsabilidad civil, la cual 
genera el deber de indemnizar los perjuicios por parte del agente generador del daño (quien 
fue el que actuó con culpa o dolo) a la víctima del mismo.” (p. 40). 
 
Posición defendida no solo en su formulación sino además en su proposición 
fundamental por los (MAZEAUD, 1997) quienes consideran ilógico hablar de imputación de 
la responsabilidad bajo un régimen distinto argumentando qué: “la culpa debe ser mantenida 
como requisito y fundamento de la responsabilidad civil. Tal es el principio: no hay 







Este régimen también conocido como teoría del riesgo, enfoca y valida su análisis de 
imputación en el resultado de la conducta sin mediar previa calificación de la circunstancia 
que originó la consecuencia, es decir; importará únicamente que el resultado de la conducta 
bien sea legitima o ilegitima produzca la lesión de un bien jurídicamente tutelado que irrumpa 
el equilibrio de las cargas publicas, esto en aplicación del régimen constitucional de 
responsabilidad actual.  
 
Tal es el caso, que la responsabilidad objetiva centra el fundamento de su análisis más 
allá de cualquier determinación o calificación subjetiva de la conducta de quien causó el daño, 
considerándolo impertinente, pues solo bastará en términos probatorios la acreditación de 
irrogación del bien jurídicamente tutelado, sin tan siquiera importar que quien lo haya 
ocasionado hubiese actuado con culpa y dolo.  
 
Así como lo describe el tratadista (Tamayo Jaramillo, 1989): “Circunstancias 
sicológicas, económicas o externas de cualquier índole, no tienen influencia para efectos de la 
responsabilidad civil. Probado el vínculo causal entre agente y daño, se produce la 
responsabilidad; simplemente, se procura equilibrar los patrimonios de víctima y agente 
responsable.” (p. 19.) 
 
Es entonces, lo decretado en el artículo 90 un régimen objetivo que desarrolla 
claramente el concepto de daño antijurídico como elemento ineludible de la responsabilidad 
patrimonial del Estado devenido de una conducta legitima o ilegitima, ya que no importarán 
las causas para su materialización sino únicamente su resultado dentro de la premisa del “daño 
que el administrado no se encuentra en la obligación de soportar”; cuyo sistema constitucional 
de responsabilidad del Estado no es más que una copia del sistema Español, adecuado a las 
circunstancias económicas, sociales, culturales y políticas del Estado. 
 
Pues el sistema Español otorga expreso respaldo Constitucional a partir del artículo 9 de 
respeto a la ley, libertad e igualdad y garantías judiciales que manifiesta: “(…)la seguridad 
jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.” y 
artículo 106 – 2 que reza: “Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán 
derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, 
salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento 
de los servicios públicos.” 
 
Observándose grandes similitudes, Colombia con la promulgación del artículo 90 
pretendió claramente despojar el análisis de ilegitimidad de la conducta como fundamento 
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principal e integrarlo en el concepto del daño antijurídico, es decir; que este versará sobre el 
resultado dañino que logre demostrar el rompimiento de las cargas públicas y por el otro lado, 
encuentra que España considera pertinente e ineludible la demostración de la lesión como 
causa de la prestación de los servicios públicas, subsumiendo la antijuricidad que aún 
habiendo sido legitima ocasiona un bien jurídico valido. Sin embargo, encuentra un avance 
legislativo con la promulgación de la ley de expropiación forzosa la cual reglamenta el 
principio constitucional de reparación patrimonial del Estado, a diferencia del Estado 
Colombiano en donde traslada dicha reglamentación al desarrollo jurisprudencial de la 





A lo largo de la historia en lo que refiere a la responsabilidad de daños, este es un concepto 
que ha generado gran revuelvo no solo por su relativa novedad, pues también implica la 
adopción de regímenes distintos a los adoptados comúnmente, en lo que tiene que ver a la 
culpa como fundamento principal del deber de responsabilidad ya que al hablarse de 
antijurídico no refiere la contraposición a la ley por el contrario expone la antijuricidad como 
aquella derivada aún de los actos al margen de la ley.  
 
Cabe resaltar que los visionarios de este concepto son el sistema Español teniendo como 
gestor al profesor García de Enterría, quien en osadía de sus conocimientos promovió lo que 
hoy en día se tiene como el más importante avance referente a la teoría de daños, planteando el 
daño antijurídico como el cimiento del deber de responsabilidad derivado de principios como 
la igualdad y equidad en la prestación de servicios públicos por parte del Estado, entendidos 
ellos en su sentir más amplio; dado que con la Constitución de  
 
Al respecto su promotor inicial lo definió como “Mientras que perjuicio en su acepción 
puramente económica o material se refiere a una disminución o perdida patrimonial 
cualquiera, para que haya lesión en sentido propio no basta que exista un perjuicio material, 
una perdida patrimonial, sino que es absolutamente necesario que ese perjuicio patrimonial sea 
antijurídico, ahora bien, esa antijuricidad no deriva de que la conducta del autor del perjuicio 
sea contraria a derecho, sino de que quien sufre el perjuicio no tiene el deber jurídico de 
soportarlo. (p. 371). 
 
Como se ha mencionado en reiteradas ocasiones, es el daño antijurídico el menoscabo, 
lesión, perjuicio, perdida, disminución, afrenta, violación, quebranto o dolor padecido sin 
ninguna justificación jurídica valida, por consiguiente irrumpe el equilibrio de las cargas 





Fue la acepción de daño antijurídico expuesto por el profesor García de Enterría o 
sistema Español el adoptado en Colombia a partir del artículo 90, en donde el factor angular es 
el daño antijurídico como elemento principalísimo e ineludible, no obstante, que sea un 
elemento intrínseco no quiere decir que por su sola materialización habrá el deber de reparar 
pues podrán existir daños antijurídicos que deberán ser soportados por el administrado, 
cobrando sentido la condición “de ausencia de validez jurídica” respecto del deterioro del bien 
jurídicamente tutelado.  
 
Otro punto importante, tiene que ver con la diferenciación circunstancial y valida del 
daño antijurídico, por un lado se matiza como un fenómeno natural que tiene como 
consecuencia la disminución o quebrando del bien jurídico al titular del derecho, por el otro la 
catalogación de que trata de un hecho jurídico que debe protegerse, mitigarse o hasta evitarse 
de acuerdo a lo establecido en el ordenamiento jurídico, de modo que no toda situación de 
daño con lleve a una recompensa indemnizatoria pues ella dependerá de la acreditación 
jurídica que establezca que dicha consecuencia efectivamente corresponde a una lesión 
reparable.  
 
Ahora bien, cabe destacar que frente a la interpretación angular mencionada, el 
Honorable Consejo de Estado ya ha tomado partida, al señalar el daño antijurídico en la 
(Sentencia Reparación Directa 30639, 2015): “ (…) es una entidad jurídica que requiere para 
su configuración de dos ingredientes: i) uno material o sustancial, que representa el núcleo 
interior y que consiste en el hecho o fenómeno físico o material (v.gr. la desaparición de una 
persona, la muerte, la lesión, etc.) y ii) otro formal que proviene de la norma jurídica, en 
nuestro caso de la disposición constitucional mencionada. En este orden, el daño antijurídico 
no puede ser entendido como un concepto puramente óntico, al imbricarse en su estructuración 
un elemento fáctico y uno jurídico se transforma para convertirse en una institución 
deontológica.” 
 
En efecto, se aprecia una vez más que el giro dado a la responsabilidad patrimonial del 
Estado no varió únicamente al respaldo constitucional luego la incorporación del daño 
antijurídico como su elemento principal e interpretación adoptada del sistema Español fue la 
que permitió la consolidación del nuevo régimen de responsabilidad, el cual únicamente no 
depende de su concreción pues la incorporación de los fines del Estado, principios de la 
administración pública y el Estado Social de Derecho reúnen las interpretaciones y desarrollos 
jurisprudenciales que lo definen. 
 
Así como el Consejo de Estado en providencia hito respecto de las primeras 
conceptualizaciones y adopciones del daño antijurídico como elemento de la responsabilidad 
del Estado en (Sentencia Reparación Directa 7.130, 1992) manifestó: “Para que exista lesión 
resarcible se requiere, sin embargo, que ese detrimento patrimonial sea antijurídico, no ya 
porque la conducta de su valor sea contraria a Derecho, sino, más simplemente, porque el 
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sujeto que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo”. 
 
Nexo de causalidad 
 
Desarrollado a partir de dos elementos, uno material y el otro jurídico, establecido el elemento 
material como aquel acto o fenómeno natural imputatio facti que con lleva al resultado de una 
situación, teniendo estrecha relación una de la otra, siendo mas preciso que la situación creada 
haya sido resultado irrestricto del acto y el elemento jurídico imputatio juris consistente en la 
apreciación del acto material a la luz del cumplimiento de requisitos que permitan achacar el 
resultado al Estado. 
 
En consecuencia, la causalidad en el ámbito material se encuentra conformada a partir de 
dos elementos propios de su desarrollo gramatical como lo son la causa – efecto concurrentes 
y dependientes uno del otro. Al respecto la jurisprudencia del Consejo de Estado ha insisto en 
dos teorías de causalidad y al mismo tiempo variado en su posición; la primera de la 
equivalencia de las condiciones, según la cual, todas las causas que contribuyen en la producción 
de un daño se consideran jurídicamente causantes del mismo. Esta teoría fue desplazada por la de 
causalidad adecuada, en la cual se considera que el daño fue causado por el hecho o fenómeno 
que normalmente ha debido producirlo; se ha exigido, en consecuencia, que ese hecho sea 
relevante y eficiente.    
 
En el ámbito jurídico más exactamente en materia de responsabilidad, es claro observar 
que el artículo 90 determina el cumplimiento de los requisitos tanto material como jurídico al 
rezar: “El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.” Es decir, que el 
daño será imputable siempre y cuando este haya sido causa de la acción o la omisión de las 
autoridades publicas en el ejercicio de la prestación de servicios públicos, cuyo factor 
determinante dependerá del éxito de la imputación del deber de reparación.  
 
No obstante, la determinación de sus elementos imputatio facti e imputatio juris 
obedecen a los albores del derecho en donde el jurista y filosofo Han Kelsen, estableció las 
consecuencias de los actos en relación con los efectos jurídicos en aplicación de las normas en 
su ardua tarea de realización de valores y fines sociales, cuya finalidad es citada por el 
tratadista (Saavedra, 2011) quien expone: “Las leyes naturales formuladas por las ciencias de 
la naturaleza deben ser adaptadas a los hechos; por el contrario, son los hechos de acción y de 
abstención del hombre los que deben ser adaptados a las normas jurídicas que la ciencia del 
derecho trata de descubrir.” (p. 536). 
 
Aun cuando la sola materialización del hecho, acto, situación o circunstancia dañina no 
sea suficiente para la declaratoria de responsabilidad debido a la importante concurrencia de 
los elementos material y jurídico pues serán indispensables para su prosperidad; siendo 
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acertada la apreciación del tratadista (Henao, 1998) al manifestar qué: “En efecto, en algunos 
eventos no se declarará la responsabilidad, a pesar de haber existido daño. Es lo que ocurre en 
dos hipótesis: el daño existe pero no se puede atribuir al demandado, como cuando aparece 
demostrada una de las causales exonerativas; o el daño existe y es imputable, pero el imputado 
no tiene el deber de repararlos, porque no es un daño antijurídico y debe ser soportado por 
quien lo sufre.” (p. 38)  
 
Es allí donde la causalidad cobra suma importancia en el trámite de solicitud de 
indemnización del daño, pues deberá concurrir un elemento material consistente en la 
hipótesis causa – efecto y por otro lado la validez o titulo jurídico que acredite que el 
menoscabo o lesión corresponde a la configuración de un daño antijurídico y por consiguiente 
este deberá será imputado a la luz del régimen constitucional de responsabilidad patrimonial 
del Estado.  
 
En sustento de lo expuesto concluye la (Dra. GUERRA DEBORA, 2016) qué: 
“Teniendo claridad de la existencia del daño, se debe completar el proceso de imputación para 
lo cual se establecen varios pasos: i) Determinar la causa inmediata del daño (causa material o 
física), ii) atribuir esa causa material, ii) establecer cuál es el hecho dañino; iii) atribuir ese 
hecho dañino (aquel a quien le es atribuible jurídicamente el daño); iv) atribuir ese hecho 
dañino (a quien se demanda, a quien se le realiza la imputación) y v) completado el proceso de 
imputación el demandado puede exonerarse estableciendo que existió una causa extraña.” (p. 
74). 
 
A modo de conclusión el nexo causal o relación de causalidad del daño constituye un 
elemento indispensable en el proceso de declaratoria de responsabilidad patrimonial del 
Estado, aún cuando el daño sea un elemento esencialísimo debido a que su inexistencia sería 
impertinente o inocuo el estudio del deber de responsabilidad o innecesaria la puesta en 
funcionamiento del aparato contencioso administrativo, lo anterior para advertir que deberá 
también encontrarse acreditado los criterios del nexo causal entre el daño y la conducta que lo 
haya generado no con la simple intensión de encontrar los factores culposos y dolosos sino por 
el contrario, demostrar su validez de carácter jurídico  que conserve la antijuricidad del 
resultado conforme lo establece el régimen constitucional de responsabilidad.  
 
 
La relevancia de la prueba según el título de imputacón de responsabilidad del Estado 
 
Comúnmente conocido por algunos autores como el fundamento de la responsabilidad 
patrimonial del Estado, deber de responsabilidad o también desarrollado por la jurisprudencia 
del Consejo de Estado y la Corte Constitucional  como la imputatio juris, también conocido en 
los albores de la responsabilidad civil extracontractual  como los títulos de imputación que 
basaron su fundamento en la culpa y el dolo, posteriormente bajo los mismo fundamentos 
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mutando a la falla del servicio con cimiento en el código civil, cuyas apreciaciones no pararon 
para luego bajo premisas del rompimiento del equilibrio de las cargas publicas y los riesgos 
derivados de la prestación de servicios públicos complementar la falla del servicio junto con 
los títulos del daño especial y riesgo excepcional.  
 
Ahora bien, con el régimen de responsabilidad patrimonial del Estado implementado con 
la constitución de 1991 hace referencia expresa respecto del elemento en mención al rezar: “El 
Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables,” es 
decir, no solo será pertinente que exista la materialización del daño antijurídico luego deberá 
justificarse bajo un titulo jurídico valido de imputación que permita establecer que el 
menoscabo causado fue como consecuencia de la prestación tardía, defectuosa, irregular de los 
servicios públicos, o también que la lesión haya sido desproporcionada aun cuando sea 
causada en un accionar legitimo de la administración o en su defecto, que con su actuar 
ajustado a la ley haya creado un riesgo desmedido que con lleve a la materialización del daño 
antijurídico.  
 
Conforme lo expuesto, es claro que los elementos del nexo causal conforman la llamada 
imputación del daño antijurídico que con lleva al deber de reparación patrimonial del Estado, 
ya que la expresión “(…), causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.” 
hace referencia a las implicaciones materiales que derivan de acuerdo a su análisis jurídico y 
probatorios en los títulos de imputación aceptados por la jurisprudencia del Consejo de Estado 
y aplicados como falla del servicio, daño especial y riesgo excepcional que a su vez subsumen 
los regímenes de responsabilidad subjetiva y objetiva respectivamente.  
 
Es por ello que el Consejo de Estado consolidó la definición y consolidación del deber 
de responsabilidad patrimonial del Estado (Sentencia Reparación Directa 10948, 1999) 
manifestó: “Es, pues menester, que además de constatar la antijuridicidad del [daño], el 
juzgador elabore un juicio de imputabilidad que le permita encontrar un título jurídico distinto 
de la simple causalidad material que legitime la decisión; vale decir, ‘la imputatio juris’ 
además de la ‘imputatio facti.” 
 
También definido por el precedente de la Honorable Corte Constitucional en (Sentencia 
C – 619, 2002) manifestando lo siguiente: “el instituto resarcitorio se configura siempre y 
cuando: (i) ocurra un daño antijurídico o lesión, (ii) éste sea imputable a la acción u omisión 
de un ente público y (ii) exista una relación de causalidad entre el daño y la acción u omisión 
del ente público; ampliándose de este modo el espectro de la responsabilidad estatal al superar 
el postulado inicial de la falla en el servicio, para adentrarse en el ámbito del daño antijurídico 
-entendido como aquél daño patrimonial o extrapatrimonial que se causa en forma lícita o 
ilícita al ciudadano, sin que éste se encuentre en la obligación jurídica de soportarlo.” 
 
Al respecto, vale decir que las implicaciones o relevancias probatorias que ahondan los 
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títulos jurídicos de imputación varían en relación con los regímenes de responsabilidad que 
determinan e individualizan el respectivo título de imputación, esto es, que la falla del servicio 
se encuadra dentro del régimen de responsabilidad subjetiva al tener como fundamento la 
culpa y el dolo de la conducta que origina el daño antijurídico y por el contrario, el daño 
especial y riesgo excepcional encuadrado dentro del régimen objetivo que yace su fundamento 
en la apreciación única del daño antijurídico, como aquel detrimento personal o material que 
es generado a partir del rompimiento del equilibrio de las cargas publicas sin que medie previa 
calificación legitima de la actuación que lo generó.  
 
Entonces es clara la importancia que desvela el análisis de las implicaciones probatorias 
que esgrime cada caso en concreto al subsumirse su estudio de determinación de imputación 
del Estado, es decir, al evaluar el acondicionamiento idóneo del titulo jurídico valido que 
permita establecer el deber jurídico de responsabilidad patrimonial del Estado. 
 
Cuya situación se encuentra claramente establecida por Constitución y la ley 
condicionando al administrado el ruego y probanza del daño antijurídico, imputación y 
posterior reparación del detrimento causado al bien jurídicamente tutelado, complementado 
con el mandamiento procesal (Ley 1562, 2012) pues en su artículo 167 reza: “Carga de la 
prueba. Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el 
efecto jurídico que ellas persiguen.” 
 
Siendo aún más comprensible la ejemplificación de lo que se pretende concluir, 
remitiéndolo al caso en concreto objeto del presente desarrollo investigativo como lo es la 
privación injusta de la libertad determinada en el artículo 68 de la (Ley 270, 1998) que reza: 
“PRIVACION INJUSTA DE LA LIBERTAD. Quien haya sido privado injustamente de la 
libertad podrá demandar al Estado reparación de perjuicios.” Al respecto es necesario 
mencionar las dos situaciones que determina la jurisprudencia que dan lugar a la reparación 
del perjuicio antes mencionado; i) la privación injusta de la libertad cuyo perjuicio yace a 
partir de la sentencia judicial con sentido favorable al indiciado o sindicado, es decir, bien sea 
una resolución judicial con sentido absolutorio, por vencimiento de términos o bajo el 
principio del in dubio pro reo, toda vez que la captura y procesamiento de la victima fue 
materializado aparentemente en legitimidad de los parámetros penales y principios 
fundamentales. 
 
En consecuencia, se tiene que la situación mencionada corresponde a la falla del servicio 
de la administración de justicia en procesar a quien no haya cometido el delito, no haya 
logrado probar la comisión de la conducta antijurídica y permita operar el vencimiento de la 
oportunidad de judicialización o también, no haber logrado desvirtuar el principio de 
inocencia y por consiguiente la víctima solo deberá acreditar que fue sujeto de la violación de 
bienes jurídicamente tutelados que no se encontraba en la obligación de soportar, dicho de otro 
modo, corresponde a un título jurídico de imputación que aun teniendo su fundamento en la 
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culpa y el dolo es legitimado a partir del régimen de responsabilidad objetivo en el que 
únicamente importará la acreditación del daño antijurídico como lo sería la resolución judicial 
en el escenario penal.  
 
Distinto ocurre en la segunda situación ii) cuando la solicitud de reparación del perjuicio 
corresponde a la detención ilegal y arbitraria que también se cataloga como una falla del 
servicio, en este caso del agente del Estado en su función captora y a su vez de la 
administración de justicia, circunstancia que implica acreditar el actuar culposo o doloso que 
logre establecer la ilegalidad y/o arbitrariedad de la captura, dicho de otra forma, que a la luz 
del régimen de responsabilidad subjetiva se deberá demostrar que el daño antijurídico 
susceptible de reparación es imputable al Estado.  
 
Otro punto al respecto sucede en los títulos de imputación del daño especial y riesgo 
excepcional, que a manera de ejemplo se describe así: “El chofer de taxi que en el trayecto de 
una carrera es colisionado y causada su muerte junto con el pasajero, por una patrulla de 
policía que excedió los limites de velocidad e irrespetó las normas de transito, debido al 
llamado de emergencia para atender un homicidio en flagrancia”, entonces; respecto del 
pasajero se tiene que es víctima de un daño especial toda vez que la policía se encontraba en el 
desarrollo de una misión legitima, distinto sucede con el conductor que es victima de un riesgo 
excepcional al encontrarse a un riesgo latente como es la actividad de conducir vehículos. 
 
Conforme lo expuesto, se observa que sin distinción del titulo de imputación 
mencionados con antelación, el ejemplo se encuentra encuadrado dentro del régimen de 
responsabilidad objetiva en donde la implicación probatorias rondará únicamente el deber de 
acreditación del daño antijurídico que aun siendo legitimo la victima no se encuentra en la 
obligación de soportar.  
 
A manera de conclusión se observa que de acuerdo al caso en concreto, se estructurará 
en validación de un titulo jurídico valido y a su vez delimitar el régimen de responsabilidad 
aplicable que tendrá implicaciones y efectos, únicamente respecto de la apreciación del daño 
antijurídico y sus efectos a la luz de las cargas probatorias necesarias que permitan consolidar 
el deber jurídico de responsabilidad de patrimonial del Estado.  
 
 
Principio fundamental de la reparación integral dentro del régimen  








Al respecto, el objetivo principal de la responsabilidad patrimonial del Estado es reparar el 
daño antijurídico causado con la acción u omisión de sus agentes, ahora bien, toda vez que la 
pretensión principal corresponderá, bien sea a una indemnización, restauración o 
restablecimiento del bien lesionado, la cual no podrá ser inferior a la intensidad e irrogación 
del daño, material o inmaterial; como tampoco podrá ser superior al mismo debido a las 
premisas directoras del deber de reparación integral, ya que de ser menor se estaría frente a un 
empobrecimiento sin causa y por el contrario de ser mayor a un enriquecimiento sin causa, 
infiriendo claramente la estricta proporcionalidad entre el daño y la reparación a la que hubiere 
lugar.  
 
Es por ello que el daño es catalogado como aquel que establece la intensidad de la 
indemnización y/o reparación a la que hubiere lugar, que siempre deberá plantearse de manera 
integra, completa e irrestricta en lo que concierne a una debida restauración, así como lo 
manifiesta el tratadista (Henao, 2007): “la reparación del daño debe dejar indemne a la 
persona, esto es, como si el daño no hubiere ocurrido, o, al menos, en la situación más 
próxima a la que existía antes de su suceso,” y así mismo colige la regla mencionada como: 
“se debe indemnizar el daño, solo el daño y nada más que el daño.” (p. 45) 
 
Además definida por la real academia de la lengua española al describir la reparación 
como: Del lat. tardío reparatio, -ōnis 'restablecimiento, renovación'. 1. f. Acción y efecto de 
reparar algo roto o estropeado. 2. f. Desagravio, satisfacción completa de una ofensa, daño o 
injuria. 
 
Definición y objetivo principal que se plasma a partir del régimen constitucional de 
responsabilidad patrimonial del Estado, consagrada directamente en el artículo 90 y 93 de la 
Constitución Política, sin embargo, su expresa procedencia en lo que refiere al cargo de 
reparación integral como lo es la promulgación de la justicia e igualdad en el Preámbulo, la 
importancia del marco jurídico y político del Estado Social de Derecho, obligatoriedad de los 
tratados internacionales como la prohibición de mitigación de protección de derechos 
fundamentales, y por ultimo, la expresa manifestación del artículo 13 superior que indica: 
“Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de 
las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 
discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión 
política o filosófica.” 
 
Así como también lo expone la Doctora (Guerra Débora, 2016): “El concepto de 
reparación en Colombia se afianza en el Estado Social de Derecho, en los principios de la 
dignidad humana, en el ejercicio efectivo de los derechos humanos y en la materialización del 
derecho a obtener una compensación justa frente a las consecuencias derivadas de conductas 




Razón por la cual, el ordenamiento legal expone y matiza todos aquellos principios 
rectores de garantía, responsabilidad, igualdad y reparación en el deber u obligaciones a cargo 
del juez al momento de la interpretación de vulneración de derechos fundamentales o bienes 
jurídicamente tutelados sujetos de reparación, así como lo establece el artículo 16 de la (Ley 
446, 1996) que reza: “Valoración de daños. Dentro de cualquier proceso que se surta ante la 
Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, 
atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos 
actuariales.” 
 
Es por ello que la Honorable Corte Constitucional y el Consejo de Estado en el 
desarrollo y proposición de nuevas líneas de jurisprudencia en apoyo de los factores 
internacionales referentes a la protección de derechos humanos, desde el año 2007 propende 
por la transformación de la reparación integral tal como lo expone el artículo 16 de la ley 448 
de 1998, en tal sentido, no significa que hubiese desaparecido el fundamento pecuniario o 
patrimonial para la reparación del daño, sino además, se incluyeron mecanismos que buscan el 
cumplimiento pleno de su objetivo principal, que es llevar a la víctima al estado anterior de la 
ocurrencia de la lesión del derecho fundamental o bien jurídicamente tutelado, dicho de otra 
forma, retroceder la lesión como su no hubiese ocurrido.  
 
No obstante, aún cuando existen criterios diferenciadores y transformadores de la 
reparación integral, el legislador en incumplimiento de su deber legislativo y en estrecha 
relación de libertad de legislación, ha omitido abiertamente el cumplimiento del precepto de 
organización jurídica y política del Estado Social de Derecho, el Bloque de Constitucionalidad 
y la jurisprudencia al no reglamentar las tipologías, conducencias, procedencias, factores de 
valoración del daño respecto de la reparación integral y criterios objetivos que permitan la 
satisfacción plena de las problemáticas sociales y políticas del Estado, aún cuando ha 
promulgado leyes en relación a la satisfacción de las víctimas del conflicto armado interno; 
encontrándose en deuda en alusión a todos aquellos daños derivados de la legitima e ilegitima 
prestación de servicios públicos  
 
En alusión a la reparación integral de derechos humanos, ocurre con la  consagración del 
concepto de reparación integral con la expedición de la (Ley 975, 2005): “Por la cual se dictan 
disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen 
de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan 
otras disposiciones para acuerdos humanitarios.”, la cual en su artículo 8 reza: “Derecho a la 
reparación. El derecho de las víctimas a la reparación comprende las acciones que propendan 
por la restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción; y las garantías de no repetición 
de las conductas.”; destacando las medidas de reparación restaurativas de enfoque 




Posteriormente sucedió con el mecanismo establecido para la reparación de las víctimas 
del desplazamiento forzado y/o víctimas del conflicto armado interno, como un mecanismo 
que se podría conceptualizar como aquel que verdaderamente intenta o tan siquiera es el que 
más se acerca al cumplimiento del objetivo principal de la reparación integral, esto es, llevar a 
la víctima a un estado anterior a la ocurrencia del hecho dañino, pues el legislador al expedir la 
(Ley 1448, 2011): “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral 
a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones.”, describe los 
alcances de la justicia transicional referente a la necesidad de restablecimiento, prevención y 
restauración de las consecuencias del conflicto armado interno.  
 
En donde destacan principalmente los artículos 8º y 9º los alcances y las medidas de 
aplicabilidad de la ley en comento, como: “Entiéndase por justicia transicional los diferentes 
procesos y mecanismos judiciales o extrajudiciales asociados con los intentos de la sociedad 
por garantizar que los responsables de las violaciones contempladas en el artículo 3º de la 
presente Ley, rindan cuentas de sus actos, se satisfagan los derechos a la justicia, la verdad y la 
reparación integral a las víctimas, (…)” y “El Estado reconoce que todo individuo que sea 
considerado víctima en los términos en la presente ley, tiene derecho a la verdad, justicia, 
reparación y a que las violaciones de que trata el artículo 3º de la presente ley, no se vuelvan a 
repetir, (…).” 
 
Luego es pertinente aclarar la diferenciación de la reparación integral respecto de su 
procedencia, es decir, en virtud a la violación de derechos fundamentales reconocidos y 
ordenados por su especial protección internacional como los tratados internacionales 
ratificados por Colombia, y aquellos daños derivados de la prestación de servicios públicos 
por parte del Estado, bien sea por falla o el legitimo funcionamiento del aparato Estatal que 
con lleva a la irrupción del equilibrio de las cargas públicas. En tal sentido, el Consejo de 
Estado han sido enfático y diferenciador en la aplicación del principio de la reparación 
integral, en los dos escenarios posibles y su análoga aplicación, es decir, por un lado se tiene el 
deber de aplicación de mecanismos de justicia restaurativa, y del otro lado la reducción de los 
efectos de la violación referente a la responsabilidad patrimonial del Estado; dicho de otro 
modo, cuando la víctima no pueda ser llevada al estado anterior a la violación, la reparación 
integral procederá mediante mecanismos resarcitorios y compensatorios como se plasmó 
inicialmente con la responsabilidad patrimonial del Estado.  
 
Circunstancia que ha sido clara y detallada por la jurisprudencia al identificar la 
aplicación de la reparación integral en los escenarios mencionados con antelación, pues en 
(Reparación Directa 29273, 2007) rubrica: “Debe colegirse, por lo tanto, que el principio de 
reparación integral, entendido éste como aquel precepto que orienta el resarcimiento de un 
daño, con el fin de que la persona que lo padezca sea llevada, al menos, a un punto cercano al 
que se encontraba antes de la ocurrencia del mismo, debe ser interpretado y aplicado de 
conformidad al tipo de daño producido, es decir, bien que se trate de uno derivado de la 
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violación a un derecho humano, según el reconocimiento positivo del orden nacional e 
internacional, o que se refiera a la lesión de un bien o interés jurídico que no se relaciona con 
el sistema de derechos humanos (DDHH).” 
 
En conclusión, la reparación integral obedece a un principio rector que integra el deber 
de responsabilidad patrimonial del Estado consignado en el artículo 90 de la Constitución 
Política, resultando desde su expresión “patrimonial” a todas aquellas formas y mecanismos 
de reparación, bien sea indemnizatoria, compensatoria, restaurativa y/o restablecimiento de la 
lesión padecida, siempre y cuando cualquiera que se adhiera al caso de lesión sea posible.  
 
 
La reparación integral en casos de Privación Injusta de la Libertad 
 
Teniendo clara la conceptualización y alcance de la reparación integral en el sistema de 
responsabilidad patrimonial del Estado por causa de los daños antijurídicos ocasionados por la 
acción u omisión de sus agentes, es preciso estudiar su aplicación en los casos objeto del 
presente estudio, sabiendo que obedece a la reparación de un daño diferente a los que 
conforman el sistema de protección especial de los derechos humanos, pues se refiere a los 
daños antijurídicos derivados de la prestación de servicios públicos por el aparato Estatal en 
ejercicio de sus funciones inherentes. 
 
Aún cuando el bien jurídicamente tutelado lesionado con la privación injusta de la 
libertad se encuentre dentro de los derechos fundamentales por expreso mandato 
constitucional, al referir la (Constitución Política de Colombia, 1991) en su artículo 28: “Toda 
persona es libre. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o 
arresto, ni detenido, ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de 
autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por motivo previamente definido 
en la ley.”  
 
Es entonces, la libertad el bien jurídicamente tutelado que se lesiona con la medida 
restrictiva emanada de una orden judicial, que es resuelta favorablemente a la víctima, es 
decir, que toda persona que logre mantener incólume su derecho fundamental a la presunción 
de inocencia posterior o anterior a las medidas restrictivas que le fueren impuestas, es 
sometida a la vulneración de perjuicios que irrumpen el equilibrio de las cargas públicas 
configurando así el daño antijurídico susceptible de reparación.  
 
Luego el perjuicio a reparar se basa en la lesión del derecho a la libertad, buen nombre, 
honra, honor, todos aquellos conformantes del articulado de los derechos fundamentales, sin 
embargo, los efectos del daño antijurídico causado con la privación injusta de la libertad, 
como ya se mencionó, yacen del ejercicio de administración de justicia, mas exactamente de la 
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puesta en marcha y/o aplicación de los lineamientos de política criminal ante la necesidad de 
control del crecimiento de conductas delictivas.  
 
No obstante, con la promulgación de la Constitución Política de Colombia y el régimen 
constitucional de responsabilidad del Estado transcrito en su artículo 90, ya mencionado en 
tastas ocasiones, suscribe el panorama del deber constitucional y legal de reparación de los 
daños antijurídicos causados a los administrados, en este caso, aquellos que han sido 
sometidos al ímpetu del poder publico de la justicia, que a la luz del sistema jurídico y político 
del Estado Social de Derecho propende por sobre cualquier objetivo, la protección de los 
derechos fundamentales como lo es la garantía de la libertad y el buen nombre.  
 
Como se mencionó en el acápite de reparación integral, inicialmente el régimen 
constitucional de responsabilidad del Estado, trata de mecanismos compensatorios al ser 
abordados mediante una indemnización concerniente a un monto de dinero que variará de 
acuerdo al nivel de irrogación del bien jurídicamente tutelado, como sucede en el sistema de 
responsabilidad patrimonial del Estado, más exactamente en asuntos de privación injusta de la 
libertad.  
 
Al no existir una reglamentación abordada por el legislador referente a la reparación 
integral, ha sido el Consejo de Estado en su ejercicio de administración justicia quien 
mediante la consolidación de la jurisprudencia, ha establecido los lineamientos respecto de los 
mecanismos, procedencias y niveles de indemnización para la satisfacción del daño 
antijurídico en los casos de privación injusta de la libertad, en el cual, establece su fundamento 
a partir del bien jurídicamente tutelado de la libertad, ya qué a partir del tiempo en el que 
perdure la detención, privación, medida restrictiva o sometimiento a las ordenes judiciales, 
variarán los valores por concepto de indemnización del daño antijurídico; entendido como 
aquella compensación de índole pecuniario.  
 
Al tenor de la reparación integral y en cumplimiento de su objetivo principal de 
resarcimiento pleno o tan siquiera acercar a la víctima al estado anterior a la ocurrencia de la 
lesión, es decir, la implementación de mecanismos de reparación restaurativa; empero, ello no 
quiere decir que siempre deberán operar mecanismos restaurativos pues como se mencionó, 
ello variará dependiendo del tipo de lesión al bien jurídicamente tutelado, encontrando de un 
lado la vulneración de derechos humanos y del otro lado el daño antijurídico derivado de un 
intereses jurídicamente tutelado o si de acuerdo en el caso en concreto, las medidas de justicia 
restaurativa son aplicables.  
 
Circunstancia que ha sido desarrollada con claridad por el Consejo de Estado, quien en 
(Sentencia Reparación Directa 29273, 2007) señala: “Por el contrario, la reparación integral 
que opera en relación con los daños derivados de la lesión a un bien jurídico tutelado, 
diferente a un derecho humano, se relaciona, específicamente, con la posibilidad de 
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indemnizar plenamente todos los perjuicios que la conducta vulnerante ha generado, sean 
éstos del orden material o inmaterial. Entonces, si bien en esta sede el juez no adopta medidas 
simbólicas, conmemorativas, de rehabilitación, o de no repetición, dicha circunstancia, per se, 
no supone que no se repare íntegramente el perjuicio.” 
 
Es decir, en los casos objeto de estudio, háblese de detención injusta, medida restrictiva, 
mantener sub judice a una investigación penal o detención ilegal y arbitraria será conducente 
la reparación integral de los perjuicios causados será mediante una indemnización justa 
determinada a partir de los factores establecidos para su quantum, como el tiempo en el cual se 
mantuvo la lesión del daño, dicho de otro modo, entre más tiempo se encuentre la víctima 
soportando los hechos constitutivos del daño antijurídico, mayor será la indemnización en 
virtud a criterios de equidad y razonabilidad; teniendo como fundamento principal la 
intensidad del daño antijurídico. 
 
Así como lo consolidó el Consejo de Estado en (Acta de recopilación de jurisprudencia, 
2014) por medio de la cual se afianzó la línea jurisprudencial referente a la unificación de 
criterios para la reparación de perjuicios inmateriales, dentro de los cuales se destaca el 
perjuicio moral como el dolor interno de la víctima directa y su núcleo familiar también 
conocido por la doctrina y la jurisprudencia como la indemnización por rebote, además el 
daño inmaterial por afectación relevante a bienes o derechos convencional y 
constitucionalmente amparados relacionados a la lesión de derechos fundamentales autónomos 
y daño a la salud referente a la integridad física de la víctima; los cuales serán reparados 
mediante medidas compensatorias, es decir, medidas pecuniarias tasadas de acuerdo a criterios 
como: la intensidad del daño y el arbitrio judicial en aras de satisfacer la reparación integral 
del bien jurídicamente tutelado de la libertad, encontrando fundamentos en el deber de 
responsabilidad patrimonial del Estado y el Estado Social de Derecho.  
 
Sin embargo, la evolución jurisprudencial de la Sección Tercera del Consejo de Estado 
ha sido clara al mencionar, que si bien es cierto los daños antijurídicos derivados de la 
privación injusta de la libertad corresponden a la prestación del servicio publico de 
administración de justicia, ello no quiere decir, que únicamente concurrirán mecanismos de 
reparación compensatorios o patrimoniales, sino que además, de probarse fehacientemente de 
forma excepcional casos graves de alteración a los derechos fundamentales serán procedentes 
tanto el incremento de la indemnización de acuerdo a la intensidad del daño, como también el 
uso de mecanismos de justicia restaurativa.  
 
 
El Arbitrio Iuris  
 
Para tener una mayor comprensión del arbitrio judicial como factor determinante de la 
reparación integral dentro del régimen constitucional de responsabilidad patrimonial del 
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Estado, es necesario tener claridad que el caso de marras obedece a un criterio subjetivo, como 
lo es la indemnización del perjuicio inmaterial, diferente del perjuicio material que al ser 
medible bajo criterios objetivos y científicos su reparación integral será mucho más sencilla 
respecto de las formas y plenitud restauradora del perjuicio causado, toda vez que existirá 
certeza tanto de la cesación de los emolumentos dejados de percibir como la incursión de 
gastos injustificados en razón del perjuicio que irrumpe el equilibrio de las cargas publicas.  
 
A diferencia de lo anterior, el daño inmaterial y sus efectos se manifiestan en el dolor, 
congoja, aflicción, padecimiento, angustia, humillación, alteración física y psicológica; o 
como lo describe el tratadista (GIL BOTERO ENRIQUE, 2013): al definir el daño moral 
como “la lesión de los sentimientos, situaciones dolorosas, menoscabo o deterioro de la 
integridad afectiva o espiritual dentro de determinados límites que no rallen en lo patológico.” 
(p. 178.). 
 
Razón por la cual usar criterios objetivos, cuánticos, científicos o matemáticos resultaría 
contrario al objetivo principal de la reparación integral, dado que su aplicación estaría 
lesionando derechos fundamentales, toda vez, que cómo se mencionó, la reparación integral va 
más allá de indemnizar a la víctima, pretende principalmente dejar indemne o tan siquiera el 
estado anterior más cercano a la lesión del bien jurídicamente tutelado, en atención a los 
principios de justicia, verdad, igualdad y equidad.  
 
Ni siquiera el principio de proporcionalidad desarrollado por la Corte Constitucional en 
el control estricto y legitimo de armonización de las leyes con la constitución política, que se 
desarrolla y aplica a partir de sub principios como la necesidad, idoneidad y proporcionalidad 
al momento de colisión y ponderación de los principios fundamentales en conflicto, a fin de 
satisfacer el principio que represente mayor beneficio y menor perjuicio a quien lo invoca o la 
sociedad en caso de bienes colectivos, y cómo se observa el daño antijurídico causado por el 
Estado no es un principio de optimización de las leyes y por ende el mismo sería inocuo 
respecto de la necesidad de reparación integral.  
 
Pues la concurrencia  de los sub principios en el caso en concreto, no sería idónea tanto 
en su apreciación como valoración del perjuicio moral (inmaterial) a la luz del principio de 
proporcionalidad por tres razones: i) la liquidación y/o tasación del perjuicio moral no 
corresponde a la valoración o ponderación de principios fundamentales en conflicto, ii) ni se 
pretende la imposición de deberes jurídicos al tenor del imperativo constitucional, aún cuando 
el legislador ha fracasado en la determinación y reglamentación de la tasación y liquidación 
del perjuicio moral, iii) y por ultimo, al ser el daño moral un perjuicio que afecta la intimidad 
del ser humano éste no podrá ser apreciado bajo criterios de proporcionalidad, pues 
desconocerían los principios de igualdad, verdad, justicia y equidad dentro del sistema jurídico 




 Razón por la cual, el Consejo de Estado en su largo posicionamiento de las líneas 
jurisprudenciales en casos de valoración del perjuicio moral, ha establecido (Sentencia 
Reparación Directa 21928, 2012) que: “el daño moral al hacer referencia a la órbita interna del 
sujeto, no puede ser tasado a partir de criterios objetivos o tablas de punto, razón por la que 
para su liquidación se ha optado por la aplicación del arbitrio juris, postulado que se integra a 
la nomoárquica jurídica, y que, lejos de reflejar parámetros de arbitrariedad, su existencia y 
validez normativa encuentra fundamento en la sana crítica y en la reglas de la experiencia 
(…).” 
 
Como también desde los ápices del estudio de daños por el Consejo de Estado, refiere en 
la (Sentencia Reparación Directa 21.861, 2012) lo siguiente: “Suele ocurrir que los rigorismos 
pseudo-jurídicos conduzcan a las más flagrantes violaciones de la equidad, y a que se 
desconozca el derecho por pretender trabajar con el espíritu propio de las ciencias exactas en 
un campo donde no existen ni fórmulas algebraicas, ni instrumento de precisión, ni máquinas 
que proporcionen la imagen fiel de las verdades jurídicas.” En lo que respecta al objetivo de la 
reparación de daños en el deber constitucional de responsabilidad patrimonial del Estado.  
 
Por lo que permite inferir que en materia de valoración de perjuicios inmateriales, 
exactamente el moral, no es idónea la aplicación de los criterios objetivos del derecho, sino 
por el contrario, la apreciación subjetiva del juzgador que analizará cada caso en concreto en 
su individualidad y universalidad, sin que ello signifique una extensa arbitrariedad del juez, 
pues dichas valoraciones y análisis se deberán atender bajo los lineamientos establecidos en la 
ley, o como ocurre en Colombia en la jurisprudencia del Consejo de Estado que ha recopilado 
y establecido las líneas jurisprudenciales que avalan el arbitrio judicial y a su vez limitan la 
posible arbitrariedad judicial, concerniente en la deposición del daño antijurídico a entera 
consideración del juez.  
 
Al respecto, el tratadista (Nieto Alejandro, 2001) manifestó: “El arbitrio es un criterio de 
la toma de decisión. El juez adopta sus resoluciones siguiendo o bien un criterio de legalidad o 
bien un criterio de su propio arbitrio o bien – como es lo más frecuente- combinando ambos de 
tal manera que la decisión es fijada con su arbitrio dentro de las posibilidades que le ofrece la 
legalidad.” (p. 219). 
 
Sin embargo, el arbitrio judicial no es obligatorio ni facultativo sino una herramienta 
desarrollada por la doctrina y aplicada por la jurisprudencia como se observa en (Acta de 
recopilación de jurisprudencia, 2014), en aras de cumplir el objetivo principal de la reparación 
integral en casos de perjuicios que no puedan ser medidos bajo criterios objetivos o 
científicos, ya que de existir la solución a conflictos específicos o análogos determinados por 
la ley o la jurisprudencia como ocurre en el caso objeto de estudio, el arbitrio judicial será 
necesario únicamente en casos manifiestos de violaciones graves a derechos fundamentales, ya 
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que sus valoraciones ya se encuentran  pre determinadas bajo los principios de equidad e 
igualdad.  
 
Sin embargo, aún cuando se considera por la jurisprudencia del Consejo de Estado, la 
indiscutibilidad del arbitrio judicial como factor idóneo para la apreciación del perjuicio 
inmaterial contrario a los criterios científicos y objetivos aplicados al perjuicio material; 
situación que no es menos cierta ante la necesidad de consignar objetividad a la reparación 
integral del perjuicio inmaterial, toda vez que existirán hechos que configuren su lesión como 
sería el daño moral por la privación injusta de la libertad, pues al Estado le será imposible 
devolver el tiempo en que la víctima se mantuvo privado de sus derechos fundamentales por 
ello la reparación integral procederá vía indemnización que variará de acuerdo al tiempo o 
dicho de otra forma, el tiempo medirá la intensidad del daño. 
 
Es decir, que la responsabilidad patrimonial del Estado a la luz del artículo 90 de la 
Constitución Política, va más allá de ser distinguida como un medio de reparación pecuniario 
como siempre sucede en el caso de reparación de daños materiales; no obstante, su alcance es 
distinto en materia de reparación integral del perjuicio inmaterial, pues funciona mediante el 
mecanismo de la compensación del daño por una suma de dinero, toda vez que tratándose de 
perjuicios que tratan del ser de la víctima no podrán ser retrotraídos siendo casos puntuales el 
perjuicio moral por causa de muerte o privación injusta de la libertad, razón por la cual a partir 
de la intensidad del daño antijurídico éste es indemnizado. 
 
 
Medidas de reparación en Colombia 
 
La determinación de las formas o medidas de reparación de reparación pre establecidas en 
Colombia yacen a partir de la consolidación del régimen constitucional del deber, 
exactamente, en gracia al artículo 90 de la Constitución Política de 1991 complementado con 
los principios de igualdad, equidad y responsabilidad que se matizan y/o armonizan en la 
organización política y jurídica del Estado Social de Derecho.  
 
De donde además aparecen diversas conclusiones como criticas al sistema de reparación 
de daños en Colombia, pues como se ha insistido el objetivo principal consiste en la 
indemnidad o retraer el hecho causante del daño antijurídico, a fin de que la víctima vuelva a 
su estado anterior como si la lesión jamás hubiese ocurrido, así como lo describe la Doctora 
(Guerra Débora, 2016): “(…) la verdadera naturaleza de la responsabilidad ya que busca 
restablecer el equilibrio destruido por el daño, el fin es poner a la víctima en la situación 
anterior a la ocurrencia del daño.” (p. 106). Dicho de otro modo, la premisa inicial consiste en 




No obstante, la principal medida de reparación adoptada en Colombia procede mediante 
la indemnización del daño, que ha sido desarrollada por la doctrina y la jurisprudencia como 
compensatoria al tratar el menoscabo del bien jurídicamente tutelado por una suma de dinero 
que pretende mitigar en lo más posible las consecuencia del daño antijurídico, y así lo 
transcribe el artículo 90 de la (Constitución Política, 1991) al reza: “El Estado responderá 
patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables.” Y es allí donde yacen 
las principales controversias respecto del alcance de la responsabilidad patrimonial del Estado. 
 
Razón por la cual es claro establecer que la apreciación de responsabilidad patrimonial 
no confluye únicamente la indemnización como única medida, toda vez que más allá de la 
forma es evaluado el efecto producido, pues en el caso de daños materiales el efecto 
patrimonial no tendría oposición alguna al regirse bajo criterios objetivos que determinan y 
devuelven el perjuicio dejado de percibir o el gasto injustificado, situación completamente 
añadida a las premisas expuestas por el tratadista Juan Carlos Henao quien advierte la 
exactitud con la cual deberá proceder la reparación a fin de evitar un enriquecimiento o 
empobrecimiento injustificado.  
 
Caso distinto sucede en materia de perjuicios inmateriales las cuales generan 
controversia, al observarse que aún cuando la premisa principal e inicial del desagravio de 
daños comprenda la reparación IN NATURA, también es claro que la principalmente 
reconocida y aplicada es la medida de indemnización del perjuicio materializada a partir de la 
satisfacción y/o compensación del daño antijurídico, y que además de los dos conceptos 
anteriores yacen conclusiones distintas que señalan únicamente su conceptualización 
estrictamente jurídica más no su alcance en el estadio de la responsabilidad. 
 
Tal es el caso de análisis de la compensación a la luz del Código Civil que en los 
artículos 1570, 1574 y 1575 se expone como uno medio de extinción de las obligaciones y aún 
cuando la responsabilidad del Estado yace a partir de las interpretaciones y fundamentos del 
Libro Cuarto de las Obligaciones del fundamento legal en comento, los opositores insisten que 
el intercambio de dinero por un daño antijurídico no podría llamarse como tal, sino por el 
contrario, como una satisfacción como reciprocidad de las lesiones causadas al patrimonio 
espiritual, interior y propio del ser de la víctima.  
 
Así como lo argumenta (Barrientos Marcelo, 2008): “(…) quiere compensar, dando a la 
víctima una posible satisfacción que ponga a su alcance otros medios, otras satisfacciones que 
atenúen la pérdida sentida y que importan algo que el Derecho no puede desconocer nunca, 
cual es, que un bien extrapatrimonial que ha sido conculcado debe ser indemnizado.” (p. 98). 
 
Aunado a lo anterior y de conformidad al artículo 93 de la Constitución Política en 
aplicación de los tratados internacionales ratificados y el avance jurisprudencial del régimen 
de responsabilidad del Estado, han surgido múltiples mejoras al sistema de reparación de 
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daños por causa de la acción u omisión del Estado, primando el control de convencionalidad y 
todos aquellos tratados en materia de protección de lesiones de derechos fundamentales.  
 
Promulgando la necesidad de incorporación y/o complementación de la reparación 
integral, dicho de forma, una mejoría inminente en la aplicación de las medidas de reparación 
in natura y compensatoria en donde destacan medidas alternativas consagradas en las leyes 
975 de 2005 y 1448 de 2011 que en realidad pretenden no solo la indemnidad del daño 
antijurídico causado a la víctima, sino además, la transformación de la situación ajena al libre 
y satisfactorio goce de los derechos fundamentales, como brevemente lo describe la Doctora 
(Guerra Débora, 2016):  “(…) impone al Estado la obligación de transformar las condiciones 
de vida que tenían las víctimas, aun antes de los hechos victimizantes.” (p. 103). 
 
Aunque también la sola ratificación de los tratados internacionales y aplicación de las 
medidas transformadoras como consecuencia del acceso a la administración de justicia, no 
garantizan fehacientemente el efecto pretendido con su adopción y por consiguiente las 
decisiones judiciales y establecimiento de líneas jurisprudenciales serán inocuos siempre y 
cuando, la sociedad y organización política sujeta de reparación no se encuentre en armonía 
con los objetivos de la reparación transformadora; toda vez que no refiere a lesiones materiales 
sino a graves alteraciones a los derechos fundamentales.  
 
Critica esgrimida por el Doctor (Uprimny Rodrigo, 2009) quien expone qué: “La razón 
es que la idea de devolver a las víctimas a la situación anterior a la ocurrencia de la violación 
de derechos humanos parece apropiada en sociedades que eran democráticas y relativamente 
igualitarias antes de la guerra o la dictadura, y cuyas víctimas no formaban parte de los 
sectores más excluidos de la sociedad antes de las atrocidades, tal y como pudo ocurrir en 
cierta medida en Chile y Uruguay. De hecho, en esos contextos, la devolución de las víctimas 
a la situación anterior a la violación implica el restablecimiento de sus derechos y de su 
condición de ciudadanas incluidas en la comunidad política.” (p. 33).  
 
Es decir, que la medida de reparación in natura y/o transformadora será no solo 
aplicable y procedente sino además efectiva dependiendo de sus efectos respecto de la 
verdadera reparación a la víctima, pues de ser ilusorios sería aún más efectiva y garantista la 
medida de compensación manifestada en la indemnización por el efecto y causas del daño 
antijurídico.  
 
Semejante ocurre en los casos de lesión a los bienes jurídicamente tutelados por causa de 
la privación injusta de la libertad en lo concerniente a los perjuicios inmateriales, ya qué lo 
ideal sería que conforme a la irrestricta búsqueda de indemnidad y transformación del daño 
antijurídico sus efectos se viesen manifestados en la dignidad humana, la libertad, el libre 
desarrollo de la personalidad, la salud y el trabajo; sin embargo, ante los problemas de 
organización jurídica, social y política el Estado, se busca mediante una suma de dinero 
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compensar a la víctima y que sea el dinero quien busque una estabilidad respecto de la 
superación de la vulneración.  
 
Así como lo concluye el tratadista (Henao Juan Carlos 1998): “No se busca entonces que 
se quede materialmente indemne, sino que se tenga el dinero u otro bien que permita hacer 
mas llevadera la pena y sufrir en las mejores condiciones posibles la alteración emocional 
producida, y permitir así que  cese o se aminore el daño ocasionado.” (p. 231). 
 
En efecto, en el desarrollo del titulo de la reparación integral y aplicable a los casos de 
privación injusta de la libertad, se desplegaron las medidas establecidas en Colombia como 
también su aplicación de acuerdo a la clasificación de la lesión de los bienes jurídicamente 
tutelados, en donde se logró concluir que en aquellos casos en donde se promueva la 
reparación de daños distintos a las lesiones graves a los derechos fundamentales, es decir, 
aquellos derivados de la legitima, deficiente, omisiva o ilegal prestación de los servicios 
públicos ocasione una lesión que irrumpa el equilibrio de las cargas públicas, será buscada 
inicialmente su restauración in natura siempre y cuando fuese posible (perjuicio inmaterial), y 
de no serlo será una reparación pecuniaria o compensatoria y ello no querrá decir que no haya 
sido reparado integralmente. 
 
Situación que ha sido desarrollada claramente por el Consejo de Estado en (Sentencia 
Reparación Directa 29273, 2007) qué además de anclar la reparación integral con la medida de 
la compensación también postuló la vocación indemnizatoria como la medida de reparación 
principal, siempre y cuando sean atendidos los criterios de reparación integral, equidad y el 
arbitrio juris que dentro del caso objeto de estudio, su aplicación es exacta e ineludible de 
acuerdo a la complejidad de indemnidad del perjuicio inmaterial.  
 
Que además ha sido reiterada por la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos al referir en la sentencia (Caso la masacre de Mapiripán vs. Colombia, 
2005) que señala: “No siendo posible asignar al daño inmaterial un preciso equivalente 
monetario, sólo puede, para los fines de la reparación integral a las víctimas, ser objeto de 
compensación, y ello de dos maneras. En primer lugar, mediante el pago de una cantidad de 
dinero que el Tribunal determine en aplicación razonable del arbitrio judicial y en términos de 
equidad.” 
 
Así pues, se destacan dos grandes escenarios como medidas de reparación: i) in natura 
de la cual se desprenden todos aquellos mecanismos de reparación restaurativa inclusive su 
efecto transformador, y ii) la reparación pecuniaria que de acuerdo a la clasificación del 
perjuicio a restaurar será indemnizatoria, satisfactoria o compensatoria siempre a la luz de los 
principios de la reparación integral, equidad y arbitrio juris dentro de la responsabilidad del 







La tasación del perjuicio inmaterial determinado por el Consejo de Estado 
 
A este punto de estudio se presumirán comprobados los requisitos generales de la 
responsabilidad patrimonial del Estado, como la configuración del daño antijurídico reparable, 
imputación fáctica y jurídica que con lleva al deber constitucional de reparación de los daños 
causados a los administrados, en aras de satisfacer los criterios que conforman la organización 
político jurídica del Estado Social de Derecho.  
 
También es cierto que dentro de las medidas de reparación adoptadas en Colombia, en lo 
que trata a la reparación integral del perjuicio inmaterial dentro del sistema de responsabilidad 
del Estado, resalta por excelencia el método pecuniario que se materializa mediante la 
compensación del daño antijurídico de índole inmaterial, al ser una lesión personalísima que 
no es susceptible de medición en relación al valor o tasación para su resarcimiento, sino por el 
contrario, a partir de la aplicación de principios como la reparación integral, equidad y arbitrio 
juris procede su valoración.  
 
Razón por la cual surgen múltiples opiniones en alusión a la integralidad de la 
reparación del perjuicio inmaterial, toda vez que el principio u objetivo principal de la 
responsabilidad es la indemnidad del daño y mediante una compensación dineraria 
difícilmente podría considerarse como reparado a la luz del artículo 16 de la (Ley 446, 1998), 
sin embargo es la medida más adecuada y protectora de la víctima, pues como se mencionó 
anteriormente el uso de criterios objetivos y científicos configuran la rigidez del derecho y se 
contra pone a la reparación integral, siendo entonces la compensación dineraria la mejor 
opción, o como lo diría el tratadista (Henao Juan Carlos, 1998) “es mejor la pena con pan que 
sin pan.” (p. 232).  
 
El proceso de liquidación y/o tasación del perjuicio inmaterial, opera a partir de los 
principios de la reparación integral, equidad y el arbitrio judicial que dentro del caso 
Colombiano, se encuentran entre lazados fuertemente con los fundamentos del alcance del 
principio constitucional de responsabilidad del Estado, tales como la garantía patrimonial de 
compensación, el carácter preventivo y el control de la administración en el ejercicio de la 
buena prestación de los servicios públicos.  
 
Circunstancia que se ve claramente reflejada en el rendimiento principal de la 
responsabilidad del Estado, como lo es, el interés general en cumplimiento de los fines del 
Estado bajo la organización jurídico política del Estado Social de Derecho, ya que el 
descontrol, desbordamiento o inclusive el incumplimiento del deber legal de las ramas del 
poder publico en relación a la buena prestación de los servicios públicos, configuraría un 
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empobrecimiento con causa al Estado y ello se vería manifestado en el incumplimiento de los 
bienes jurídicamente tutelados de los administrados, tales como la educación, salud, justicia, 
saneamiento básico y todos aquellos catalogados como fundamentales.  
 
Razón por la cual, el Honorable Consejo de Estado en (Acta Nº 23 del 25 de septiembre 
de 2014) recopila y establece la línea jurisprudencial referente a la tasación y liquidación del 
perjuicio inmaterial, además de individualizar su tipología resultando como tales: i) perjuicio 
moral, ii) daño a la salud  y iii) daño inmaterial por afectación relevante a bienes o derechos 
convencional y constitucionalmente amparados.  
 
 
Perjuicio moral en casos de privación injusta de la libertad.  
 
De donde resalta el escenario de los montos y limites establecidos por la jurisprudencia para la 
consolidación de la reparación del daño antijurídico y las implicaciones probatorias necesarias 
para la configuración del deber de reparación patrimonial del Estado a la luz del artículo 90 de 
la Constitución Política, y será a partir de lo probado el establecimiento de los montos de 
indemnización y/o compensación del daño, tanto para la víctima directa como para su entorno 
familiar y aquellos terceros damnificados que no se encuentren dentro de la ramificación 
familiar y se consideren lesionados, cuyos alcances probatorios son desarrollados por el 
Consejo de Estado en (Sentencia Reparación Directa 25022, 2013).  
 
Al respecto, para la indemnización y/o compensación del daño moral por privación 
injusta de la libertad, se establecen niveles que yacen a partir del grado de consanguinidad 
entre la víctima directa y su entorno, en donde los niveles 1 y 2 deberán probar únicamente su 
parentesco dentro de dichos grados y el daño moral se presumirá a partir de la cercanía y los 
lazos familiares entre padres, hermanos e hijos.  
 
En referencia de los niveles 3 y 4 ellos deberán aportar prueba de la relación afectiva 
entre la víctima directa y aquellos que se encuentren dentro de dichos grados de 
consanguinidad, como tíos, primos y sobrinos, además de la importancia de la sola aportación 
de la prueba afectiva, es decir, tan siquiera prueba sumaria que así lo acredite. Y en alusión a 
los terceros damnificados del 5 nivel deberá no solo aportar sino además probar 
fehacientemente la relación afectiva con la víctima directa; cuyas reglas se describen en el 
(Acta Nº 23 del 25 de septiembre de 2014) de recopilación jurisprudencial del Consejo de 
Estado.  
 
Limites y montos: 
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Fuente: (Acta Nº 23 del 25 de septiembre de 2014). 
 
Además, como dato importante y pertinente en el proceso de solicitud de reparación 
integral del daño antijurídico a la luz del artículo 90 de la Constitución Política y las 
injerencias probatorias para su reconocimiento, establece el Honorable Consejo de Estado la 
configuración del principio de libertad probatoria en el proceso de acreditación de la relación 
afectiva al referir en (Sentencia Reparación Directa 18106, 2008): “Ahora bien, cuando la 
relación afectiva deriva de los vínculos de crianza los demandantes afrontan la carga de probar 
esta situación de hecho para poder acceder a su reconocimiento, para lo cual son admisibles 
todos los medios de prueba (declaración de parte, testimonio de terceros, dictamen pericial, 
documentos, indicios) pertinentes y útiles que lleven al juez al convencimiento sobre la 
configuración de esta especial relación de afecto, por cuanto la legitimación en la causa 
material proviene de las relaciones de cercanía y afecto existentes entre el lesionado (victima 
directa) y el demandante.”  
 
Cuyas apreciaciones encuentran sustento en los múltiples pronunciamientos del 
Honorable Consejo de Estado respecto de la procedencia de la indemnización por concepto del 
perjuicio moral, no obstante, la más reciente decisión de unificación jurisprudencial manifiesta 
que el derecho fundamental de la libertad en los casos de privación injusta no afecta 
únicamente a la víctima directa, sino por el contrario, como se mencionó con antelación, esta 
afecta a su núcleo más cercano en materia de presunción, junto con todos aquellos que se 
encuentren lesionados en su integridad moral, psíquica, psicológica o por así llamarlo, 
afecciones al alma y sentimientos de la vida humana.  
 
Exponiendo sin lugar a dilucidación alguna en (Sentencia de Unificación de Reparación 
Directa 36149, 2014) qué: “en casos de privación injusta de la libertad y con apoyo en las 
máximas de la experiencia, hay lugar a inferir que esa situación genera dolor moral, angustia y 
aflicción a las personas que por esas circunstancias hubieren visto afectada o limitada su 
libertad; en la misma línea de pensamiento se ha considerado que dicho dolor moral también 
se genera en sus seres queridos más cercanos, tal como la Sala lo ha reconocido en diferentes 
oportunidades, al tiempo que se ha precisado que según las aludidas reglas de la experiencia, 
NIVEL 1 NIVEL 2 NIVEL 3 NIVEL 4 NIVEL 5
Reglas para liquidar el 
perjuicio moral derivado de la 
privación injusta de la libertad
Víctima directa,  cónyuge 
o compañero (a) 
permanente y parientes en 
el 1° de consanguinidad
Parientes en el 2º 
de 
consanguinidad 
Parientes en el 3º 
de 
consanguinidad 
Parientes en el 
4º de 
consanguinidad 




Término de privación injusta 
en meses
50% del 
Porcentaje de la 
Víctima directa
35% del 
Porcentaje de la 
Víctima directa
25% del 
Porcentaje de la 
Víctima directa
15% del 
Porcentaje de la 
Víctima directa
SMLMV SMLMV SMLMV SMLMV SMLMV
Superior a 18 meses 100 50 35 25 15
Superior a 12 e inferior a 18 90 45 31,5 22,5 13,5
Superior a 9 e inferior a 12 80 40 28 20 12
Superior a 6 e inferior a 9 70 35 24,5 17,5 10,5
Superior a 3 e inferior a 6 50 25 17,5 12,5 7,5
Superior a 1 e inferior a 3 35 17,5 12,25 8,75 5,25
Igual e inferior a 1 15 7,5 5,25 3,75 2,25
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el dolor de los padres es, cuando menos, tan grande como el del hijo que fue privado 
injustamente de su libertad, cuestión que cabe predicar por igual en relación con el cónyuge, 
compañera o compañero permanente o estable o los hijos de quien debió soportar directamente 
la afectación injusta de su Derecho Fundamental a la libertad.” 
 
Para así lograr concluir, que los criterios de reparación integral, equidad y arbitrio 
judicial expuestos en la (Sentencia de Reparación Directa 25.022, 2013) pautan en primera 
medida los criterios de liquidación y tasación del daño que parte de los niveles de cercanía de 
los damnificados los cuales establecen ciertos limites en SMLMV a fin de satisfacer tanto el 
deber de responsabilidad del Estado como sus objetivos como institución jurídica, toda vez 
que la misma no es una potestad discrecional del administrado sino un acceso a un derecho 
fundamental de reparación de los daños antijurídicos percibidos.  
 
Dicho de otro modo, la (Sentencia de Unificación de Reparación Directa 36149, 2014) 
expone los criterios de cumplimiento irrestricto del deber contenido en el artículo 90 en 
materia de perjuicios morales en los casos de privación injusta de la libertad, en donde es 
imperiosamente destacable el hecho de presunción de configuración del perjuicio inmaterial en 
los casos de privación injusta de la libertad, pues el derecho fundamental a la libertad goza de 
una triple interpretación y aplicación, al ser valor, principio y regla ya que sin más preámbulo 
sin el debido disfrute de este bien se estaría lesionando directamente o por conexidad los 
demás derechos de carácter fundamental.  
 
 
Daño a la salud.  
 
Con el (Acta Nº 23 del 25 de septiembre de 2014) por medio de la cual la Sección Tercera del 
Consejo de Estado, unifica y consolida la jurisprudencia en materia de reparación de los daños 
a la integridad y capacidad física, psíquica y corporal, al evolucionar en el daño a la salud pues 
anteriormente se pretendía la indemnización del daño corporal sufrido y las consecuencias del 
daño antijurídico que con llevó a la mengua de la integridad física, consolidando así un 
perjuicio que reuniese los criterios mencionados a fin de obtener indemnizaciones más justas 
de acuerdo a los que se lograse probar mediante fundamentos objetivos y más equitativos, 
pues se consolidó el análisis y su posterior indemnización en amparo de la reparación integral.  
 
Definido por la Jurisprudencia del Consejo de Estado en (Sentencia de Reparación 
Directa 38222, 2011) como: el “daño a la salud” –esto es el que se reconoce como proveniente 
de una afectación a la integridad psiocofísica– ha permitido solucionar o aliviar la discusión, 
toda vez reduce a una categoría los ámbitos físico, psicológico, sexual, etc., de tal forma que 
siempre que el daño consista en una lesión a la salud, será procedente determinar el grado de 
afectación del derecho constitucional y fundamental (artículo 49 C.P.) para determinar una 
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indemnización por ese aspecto, sin que sea procedente el reconocimiento de otro tipo de daños 
(v.gr. la alteración de las condiciones de existencia), en esta clase o naturaleza de supuestos.” 
 
 Por consiguiente, la motivación jurisprudencial anterior fue tomada por la Sala Plena de 
la Sección Tercera del Consejo de Estado en (Sentencia de Unificación de Reparación Directa 
28832, 2014) a fin de determinar y consolidar el daño a la salud como aquel perjuicio 
protector de las lesiones corporales, cuya unificación manifestó que obedece a la “delimitación 
a un daño común (lesión a la integridad corporal) que pudiera ser tasado, en mayor o menor 
medida, a partir de parámetros objetivos y equitativos, con apego irrestricto a los principios 
constitucionales de dignidad humana e igualdad”. En esta medida el daño a la salud “siempre 
está referido a la afectación de la integridad psicofísica del sujeto, y está encaminado a cubrir 
no sólo la modificación de la unidad corporal, sino las consecuencias que las mismas 
generan.” 
 
En consecuencia, se observa el daño a la salud como un perjuicio autónomo dentro de la 
modalidad de los daños inmateriales, los cuales pueden derivarse de múltiples situaciones que 
con lleven a la materialización del daño antijurídico, sin embargo, dentro del ámbito de su 
liquidación y tasación el hecho de su autonomía no da cabida para su respectiva 
indemnización y/o petitum individual, pues en el caso de perjuicios materiales estos 
dependerán de la intensidad del daño, a partir de los criterios objetivos y equitativos que 
respeten el derecho a la dignidad humana y la igualdad; dicho de otro modo, estos serán 
concurrentes respecto lo que se logre probar en la intensidad del presente perjuicio.  
 
Así como lo prescribe la jurisprudencia en aras de satisfacer el principio de la 
reparación integral y equidad no podrá distorsionarse su aplicación, luego es clara la 
jurisprudencia en (Sentencia de Reparación Directa 38222, 2011) al definir que: “cuando la 
víctima sufra un daño a la integridad psicofísica sólo podrá reclamar los daños materiales que 
se generen de esa situación y que estén probados, los perjuicios morales de conformidad con 
los parámetros jurisprudenciales de la Sala y, por último, el daño a la salud por la afectación 
de este derecho constitucional.”  
 
No obstante, el concepto del daño a la salud puede parece ambiguo respecto del alcance 
de los daños que pudiese padecer como consecuencia del daño antijurídico, razón por la cual 
es imperiosa mencionar que la jurisprudencia en mención ha sido clara al insistir que su 
concepto de autonomía comprende todos aquellos factores que se desprenden del derecho 
fundamental no solo al acceso a la salud, sino a su integridad bajo el respeto de la dignidad 
humana, igualdad y equidad, razón por cual, dentro del presente ámbito se tendrán los daños 
estéticos, psicológicos, sexuales y todos aquellos que afecten el bien jurídicamente tutelado y 





Al respecto, será susceptible de reparación siempre y cuando se acredite la configuración 
del daño antijurídico, además de la estricta rigidez probatoria como todos aquellos medios de 
prueba técnicos y especialistas que logren determinar que con la configuración del daño 
antijurídico la víctima pierda porcentualmente su capacidad laboral, haya sufrido un 
decrecimiento notable en su salud, perdida absoluta de la oportunidad de recuperación entre 
otras; y será a partir de la intensidad de la lesión o la perdida porcentual la que determinará su 
tasación.  
 
Límites y montos: 
REPARACION DEL DAÑO A LA SALUD  
REGLA GENERAL 
Gravedad de la lesión  Víctima directa  
  S.M.L.M.V. 
Igual o superior al 50% 100 
Igual o superior al 40% e inferior al 50% 80 
Igual o superior al 30% e inferior al 40% 60 
Igual o superior al 20% e inferior al 30% 40 
Igual o superior al 10% e inferior al 20% 20 
Igual o superior al 1% e inferior al 10% 10 
Fuente: (Acta Nº 23 del 25 de septiembre de 2014). 
 
Es de aclarar que la procedencia de la reparación por este tipo de daño inmaterial, 
procederá únicamente respecto de la víctima directa y excepcionalmente al entorno familiar 
cuando el daño antijurídico también atente la integridad física y psíquica de la víctima por 
rebote.  
 
Aunado a lo anterior, desarrolla la jurisprudencia la regla excepcional en materia de 
liquidación y tasación del daño a la salud el cual deriva de los criterios objetivos y equitativos 
de casa en concreto, razón por la cual, será procedente la indemnización hasta por un monto 
limite e irrestricto de 400 SMLMV siempre y cuando se logren establecer los aspectos 
especiales y determinantes en la imposibilidad de recuperación, acceso a la salud y dignidad 
humana descritos en (Sentencia de Unificación de Reparación Directa 28804, 2014), tales 
como:  
 
- La pérdida o anormalidad de la estructura o función psicológica, fisiológica o 
anatómica (temporal o permanente) 
- La anomalía, defecto o pérdida producida en un miembro, órgano, tejido u otra 
estructura corporal o mental. 
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- La exteriorización de un estado patológico que refleje perturbaciones al nivel de un 
órgano. 
-  La reversibilidad o irreversibilidad de la patología. 
-  La restricción o ausencia de la capacidad para realizar una actividad normal o 
rutinaria. 
- Excesos en el desempeño y comportamiento dentro de una actividad normal o 
rutinaria. 
- Las limitaciones o impedimentos para el desempeño de un rol determinado. 
- Los factores sociales, culturales u ocupacionales. 
- La edad. 
- El sexo. 
- El dolor físico, considerado en sí mismo. 
- El aumento del riesgo vital o a la integridad 
- Las condiciones subjetivas que llevan a que una determinada clase de daño sea 
especialmente grave para la víctima (v.gr. pérdida de una pierna para un atleta 
profesional). 
 
Cuyo proceso deberá ser estrictamente motivado y lo más acertado posible, pues se 
infiere claramente que se muta de un criterio objetivo y cuantitativo de liquidación y tasación 
a un criterio cualitativo, que dependerá de la aplicación de los principios de la reparación 
integral, equidad y arbitrio judicial como elemento esencial en la aplicación de las reglas de 
excepción en estricta aplicación de un parangón entre los daños sufridos y los efectos 
irremediables del daño a la salud.  
 
 
Daño inmaterial por afectación relevante a bienes o derecho convencional y 
constitucionalmente amparados.  
 
Al respecto, constituye la más clara expresión de la reparación IN NATURA y/o 
transformadora como objetivo principal de la responsabilidad del Estado, al pretender en 
primera medida adoptar medidas de reparación no pecuniarias las cuales abarcarán a la víctima 
directa y su entorno familiar derivado del primer nivel de indemnización, sin embargo, en 
ejercicio del arbitrio juris el fallador al observar la imposibilidad de la reparación integral 
mediante medidas no pecuniarias, procederá la que por excelencia pretende o es la más 
acertada en la búsqueda de la indemnidad del daño, es decir, será reparado mediante la 
compensación económica que será tasada de acuerdo a la intensidad y gravedad del perjuicio, 
cuya medida procederá únicamente respecto de la víctima directa.  
 
Es claro que los avances en materia de responsabilidad del Estado ahondan más allá de 
la aplicación de la reparación integral mediante la medida de la compensación pecuniaria, pues 
el presente progreso data desde la promulgación de la Constitución Política de 1991 y la 
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consolidación del Bloque de Constitucionalidad con fundamento en el artículo 93 que reza: 
“Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los 
derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el 
orden interno. Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de 
conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por 
Colombia.” 
Es decir, serán aplicables cada uno de los Tratados Internacionales referentes a la 
protección de Derechos Fundamentales y la jurisprudencia referente expedida por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, pues por analogía y extensión jurisprudencial todos 
aquellos acuerdos y pactos que señalen la protección de población vulnerable, estados de 
excepción e inclusive el Derecho Internacional Humanitario, pues cada uno de ellos 
expresamente manifiestan que todos los derechos fundamentales son inalienables, inviolables 
e intransferibles, concluyendo así la estricta obligatoriedad de protección en cabeza del 
Estado, pues como se mencionó inicialmente en el desarrollo del presente trabajo, son deberes 
y fines del Estado la promoción y protección de todos aquellos bienes jurídicamente tutelados 
que permitan la plena satisfacción de la vida en sociedad.  
En consecuencia, la jurisprudencia del Consejo de Estado señala en (Sentencia de 
Unificación de Reparación Directa 26251, 2014) en atención a los mandatos constitucionales 
descritos en los artículos 90 y 93 de la norma superior, que cada juez se encuentra en la 
obligación de atención y aplicación del control de convencionalidad el cual describe a grandes 
rasgos, los deberes de interpretación conjunta y análoga de los ordenamientos internos e 
internacionales al momento de subsumir las declaratorias de responsabilidad del daño 
antijurídico y posterior indemnidad del daño bajo los principios de reparación integral, 
equidad y arbitrio judicial; otorgándole tal importancia que el principio de congruencia 
procesal y material deberá subsumirse en la importancia de indemnidad del daño antijurídico, 
a la luz de los fines y objetivos de un verdadero Estado Social de Derecho.  
Aspectos plasmados en la (Sentencia de Unificación de Reparación Directa 26251, 
2014) que señala claramente qué: “Entonces, el control de convencionalidad conlleva una 
interacción entre el ordenamiento jurídico interno y el derecho convencional de manera que se 
cumpla con las cláusulas 26 y 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados 
de 1969. Así, la actividad del juez debe verificar el cumplimiento de los más altos 
compromisos internacionales para la protección de los derechos humanos.” 
Luego, la premisa general e inicial del presente asunto corresponde a la aplicación de 
medidas de reparación no pecuniarias o distintas a la compensación económica, dado que se 
busca un recubrimiento y complementación del mandato establecido en el artículo 16 de la ley 
446 de 1998, dicho de otro modo, corresponde a la reparación integral de un daño inmaterial el 
cual encuentra apoyo en fundamentos distintos a la violación directa del derecho internacional, 
es decir, con la acreditación del daño antijurídico imputable al Estado junto con la fehaciente 
afirmación de lesión a los bienes jurídicamente tutelados contentivos del control de 
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convencionalidad, será participe de la legitimación material de reparación de aquellos daños 
autónomos de tal carácter.  
Sin embargo, existirán casos en los cuales no será suficiente la complementación de 
medidas de justicia restaurativa o simplemente estas resultarían inocuas en el objetivo 
principal de indemnidad, es por ello, que en tal caso se aplicará una regla excepcional que 
deberá ser cuidadosamente estudiada y declarado por el Juez al momento de ordenar la 
reparación por el presente concepto de daño inmaterial, pues será procedente la aplicación de 
la compensación económica en aras de pretender llevar a la víctima al estado anterior más 
cercano a la ocurrencia del daño antijurídico.  
La cual será proporcional a la irrogación del daño antijurídico, y solo podrá ser 
extendida a aquellas victimas que se encuentren dentro del primer nivel de indemnización y/o 
1º de consanguinidad, es decir, un criterio más referente a la promoción de la reparación 
integral como pilar fundamental de la responsabilidad patrimonial del Estado; no obstante, la 
regla de excepción se encuentra condicionada bajo la regla de prohibición de doble 
indemnización por el mismo concepto, dado qué, al ser indemnizada la víctima con 
fundamento principal al daño a la salud, esta será improcedente pues el mencionado perjuicio 
como se mencionó, repara tanto el el resultado del hecho dañino como sus consecuencias 
lesivas permanentes y/o temporales, que es lo que pretender complementar la adopción de 
medidas de justicia restaurativa.  
Es por ello, que en aras de evitar oportunidad alguna de dilucidar su aplicación y 
procedencia, la sala plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado en (Sentencia de 
Unificación de Reparación Directa 26251, 2014) establece: “En casos excepcionales, cuando 
las medidas de satisfacción no sean suficientes o posibles para consolidar la reparación 
integral podrá otorgarse una indemnización,  única y exclusivamente a la víctima directa, 
mediante el establecimiento de una medida pecuniaria de hasta 100 SMLMV, si fuere el caso, 
siempre y cuando la indemnización no hubiere sido reconocido con fundamento en el daño a 
la salud. Este quantum deberá motivarse por el juez y ser proporcional a la intensidad del 
daño.”  
 
Tasación y límite: 
INDEMNIZACIÓN EXCEPCIONAL  
EXCLUSIVA PARA LA VÍCTIMA DIRECTA  
Criterio Cuantía  Modulación de la cuantía  
En caso de violaciones relevantes a 
bienes o derechos convencional y 
constitucionalmente amparados, 
cuya reparación integral, a 
consideración del juez, no sea 
suficiente, pertinente, oportuna o 
Hasta 100 
SMLMV 
En casos excepcionales se indemnizará 
hasta el monto señalado en este ítem, si 
fuere el caso, siempre y cuando la 
indemnización no hubiere sido 
reconocida con fundamento en el daño a 
la salud. Este quantum deberá motivarse 
162 
 
posible con medidas de reparación 
no pecuniarias satisfactorias.  
por el juez y ser proporcional a la 
intensidad del daño y la naturaleza del 
bien o derecho afectado.  




Criterios jurídicos adoptados para establecer los límites y parámetros de  
indemnización de perjuicios inmateriales en la responsabilidad administrativa del Estado en 
Colombia en casos de la privación injusta de la libertad 
 
 
Desarrollo histórico de la privación injusta de la libertad por el Consejo de Estado. 
 
A partir de las funciones inherentes del Estado destaca aquella la administración de justicia 
como objetivo inherente en su organización social, política y demostrativa de soberanía en el 
territorio y sus integrantes, es por ello, que corresponde a un factor vitalísimo de la adecuada 
prestación de los servicios públicos a fin de preservar el bien general o el orden de la 
colectividad, es decir, corresponde a un objetivo principal del Estado y por ende legitimo en 
sus aspiraciones de prevención y control de las conducta en sociedad de sus administrados.  
 
Sin embargo, su legitimidad y expreso mandato constitucional no quiere decir que con el 
funcionamiento del aparato judicial no se causen daños antijurídicos aún cuando es una 
conducta o un hecho legítimamente respaldado por la ley y la constitución, por el contrario, en 
armonía con el deber de reparación patrimonial del Estado con origen al daño antijurídico 
imputable, como aquel daño que irrumpe el equilibrio de las cargas públicas.  
 
No obstante, en materia de desarrollo jurisprudencial del deber de reparación del daño 
antijurídico con ocasión de la privación injusta de la libertad, ha planteado múltiples 
posiciones que han variado de acuerdo a las discusiones respecto al régimen y titulo de 
imputación, cuyo avance más significativo corresponde al deber constitucional de 
responsabilidad patrimonial del Estado consagrado en el artículo 90 superior, es decir, la 
inclusión del daño antijurídico.   
 
Al respecto,  la primera etapa comprendió una etapa en donde el análisis viró respecto de 
la apreciación de buen derecho de la orden judicial que conllevó a la privación injusta de la 
libertad, cuya apreciación consistió en el deber de los jueces de impartir una buena 
administración de justicia, los cuales debería ser exactos, precisos y garantes de los principios 
de defensa, probatorios y del debido proceso, al momento de expedir las resoluciones 
judiciales, la cual fue calificada como una etapa restrictiva o así lo determinó el Consejo de 




Posteriormente, adujo el Honorable Consejo de Estado que ante las sospechas serias de 
las entidades involucradas en el proceso de administración de justicia, debía el administrado 
soportar la carga de ser investigado y/o procesado aún cuando ocurriese un resultado 
absolutorio a su captura o judicialización por la imputación de la conducta punible, pues ello 
no significa que hubiere ocurrido algún error o daño antijurídico al ser la administración de 
justicia un servicio publico inherente al Estado e ineludible por sus administrados, el cual 
pretende así proteger el bien común; razón por la cual no correspondía a una carga que 
atentara el equilibrio de las inculpas públicas, cuya posición fue tajante en la (Sentencia 
Reparación Directa 38252, 2015).  
 
Luego, la segunda etapa más marcada correspondió a la promulgación del artículo 414 
del Código de Procedimiento Penal (Decreto 2700, 1991) el cual prescribió tres casos 
puntuales en donde operaba la privación injusta de la libertad al referir: “(…) el hecho no 
existió, el sindicado no lo cometió, o la conducta no constituía hecho punible,” planteando dos 
principales posiciones que aún en la actualidad son principales en la declaratoria de 
responsabilidad del Estado en el caso de marras, al constituir el petitum de indemnización con 
ocasión a los tres escenarios mencionados con antelación y un criterio de responsabilidad 
objetiva, en donde es simple colegir que con la configuración de los supuestos taxativos habría 
lugar a la declaratoria sin existir la necesidad de demostrar el error del aparato judicial, cuyo 
desarrollo se observa con más detalle en (Sentencia Reparación Directa 31535, 2014). 
 
Y una tercera etapa más progresista y relacionada con los principios del Estado Social y 
Democrático de Derecho, en donde la jurisprudencia del Consejo de Estado expone 
circunstancias de declaratoria de la responsabilidad del Estado por casos de privación injusta 
de la libertad que no se encuentren puntualmente subsumidos en las tres situaciones descritas 
en el artículo 414 del Código de Procedimiento Penal. Tanto así, que en (Sentencia Reparación 
Directa 11754, 1997) fue declarada la responsabilidad del Estado por la privación injusta de la 
libertad ante la ausencia de responsabilidad penal en aplicación del principio universal del 
indubio pro reo.  
 
Cuyo avance implicó el abandono progresivo del criterio o régimen de responsabilidad 
subjetivo como único al momento de la imputación, e intercambio la aplicación del criterio o 
fundamento de imputación objetivo, en el cual la víctima ya no tenía la carga de demostrar el 
carácter de injusto o injustificado de la medida aseguramiento, captura y/o procesamiento de la 
acción penal, sin resultar relevante la calificación de buen derecho de las resoluciones 
judiciales que dieron origen a la injustificada privación, sino por el contrario, demostrar el 





Ha sido tanto el empeño y progreso del Honorable Consejo de Estado en la 
interpretación y desarrollo de la privación injusta de la libertad que en (Sentencia Reparación 
Directa 15980, 2008) declaró la responsabilidad patrimonial del Estado por la privación 
injusta de la libertad que encontró un resultado favorable a su libertad bajo la causal de 
justificación del estado de necesidad, al referir: “afirmó que el acusado actuó bajo una causal 
eximente de responsabilidad como es el estado de necesidad, que excluye la culpabilidad del 
acusado, lo que permite concluir que la privación fue injusta y que la víctima debe ser 
indemnizada con fundamento en lo dispuesto en el artículo 90 de la Constitución Política.” 
 
En la actualidad existen dos principales distinciones concernientes a la declaratoria de 
responsabilidad, que tienen que ver la forma y efectos del daño antijurídico y por consiguiente 
el titulo de imputación idóneo para cada caso en concreto, esto es, que en casos de privación 
injusta de la libertad con un resultado favorable operará un régimen de responsabilidad 
objetivo bajo el titulo del daño especial al considerar el ejercicio de la administración de 
justicia, como un servicio publico inherente a cada uno de los demás, el cual de configurarse 
materializa la lesión del bien jurídicamente tutelado de la libertad al irrumpir en el equilibrio 
de las cargas públicas del administrado.  
 
Del otro lado, se encuentra la declaratoria de responsabilidad patrimonial del Estado por 
la detención ilegal y/o arbitraria la cual por su distinción conceptual es breve inferir que 
corresponde a una falla del servicio entre el agente captor, acusador y/o juzgador, pues la 
detención y privación del derecho fundamental de la libertad yace de un incumplimiento de la 
ley, es decir, la imputación se regirá a partir del régimen subjetivo en donde le corresponderá a 
la víctima demostrar el carácter injusto e injustificado del hecho, medida u orden que 
materializó el daño antijurídico.  
 
 
Privación injusta de la libertad.  
 
Ante la imperiosa necesidad de abordar el tema y sin lugar a repetirlo, es pertinente desarrollar 
la responsabilidad del Estado por la privación injusta de la libertad, esto es, la relación directa 
del derecho fundamental de la libertad y demás bienes jurídicos lesionados por conexidad, 
como el libre desarrollo de la personalidad, la vida, dignidad humana, trabajo y la familia 
como núcleo esencial de la sociedad. Toda vez que cualquier ciudadano al encontrarse privado 
de tal derecho, imposibilitará el goce de los demás beneficios que por el simple hecho de no 
estar recluido o con una medida de aseguramiento, podrá disfrutarlos en todo su esplendor. 
 
Razón por la cual ha sido consagrado como un derecho fundamental que reviste e 
implica varias categorías y conceptualizaciones respecto de su protección, aplicación y 
optimización a partir del derecho constitucional, pues el tratadista (Gil Botero, 2013) señala 
qué: “la Constitución política en varias de sus disposiciones reconoce que la libertad en su 
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triple condición de valor, principio y derecho debe ser protegida y respetada tanto por los 
poderes públicos como por cualquier individuo.” (p. 461). 
 
En consecuencia, es pertinente mencionar que corresponde a un daño antijurídico 
derivado de una actuación legitima en el ejercicio y desarrollo del poder publico, siendo la 
administración de justicia un servicio intrínseco del Estado a fin de proteger el principio a la 
seguridad jurídica y el orden social, aunque también es cierto que su lesión conlleva al deber 
de responsabilidad del Estado por tratarse de un bien jurídicamente tutelado primario que 
depende de si mismo para la protección de los demás derechos conexos de carácter 
fundamental.   
 
No obstante, el hecho de que el Estado investido de equidad, igualdad y justicia 
practique capturas y judicializaciones preventivas de ciudadanos que aparentemente han 
realizados conductas reprochables tipificadas en la ley penal; y que posteriormente las mismas 
concluyan con resultados favorables al principio de la presunción de inocencia de todo 
ciudadano, generan cierto ambiente de incertidumbre, temor, zozobra, miedo y hasta quizá 
desacuerdo con el poder público, pues a pesar del deber constitucional de reparación del daño,  
el carácter personal y cierto del daño antijurídico solo será materializado con la decisión 
judicial favorable a la libertad del ciudadano, es decir, posterior a la constante lesión de bienes 
jurídicamente tutelados de expresa protección constitucional que se mencionaron antelación.  
 
Ahora bien, la privación injusta de la libertad fue considerada desde antes de la 
Constitución Política de 1991 con basamento en el artículo 414 del antiguo Código Penal, sin 
embargo con la promulgación del deber constitucional de reparación patrimonial del Estado, 
recurre inicialmente a la necesidad de acreditar la calificación de injustificable de la privación 
injusta de la libertad, sopesando de un lado la calificación de la actuación penal a la luz del 
debido proceso y por el otro lado, la consecuencia de la lesión del bien jurídicamente tutelado 
que solo es apreciable y declarada con el resultado favorable a la libertad, dicho de otro modo, 
solo con la decisión que pone fin a la actuación penal. 
 
Es entonces dable considerar que a la luz del artículo 90 de la Constitución Política de 
1991 el aspecto injusto e ilegitimo de la administración de justicia no opera únicamente 
respecto de la valoración del debido proceso sino además se encuentra supeditado al resultado 
de la actuación penal, pues será la decisión absolutoria, por vencimiento de términos, falta de 
elementos materiales probatorios que no logren desvirtuar el principio a la presunción de 
inocencia y hasta la aplicación del principio del in dubio pro reo la que será susceptible de 
consideración del daño antijurídico como aquella lesión a los bienes jurídicamente tutelados 
que el administrado no se encuentra en la obligación de soportar. 
 
Es por ello que la doctrina y la jurisprudencia han distinguido sin lugar a confusiones o 
similitudes en la identificación y apreciación de la privación injusta de la libertad, pues la 
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doctrina manifiesta que deberán existir ciertos requisitos ineludibles para poderse considerar 
como injustificable el ejercicio de las funciones jurisdiccionales, las cuales claramente deberán 
encontrarse en igual sintonía con el debido proceso, tanto en el cumplimiento de los 
mandamientos legales como de las oportunidades previstas para ejercer los derechos de 
contradicción. 
 
Al respecto, el tratadista (Gil Botero, 2013) ha descrito los elementos que deberá 
soportar el ejercicio de la administración de justicia, para ser considerada adecuada al 
cumplimiento de los objetivos estatales y ante la necesidad de eficiencia en la prestación de 
los servicios públicos, aunque también advierte que a fin de evitar que la optimización de la 
justicia desvirtúe los postulados del Estado Social de Derecho, deberá reunir los siguientes 
requisitos para ser considerada como privación injusta de la libertad, y refiere: “1. Debe 
fundamentarse en una causa que este previamente prevista en la ley (…), está sujeta al más 
estricto principio de legalidad(…), 2. No puede ser indefinida, debe tener un límite temporal., 
3. Al ser una medida cautelar su finalidad no es represiva (…), 4. La medida tiene una 
naturaleza jurisdiccional en sus diferentes fases: decisión, control y finalización., 5. Una vez 
asumida la medida y afectada la libertad de una persona se activa un conjunto de garantías de 
orden procedimental y sustancial que hacen parte del derecho fundamental del debido proceso, 
principalmente la presunción de inocencia, el derecho de contradicción, entre otros., 6. La 
medida debe responder al criterio de excepcionalidad (…), y 7. La detención preventiva 
siempre debe responder al principio de proporcionalidad, es decir que debe constituir un 
medio adecuado para la finalidad que se pretende alcanzar.” (p. 471). 
 
Del otro lado, la jurisprudencia del Consejo de Estado complementa lo anterior, 
argumentando que aún cuando la privación injusta de la libertad haya sido llevada a cabo en 
cumplimiento de todos los criterios del debido proceso, importará únicamente que el 
administrado logre acreditar el carácter injustificable de la medida preventiva, es decir, 
mediante la decisión judicial favorable que le coloque fin al tramite de administración de 
justicia, al señalara en (Sentencia Reparación Directa 40973, 2017): “(…) la privación injusta 
de la libertad implica una responsabilidad de carácter objetivo en la que no es necesario probar 
que la autoridad judicial incurrió en algún tipo de falla; al damnificado le basta con acreditar 
que contra él se impuso una medida privativa de su libertad en el trámite de un proceso 
judicial, que culminó con una decisión favorable a su inocencia y que le causó un daño con 
ocasión de la detención. Con esa demostración, surge a cargo del Estado la obligación de 
indemnizar los daños sufridos.” 
 
En consecuencia, se observa claramente que para hablarse de responsabilidad 
patrimonial el Estado por la privación injusta de la libertad, deberán concurrir dos escenarios 
autónomos pero relacionados entre si, pues la medida preventiva de privación convendrá como 
causad el ejercicio legitimo de administración de justicia en el cual se deberán garantizar el 
cumplimiento de los preceptos y procedimientos legales de la justicia penal, y del otro lado el 
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desarrollo del trámite penal resolverá la decisión judicial favorable a la culpabilidad y libertad 
del sindicado, para ser considerado como el daño antijurídico derivado de una actuación que 
aunque legitima irrumpió el equilibrio de las cargas públicas, cuya prueba de ellos sería la 
sentencia debidamente ejecutoriada que decida: absolver, declarar el vencimiento de términos, 
la ineficacia probatoria, in dubio pro reo y/o cualquier decisión que se considere favorable 
respecto de la lesión del bien jurídicamente tutelado directo y relacionados con la libertad.  
 
Ultimando entonces, que el Consejo de Estado en su Sección Tercera ha ido 
consolidando y estableciendo las conclusiones pertinentes al daño antijurídico derivado de la 
privación de injusta de la libertad, el cual encuentra fundamento en el artículo 28 y 90 de la 
Constitución Política de Colombia de 1991, en relación a la protección del derecho 
fundamental a la libertad y su triple perspectiva jurídica y el deber general de responsabilidad 
patrimonial del Estado, cuyos mandatos fueron regulados por la ley 270 de 1996 por medio de 
la cual se expide el Estatuto de la Administración de Justicia y dado que el deber de 
responsabilidad es configurado inclusive con la debida prestación de servicios públicos, esta 
norma prevé la taxativa declaración y configuración del daño antijurídico derivada de la 
violación del precitado bien jurídicamente tutelado.  
 
Interpretación que fue complementada con la aplicación del artículo 414 del Decreto 
2700 de 1991 por medio del cual se expide el Código Penal de la época y que además 
prescribe la responsabilidad del Estado por privación injusta de la libertad siempre y cuando la 
misma fuese resuelta bajo las tres circunstancias allí descritas, cuya posición fue adoptada 
durante cierto tiempo en la cual la aplicación del deber de responsabilidad del Estado no era 
aplicada en fundamento del daño antijurídico como aquel que irrumpe el equilibrio de las 
cargas públicas.  
 
Sin embargo, solo fue hasta la consolidación del avance jurisprudencial del Consejo de 
Estado que instituyó el daño antijurídico como el elemento esencial e ineludible de la 
declaratoria de responsabilidad del Estado, para concluir que aún cuando el resultado de la 
investigación penal resolviera en circunstancias distintas a las precitadas en el artículo 414 
pero favorables a la libertad de la víctima, será consecuente la declaratoria de reparación, así 
como lo esgrime en (Sentencia de Unificación de Reparación Directa 36149, 2014): “de 
conformidad con la postura reiterada, asumida y unificada  por la Sección Tercera del Consejo 
de Estado, se amplió la posibilidad de que se pueda declarar la responsabilidad del Estado por 
el hecho de la detención preventiva de ciudadanos ordenada por autoridad competente frente a 
aquellos eventos en los cuales se causa al individuo un daño antijurídico aunque el mismo se 
derive de la aplicación, dentro del proceso penal respectivo, del principio universal in dubio 
pro reo, por manera que aunque la privación de la libertad se hubiere producido como 
resultado de la actividad investigativa correctamente adelantada por la autoridad competente e 





Deduciendo sin dubitación alguna, que la actual posición referente a la responsabilidad 
por los casos de privación injusta de la libertad, tiene como fundamento la consolidación del 
daño antijurídico en aras de proteger las esferas y complementación del derecho fundamental a 
la libertad referido en el artículo 28 subsanado con el principio señalado en el artículo 90 de la 
Constitución Política de Colombia; en aras de satisfacer los principios de igualdad y 
reparación integral en el cumplimiento de los objetivos del Estado Social de Derecho.  
 
 
Régimen de responsabilidad aplicable a la privación injusta de la libertad.  
 
Como se observó, con la promulgación del regimen constitucional de responsabilidad 
patrimonial del Estado en la Carta Política de 1991 y consagrado expresamente en el artículo 
90, no existe un mandato legal o criterio taxito que permita inferir el regimen de 
responsabilidad prestablecido para el estudio, imputación y declaratoria de responsabilidad del 
daño antijurídico.  
 
Por el contrario, deberá cada juez en estudio estricto y consensuado de los fundamentos 
facticos y jurídicos de cada caso en concreto, quien deberá resolver el regimen de 
responsabilidad, el cual dentro de la privación injusta de la libertad y la detención ilegal y 
arbitraria variará de acuerdo a los aspectos tanto impresos en nuestra constitución como en los 
factores internacionales de protección de derechos fundamentales.  
 
Luego en el ordenamiento interno, el derecho a la libertad se encuentra consagrado en el 
artículo 28 de la Constitución Política de Colombia, el cual es el directamente quebrantado 
con cualquier tipo de imposición, bien se logre acreditar injusta, ilegal y/o arbitraria, sin 
embargo, con su lesión directa y como ha sido catalogado por la doctrina, es un derecho 
fundamental de multiples interpretaciones y aplicaciones, puesto que dependiendo de su libre 
goce por el administrado dependerá el disfrute de otros derechos del mismo rango, bien sea la 
vida, dignidad humana, honra, honor, libre tránsito por el territorio nacional, libre desarrollo 
de la personalidad, libre escogencia de la educación, trabajo, salud, conformación de la familia 
y entro otros tantos, que por el simple hecho de encontrarse privado de la libertad no podrá 
disfrutarlos.  
 
Asímismo el ordenamiento internacional acogido por Colombia mediante el Bloque de 
Constitucionalidad, como se observa en la Declaración Universal de Derechos Humanos en 
donde claramente promueve el respeto y especial protección de la libertad como derecho 
fundamental especialisimo, instransferible e inagenable bajo ninguna circunstancia, por 
considerarlo vital e irremplazable en el libre desarrollo del ciudadano en sociedad, ni siquiera 
podrá ser sometido o quebrantado por la autoridad judicial a menos que corresponde a 




Ahora bien, respecto del regimen de responsabilidad aplicable a los casos de 
materialización del daño antijurídico por privación injusta de la libertad, aprecia el Honorable 
Consejo de Estado mencionar que en aquellos casos solo le bastará a la víctima acreditar que 
el resultado del tramite de investigación y judicialización culminó con una decisión judicial 
favorable a su libertad, es decir, que aún cuando la privación de la libertad haya sido efectuada 
en respeto de cada uno de los mandamientos legales tanto materiales como procesales, y su 
resultado sea totalmente favorable a su presunción de inocencia, el Estado será responsable y 
deberá indemnizar dicho daño antijurídico, pues aquel aunque legitmo en su funcion de 
justicia quebranto el equilibrio de las cargas públicas.  
 
En consecuencia, y habiendo desarrollado las implicaciones probatorias de los 
regimenes de responsabilidad, es claro advertir que en el caso de la privación injusta de la 
libertad obedece a la aplicación de un regimen de responsabilidad objetivo, luego a la victima 
no le incumbe probar las fallas que con llevaron a su judicialización, sino unicamente al 
resultado favorable, así como lo predicó claramente en (Sentencia Reparación Directa 40973, 
2017): “(…) la privación injusta de la libertad implica una responsabilidad de carácter objetivo 
en la que no es necesario probar que la autoridad judicial incurrió en algún tipo de falla; al 
damnificado le basta con acreditar que contra él se impuso una medida privativa de su libertad 
en el trámite de un proceso judicial, que culminó con una decisión favorable a su inocencia y 
que le causó un daño con ocasión de la detención. Con esa demostración, surge a cargo del 
Estado la obligación de indemnizar los daños sufridos.” 
 
En consecuencia, aún cuando actualmente la posición del Consejo de Estado en la 
materia sea la consolidación inherente del daño antijurídico como fundamento indiscutible de 
la responsabilidad, también es cierto que este vira en un principal espectro de interpretación y 
aplicación, pues aún cuando éste es aquel criterio que promueve los principios de igualdad, 
equidad y solidaridad respecto de la capacidad de soporte de las cargas públicas, también es 
cierto que deberá la víctima directa probar que efectivamente el daño que padeció al bien 
jurídicamente tutelado desequilibró el estado de las cargas públicas, es decir, la mencionada 
decisión favorable a la situación jurídica que reprime el derecho a la libertad, dicho de otro 
modo, acreditar la verdadera lesión al bien jurídicamente tutelado.  
 
Razón por la cual, en términos generales la víctima directa deberá acreditar el derecho 
fundamental a la presunción de inocencia, dado que de este se desprende la acreditación de 
que la medida de privación de la libertad, desbordó el normal equilibrio de las cargas publicas, 
encontrando fundamento el directo e irrestricto mandato constitucional establecido en el inciso 
4º del artículo 29 de la Constitución Política de Colombia que reza: "Toda persona se presume 
inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable", es decir, que cualquier 





Aún cuando la administración de justicia obre en atención a medidas preventivas las 
cuales han sido expedidas por el órgano competente y en virtud de los procedimientos 
establecidos en la ley, pues de resultarse inocua la investigación que dio origen a las medidas 
preventivas como consecuencia de imposibilidad de desvirtuar la presunción de inocencia, se 
estaría frente a un claro criterio de un daño que la víctima no se encuentra en la obligación de 
soportar, al referir que aunque haya sido legitima la actuación y proceder de la administración 
de justicia, esta afectó el equilibrio de las cargas públicas ocasionando la lesión de un bien 
jurídicamente tutelado.  
 
Al respecto, también ha decantado la jurisprudencia del Consejo de Estado que en casos 
de privación injusta de la libertad por ningún motivo se podrá tener como fundamento de 
exoneración del deber de responsabilidad del Estado, bajo la excusa de obligación y/o deber 
de soportar las investigaciones y sus medidas como consecuencia de encontrarse en sociedad; 
pues en (Sentencia de Unificación de Reparación Directa 36149, 2014) es claro y tajante al 
referir: “Se precisa, igualmente, que no puede tenerse como exoneración de responsabilidad el 
argumento según el cual todo ciudadano debe asumir la carga de la investigación penal y 
someterse a la detención preventiva, pues ello contradice los principios básicos consagrados 
en la Convención de Derechos Humanos y en la Constitución Política.” 
 
En consecuencia, en concordancia con la Sentencia de Reparación Directa 40973 de 
2017, es dable inferir sin dubitación alguna que las interpretaciones del Consejo de Estado en 
materia de privación injusta de la libertad, aluden la protección irrestricta del derecho 
fundamental a la libertad, la cual bajo ninguna circunstancia deberá ser ajena al deber de 
probanza del carácter de injusto del daño padecido, es decir, que la decisión punitiva referente 
a la libertad de la víctima sea consecuente con la decisión favorable a la presunción de 
inocencia, así como se consolida en (Sentencia de Unificación de Reparación Directa 36149, 
2014) al señalar: “Cuando se produce la exoneración del sindicado, mediante sentencia 
absolutoria o su equivalente, por alguna de las causales previstas en el citado artículo 414 del 
C. de P. C. -sin que, en cualquier caso, opere como eximente de responsabilidad la culpa de la 
víctima-, las cuales se aplican a pesar de la derogatoria de la norma, o –en la opinión 
mayoritaria de la Sala- por virtud del indubio pro reo, el Estado está llamado a indemnizar los 
perjuicios que hubiere causado por razón de la imposición de una medida de detención 
preventiva que lo hubiere privado del ejercicio del derecho fundamental a la libertad, pues, de 
hallarse inmerso en alguna de tales causales, ningún ciudadano está obligado a soportar dicha 
carga.” 
 
Dicho de otro modo, aún cuando la afectación al derecho fundamental de la libertad sea 
generado por el actual legitimo e ilegitimo de la administración de justicia, bien sea falla del 
servicio y/o daño especial en el ejercicio de la administración de justicia en el cumplimiento 
inherente del poder publico, incumbirá únicamente a la víctima acreditar que el daño padecido 
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sea antijurídico, es decir, la aplicación de un régimen de responsabilidad objetivo referente a 
las implicaciones probatorias que trae consigo, al requerir la probanza irrestricta de 
rompimiento del equilibrio de las cargas publicas como consecuencia de cualquier tipo de 
medida que afecte el bien jurídicamente tutelado a la libertad.  
 
Tal es el caso, que existe una decisión emblemática del Consejo de Estado, por medio de 
la cual se declara la responsabilidad patrimonial del Estado en un caso en el cual la víctima fue 
privado de la libertad por encontrarse inmerso en la concreción de conductas punibles, no 
obstante, dichas actividades se surtieron bajo un estado de necesidad a fin de proteger o 
mitigar la vulneración de derechos humanos, como ocurrió en la (Sentencia de Reparación 
Directa 15980, 2008) por medio de la cual se ordena la reparación de los daños padecidos por 
José René Higuita quien fue absuelto de la comisión del delito de secuestro simple por 
demostrarse que su conducta aun cuando fuere antijurídica esta fue bajo el estado de 
necesidad; dicho de otro modo, se mantuvo incólume su derecho fundamenta a la presunción 








CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
Con la promulgación de la promulgación de la Constitución Política de 1991 se otorgó expreso 
respaldo al deber y principio de responsabilidad extracontractual del Estado, la cual no 
promueve una potestad discrecional absoluta, por el contrario trae consigo la optimización de 
criterios de prevención, optimización y protección de los fines del Estado puestos a 
disposición de los derechos fundamentales de los administrados. 
 
La responsabilidad extracontractual y/o patrimonial del Estado establecida en el artículo 
90 planta un sistema de responsabilidad basado generalmente el régimen de la responsabilidad 
objetiva, al otorgar total importancia e inherencia al daño antijurídico como elemento esencial 
en el deber de reparación de los daños antijurídicos, con relación directa en las injerencias 
probatorias respecto de la imputación del daño.  
 
La jurisprudencia del Consejo de Estado ha concebido la aplicación del deber 
constitucional de responsabilidad extracontractual del Estado generalmente como un sistema 
de compensación pecuniaria del daño antijurídico, aún cuando existan las posibilidades y 
ordenanzas de adopción de medidas de reparación restaurativa.  
 
En Colombia mediante los mandatos constitucionales de los artículos 90 y 93 se adopta 
el deber de los jueces de la aplicación del principio irrefutable de la reparación integral que es 
adoptado internamente a partir de la ley 446 de 1998, pues deberán los falladores al momento 
de administrar justicia analizar los daños antijurídicos pretendidos en atención a los tratados y 
pactos internacionales referentes a la protección de Derechos Fundamentales, junto con las 
posiciones jurisprudenciales de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  
 
La consolidación y adopción del derecho internacional plasmado en las mas recientes 
posiciones jurisprudenciales, por medio de las cuales se ordenan la protección de los derechos 
fundamentales en atención a los controles a los bienes jurídicamente tutelados y 
convencionalmente amparados, derivados de la aplicación de aquellos mandatos establecidos 
en el Bloque de Constitucionalidad, resaltando la permisividad del principio de congruencia 
respecto de los mandatos convencionales en materia de reparación integral.  
 
Mandatos internacionales que se ha visto reflejado en el aparato legislativo con la 
promulgación de la ley 1448 de 2011 y la interpretación jurisprudencial del Consejo de 
Estado, por medio de la cual se amplia el concepto general de responsabilidad patrimonial y 
reparación integral pecuniaria, adoptando medidas de reparación restaurativa como criterios 




Disposiciones que al momento de ser materializadas, el Consejo de Estado establece las 
reglas de liquidación y tasación del perjuicio inmaterial, con la aplicación de los principios de 
reparación integral, equidad y arbitrio judicial; únicamente consecuentes en atención a las 
reglas de valoración de irrogación del daño antijurídico establecido en el precedente judicial.  
 
En materia de reparación del perjuicio inmaterial y conforme su complejidad para ser 
tasado y liquidado, la jurisprudencia del Consejo de Estado se remite a la prohibición de la 
potestad discrecional del administrado respecto de la reparación integral del daño antijurídico, 
para así fijar montos y límites de indemnización tanto para la víctima directa como su núcleo 
familiar.  
 
Claramente o expresamente la Unificación Jurisprudencial en materia de indemnización 
de perjuicios inmateriales, no resuelve los criterios de valoración de tales perjuicios, más allá 
de las afirmaciones que prohíben la aplicación de criterios objetivos y científicos para su 
valoración pero si es tomado su monto a partir de dichos criterios, como ocurre con el tiempo 
en el caso de la privación injusta de la libertad y la prueba de perdida de capacidad laboral en 
el daño a la salud.  
 
Aun cuando es acertada la jurisprudencia del Consejo de Estado, la valoración del 
perjuicio inmaterial resultaría contraria a lo que se pretende con la aplicación del principio de 
reparación integral, pues de acuerdo a los problemas de la política criminal del Estado en los 
casos de privación injusta de la libertad, muchas victimas serían mal llamadas empobrecidas 
sin causa al ser irrisoria la indemnización de acuerdo al factor tiempo como nivel de 
irrogación del daño.  
 
Entonces, la reparación integral de los perjuicios inmateriales a recomendación de los 
suscritos, deberá recurrir a un elemento objetivo que no desconozca las importancias de la 
equidad y arbitrio judicial toda vez que su tasación y liquidación se rigen a partir de criterios 
objetivos y científicos, en lo que respecta al caso en concreto del perjuicio moral en los casos 
de privación injusta de la libertad.  
 
En Colombia, aún cuando la responsabilidad extracontractual del Estado del daño 
antijurídico, la organización del Estado Social de Derecho y el expreso respaldo en la 
protección de los derechos fundamentales, existen factores como la desigualdad, falta de 
oportunidades, difícil acceso a la educación, salud y trabajo que con llevan a que las políticas 
criminales resulten inocuas en su propósito primigenio de prevención, protección y 
resocialización.  
 
En Colombia aun cuando el artículo 90 de la Constitución Política de Colombia 
establece la responsabilidad patrimonial del Estado del daño antijurídico, que en el caso en 
concreto corresponde a la violación del daño antijurídico de la libertad del artículo 28 ídem y 
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ley 270 de 1996, resulta inocuo siempre y cuando la política criminal del Estado no se 
encamine en el objetivo de la prevención y optimización de los fines del Estado, en aras de 
disminuir las desigualdad.  
 
Y en materia de reparación integral del daño antijurídico es ilógico que su deber de 
responsabilidad no se desprende del factor tiempo sino de la acreditación de la decisión 
favorable a la libertad de la víctima, es decir, la acreditación del carácter de injusto de la 
medida de administración de justicia, pero si es determinante el tiempo para la liquidación y 
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FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAPOLITICA Y SOCIALES 
GUÍA DE ANALISIS NORMATIVO 
 
GUÍA N°: ____ de 26 /07/2017 
 
OBJETIVO: Analizar los artículos de la Constitución Política de Colombia que establecen los 
derechos fundamentales y el deber de responsabilidad del estado.  
 
OBJETIVO: Analizar la ley 446 de 1998 junto con el precedente judicial imperante en materia 
de responsabilidad del estado y reparación integral. 
 
DILIGENCIA: Fabio Steeven Carvajal Basto – Jorge Tami Contreras.                 
 
Ley 446 de 1998 – COLOMBIA 
 
ANÁLISIS 
Artículo.   
  










Ficha de análisis documental textos legales. 
 


































Contenido Textual de la norma 
 
  El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.  
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales 
daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de 

















Ficha de análisis jurisprudencial 
 




T – 589  









Sujeto de especial 
Protección 
      


























       NINGUNA 
Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 
Sentencia 
 
Impulso de investigaciones fiscales 
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